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26. MONOGRÁFICO
Ley 11/2007 de acceso electrónico de los ciudadanos
a los Servicios Públicos 
La Ley 11/2007, de 22 de Junio, de acceso electrónico de los 
ciudadanos a los Servicios Públicos, cumple cinco años. La 
Junta Directiva actual somos, en su mayoría, hijos de esta 
Ley,  integrantes de esas promociones que entramos en una 
Administración obligada a satisfacer el derecho ciudadano 
a la elección de canal, promociones que constituyen en la 
actualidad una tercera parte de ASTIC  

Monográfico coordinado por

EMILIO GARCÍA

EDITA FUNDACIÓN ASTIC 

CONSEJO EDITORIAL 
Julia Criado Casado 
Clara Galán Manso

REDACTORA JEFE  
Maole Cerezo   

COORDINADOR MONOGRÁFICO  
Emilio García

DISEÑO Y MAQUETACIÓN  
Comunicación Gráfica

ADMINISTRACIÓN PUBLICIDAD  
C/ Padilla, 66, 3º D  
28006 MADRID  
Teléfono y Fax: 91 401 82 17 

JUNTA DIRECTIVA ASTIC  
Presidente: Emilio García García 
Vicepresidenta: Ana Bajo Prieto 
Secretaria: María Pilar Payo Ollero  
Vicesecretaria: Aleida Alcaide García 
Tesorero: Raúl Martín García  
Contadora: Julia Sánchez Cano 
Vocales: Carlos Marcos Martín, 
David Martín Vallés, Ana Román 
Riechmann, Clara Galán Manso, Álvaro 
Manso Gutierrez, Victoria Figueroa 
Domínguez, Fernando Peñín Ramírez, 
Pedro Nogales Fuentes, José Antonio 
García García, Daniel Gómez-Hidalgo 
Martín, Gregorio González Valero,  
Jesús Lozano Robles, Alberto Gonzalo 
Ramirez, Honorio Enrique Crespo 
Díaz-Alejo, Lucía Escapa Castro, Rocío 
Montalbán Carrasco, Eva Ortiz Tovar, 
Julia Criado Casado

IMPRIME Apyce - Grafisur 

DEPOSITO LEGAL M - 5411 - 1996

Esta revista no se solidariza, 
necesariamente, con las opiniones de los 
artículos firmados.

El contenido del editorial es 
responsabilidad de la Junta Directiva.

boletic

   boletic | 4

Pag. 90 Último Desayuno 
de Trabajo antes del verano,
“Modelo de soluciones eficientes”

Pag. 64 La XVIII Promoción TIC



   boletic | 5

EDITORIAL

Construyendo sobre lo recibido
Desde la nueva Junta Directiva que-

remos aprovechar la oportunidad que 

nos brinda BOLETIC para dirigirnos a 

vosotros, los socios de Astic, y al resto 

de lectores de nuestra revista. 

Nuestras primeras palabras han de 

ser de sincero agradecimiento a la an-

terior Junta Directiva, que durante años 

ha realizado una labor extraordinaria, 

convirtiendo nuestra asociación en una 

de las más activas de los Cuerpos Su-

periores de la Administración General 

del Estado.

Afrontamos este nuevo periodo con 

el compromiso de continuar con la la-

bor de nuestros predecesores, apor-

tando una ilusión renovada y ganas de 

contribuir con nuestro esfuerzo a con-

seguir los fines que persigue Astic en 

sus estatutos: Mejorar el desarrollo de 

la actividad profesional de los miem-

bros del Cuerpo TIC, fomentar el inter-

cambio de experiencias entre ellos; y 

contribuir a la difusión y desarrollo de 

las TIC, promoviendo su conocimiento 

en la esfera pública y privada, así como 

en la ciudadanía en general.

Somos conscientes de que llegamos 

a la Junta Directiva en un momento en 

que la situación de nuestro país, y de 

la Administración Pública en especial, 

es ciertamente difícil. En estas circuns-

tancias, como colectivo fuertemente 

comprometido con la mejora de los 

servicios públicos, creemos más nece-

sario que nunca aportar nuestro grano 

de arena, proponiendo soluciones a los 

problemas a los que se enfrenta nues-

tro país, desde nuestra perspectiva de 

expertos en las Tecnologías de la Infor-

mación y las Comunicaciones.

Las TICs son ya un elemento bási-

co de la Administración, no sólo para 

garantizar la eficacia y eficiencia de  

los servicios públicos, sino también 

para su evolución y transformación. Es 

un objetivo primario de nuestra Junta 

Directiva hacer llegar este mensaje 

a todos los agentes implicados, tanto 

dentro como fuera de la Administra-

ción. Las TIC son la respuesta esencial 

para la sostenibilidad y mejora del sec-

tor público, y para entregar valor a la 

sociedad a cambio de sus impuestos. 

Los funcionarios que actuamos en el 

área TIC estamos llamados a trabajar 

en articular esa respuesta.

Durante los veinte años de vida de 

nuestro Cuerpo, los profesionales TIC 

hemos trabajado para conseguir una 

Administración moderna y avanzada. 

Todo este esfuerzo no puede ni debe 

perderse, porque supone un factor de-

terminante del desarrollo y crecimiento 

de nuestro país.

Las recientes medidas de reducción, 

una vez más, del presupuesto para las 

Tecnologías de la Información, así 

como de empeoramiento de las con-

diciones laborales de los profesionales 

que conformamos este sector, no van a 

redundar en una mejora de la gestión 

y la calidad de los servicios públicos, 

ni por ende en la modernización de la 

Administración. Son necesarias refor-

mas estructurales y organizativas que 

permitan eliminar las duplicidades en 

el área de las TICs, y fomentar la trans-

formación e innovación en el sector pú-

blico. Entre otras medidas, la creación 

de la figura del máximo Responsable 

de Tecnologías de la Información y las 

Comunicaciones (CIO – Chief Informa-

tion Officer) facilitaría el desarrollo de 

acciones transversales.

 

Las propuestas para lograr este ob-

jetivo las hemos plasmado en el Comu-

nicado de la Junta Directiva ASTIC tras 

el Real Decreto-Ley 20/2012, publicado 

en las páginas del presente número de 

Boletic. Nuestra intención es continuar 

en los próximos meses con esta línea de 

trabajo, poniendo sobre la mesa medi-

das de ahorro realistas y pragmáticas. 

Desde la nueva Junta Directiva nos 

esforzaremos también porque se valore 

el trabajo de los funcionarios TIC como 

profesionales clave en la actual Admi-

nistración Pública española, tratando 

de dar una mayor difusión a la labor 

de nuestro Cuerpo, aún poco conoci-

do más allá del sector TIC. Para ello, 

trataremos de acercarnos tanto a los 

ciudadanos como al resto de Cuerpos 

de la Administración.

Permitidnos acabar esta editorial 

dando las gracias a todos los compa-

ñeros que habéis confiado en nosotros 

para liderar esta nueva etapa de ASTIC. 

Impulsados por este apoyo trabajare-

mos para intentar alcanzar al máximo 

las expectativas de nuestro colectivo, 

para lo que esperamos contar con la 

ayuda de todos vosotros.  

	 La Junta Directiva de Astic.
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MIGUEL ÁNGEL AMUTIO
MINISTERIO DE HACIENDA Y ADMINISTRACIONES PÚBLICAS

Reutilización de activos  
en la Administración

Sobre las bases establecidas por la Ley 11/2007 y el Real Decreto 4/2010, más el respaldo de las 
políticas comunitarias al respecto, es posible avanzar en la reutilización de aplicaciones, ya sea como 
productos servicios en red u otros activos de información, con el objetivo de una mayor eficacia y 
eficiencia. Hay ciertos pasos que ya se pueden apuntar en este sentido, y en el presente artículo se 
abordan algunos. 

UNA ESTRATEGIA POR DESARROLLAR

La reutilización ofrece un in-
teresante potencial de mejora 
de eficacia y eficiencia, a la vez 

que fomenta una economía basada en 
el conocimiento, la participación, la 
innovación y favorece la competiti-
vidad al contribuir al desarrollo de 
un ecosistema de las TIC en el que 
puede cooperar el sector público y el 
sector privado con la vista puesta en 
mejorar los servicios públicos. Esta 
reutilización es aplicable a activos 
diversos tales como las  aplicaciones, 
entendidas como producto o como 
servicio, los servicios, la información 
del sector público y otros activos de 
información. La reutilización pre-
senta mayor calado que el estricta-
mente ceñido al ahorro de costes, 
pues es también una expresión de la 
apertura, la transparencia, la partici-
pación y la colaboración, nociones 
que configuran el concepto de go-
bierno abierto.

La Unión Europea viene insis-
tiendo a lo largo del tiempo a través 
de diversos actos y documentos co-

munitarios en cómo la reutilización, 
asociada a compartir y colaborar, 
contribuye a la innovación, la intero-
perabilidad, la eficacia y eficiencia.

Así, el Plan de acción de admi-
nistración electrónica 2011-2015 
contempla la  reutilización como un 
concepto vinculado a la implantación 
de tecnologías innovadoras, a la inte-
roperabilidad, así como a la eficacia y 
eficiencia. Promueve la reutilización 
de soluciones, de infraestructuras 
existentes y, en particular, de los re-
sultados de los pilotos a gran escala. 
Por otra parte, el ámbito específico 
de la reutilización de la información 
del sector público se convierte en 
un referente, o ejemplo, a la luz de 
lo avanzado en la creación del marco 
legal, los instrumentos, las comuni-
dades de interés, los productos, así 
como de las estimaciones del volu-
men de negocio generado.

Por otra parte, el Marco Europeo 
de Interoperabilidad (1)  se refiere de 
forma reiterada a lo largo del texto 
a la reutilización asociada a los con-

ceptos, las aplicaciones, los servicios, 
las especificaciones, los modelos de 
datos y las fuentes de información 
administrativa (denominados en el 
documento como ‘registros prima-
rios’). En particular,  el principio dé-
cimo trata de la reutilización como 
un concepto esencial para el desarro-
llo eficiente de los servicios públicos, 
mientras que en la recomendación 
séptima “se insta a las administracio-
nes públicas a que, cuando implanten 
servicios públicos europeos, reutili-
cen y compartan soluciones, y a que 
cooperen en el desarrollo de solucio-
nes conjuntas.”. También la Estrate-
gia Europea de Interoperabilidad se 
refiere a la reutilización de piezas, 
servicios, infraestructuras y compo-
nentes e incluye un bloque de medi-
das de acompañamiento relativas al 
apoyo a las comunidades de interés 
y a la integración de plataformas de 
colaboración.

En el terreno más práctico (2) , 
JOINUP es la plataforma de cola-
boración que desplegada por la Di-
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rección General de Informática de 
la Comisión Europea con fondos del 
Programa ISA viene a integrar las he-
rramientas previas para la colabora-
ción en materia de software de fuen-
tes abiertas (OSOR.EU) y de activos 
semánticos (SEMIC.EU).

La reutilización  
en la Ley 11/2007
En nuestro ámbito, la Ley 11/2007 
ya incidió directamente en la cues-
tión al establecer en su artículo 45 
que las Administraciones Públicas 
“podrán poner a disposición de cual-
quier administración sin contrapres-
tación y sin necesidad de convenio 
aquellas aplicaciones informáticas 
de las cuales ostenten los derechos 
de propiedad intelectual” El artículo 
46 trata los instrumentos operativos 
que facilitan lo anterior al establecer 
que las Administraciones Públicas 
mantendrán directorios para la li-
bre reutilización de aplicaciones de 

acuerdo con lo que establezca el Real 
Decreto 4/2010 (Esquema Nacional 
de Interoperabilidad). 

Posteriormente, en desarrollo de 
estos artículos de la Ley 11/2007, el 
Esquema Nacional de Interoperabi-
lidad dedica un capítulo a la reutili-
zación aplicada a las aplicaciones de 
las Administraciones públicas, de la 
documentación asociada y de otros 
objetos de información; en primer 
lugar, establece en su artículo 16 las 
condiciones de licenciamiento apli-
cables a las aplicaciones informá-
ticas reutilizables y que se declaren 
como de código fuente o de fuentes 
abiertas. En segundo lugar, en su ar-
tículo 17, trata ciertas condiciones 
aplicables tanto a los directorios de 
aplicaciones informáticas para su li-
bre reutilización en cuanto a su en-
lace con instrumentos equivalentes 
de otras Administraciones Públicas, 
como al deber de tener en cuenta las 
soluciones disponibles en los mismos 

que puedan satisfacer total o parcial-
mente las necesidades de nuevos 
sistemas o servicios o la mejora y ac-
tualización de los ya implantados, así 
como en cuanto a la publicación del 
código fuente de las aplicaciones in-
formáticas en los citados directorios 
con el fin de favorecer las actuaciones 
de compartir, reutilizar y colaborar 
en beneficio de una mejor eficacia y 
eficiencia.

En el ámbito de la Administra-
ción de Justicia, la Ley 18/2011 sigue 
un camino similar en cuanto a que 
contempla que se puedan compartir 
aplicaciones sin contraprestación y 
sin necesidad de convenio, que pue-
dan ser declaradas como de fuentes 
abiertas, a la vez que se fomenta la 
reutilización de los sistemas, servi-
cios, infraestructuras y aplicaciones 
informáticas existentes, y el mante-
nimiento de directorios actualizados 
de aplicaciones informáticas para su 
libre reutilización. 

Figura 1. Plataforma de colaboración JOINUP

»
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Como instrumento para la cola-
boración, el Centro de Transferencia 
de Tecnología (CTT) (3) , previsto 
en el citado artículo 46 de la Ley 
11/2007 y desplegado por el Minis-
terio de Hacienda y Administracio-
nes Públicas, tiene por objeto favo-
recer la reutilización de soluciones 
por las Administraciones Públicas; se 
encuentra vinculado con JOINUP, 
así como con forjas de varias CC.AA. 
(Extremadura, Andalucía, Cataluña), 
más la colaboración que se mantiene 
con CENATIC.

Pautas e instrumentos 
Sobre la base de estos cimientos, es 
posible avanzar en la reutilización de 
aplicaciones, ya sea como productos, 
o como servicios en red, así como de 
otros activos de información, con el 

objetivo de una mayor eficacia y efi-
ciencia y de centrar la atención en 
procesos que aporten valor añadido a 
la gestión pública. Hay ciertos pasos 
que ya se pueden apuntar, e incluso 
empiezan a fraguarse iniciativas con-
cretas en las AA.PP. (4)  

Cabe pues avanzar según plantea-
mientos tales como los siguientes:
- Asentar la cultura de compartir, 
reutilizar y colaborar, como algo más 
habitual que excepcional.
- Consolidar el principio general de 
apertura y avanzar en la reutilización 
de activos.
- Proporcionar pautas comunes para 
facilitar la adquisición, desarrollo, 
mantenimiento, evolución, configu-
ración, explotación y liberación de 
cualquier código fuente de aplicacio-
nes en condiciones que permitan su 

Figura 2. Centro de Transferencia de Tecnología CTT

La reutilización 
abre la oportunidad 
al asentamiento de 
nuevos paradigmas 
en el desarrollo 
y uso de activos 
TIC de las 
Administraciones 
Públicas
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reutilización como producto o como 
servicio en red, incluyendo aspectos 
relativos a los derechos de propiedad 
intelectual y a las clausulas genéricas 
que pueda aplicarse en los pliegos de 
prescripciones técnicas, entre otras 
posibles; más las orientaciones técni-
cas más concretas que sean necesarias 
para facilitar los aspectos operativos.
- Reforzar el papel del Centro de 
Transferencia de Tecnología, y su 
vinculación con otros instrumentos 
equivalentes de nuestro ámbito o de 
la Unión Europea, como punto fo-
cal en el que se encuentren las apli-
caciones reutilizables, junto con la 
documentación asociada, bien para 
su reutilización en modo producto 
o bien, con las condiciones corres-
pondientes, para su reutilización en 
modo servicio en red; en ambos casos 
en las condiciones de licenciamiento 
adecuadas, teniendo como referen-
te principal la Licencia Pública de 
la Unión Europea, conocida por las 
siglas EUPL, y otras posibles que 
ofrezcan condiciones equivalentes 
para la reutilización del código, más 
licencias del tipo Creative Com-
mons-Atribución-CompartirIgual, 
conocida por las siglas CC-By-SA, 
versión 3.0 o posteriores, para la do-
cumentación.
- Difundir buenas prácticas y casos de 
éxito, a través del Centro de Transfe-
rencia de Tecnología.

Oportunidades
La reutilización abre la oportunidad 
al asentamiento de nuevos paradig-
mas en el desarrollo y uso de activos 
TIC de las Administraciones Públi-
cas tales como aplicaciones, servi-
cios, modelos de datos o fuentes de 
información. El marco conceptual 
de la reutilización ya se encuentra 
asentado y respaldado, las pautas se 
van concretando y las posibles in-

certidumbres se van diluyendo, a la 
vez que las tecnologías y plataformas 
de colaboración van alcanzando un 
nivel de madurez adecuado. Está en 
manos de los profesionales TIC de 
las AA.PP. colaborar para avanzar en 
los aspectos más concretos y prác-
ticos de la reutilización y hacer que 
ésta sea algo más habitual que excep-
cional.   

NOTAS

(1) COM(2010) 744 final Comuni-
cación de la Comisión al Parlamen-
to Europeo, Alconsejo, al Comité 
Económico Y Social Europeo y al 
Comité  de las Regiones, Hacia la 
interoperabilidad de los servicios 
públicos europeos, anexo II.
(2) http://joinup.ec.europa.eu/
(3) http://administracionelectronica.
gob.es/?_nfpb=true&_pageLabel=P803
124061272300995675&langPae=es
(4) Véase en www.cenatic.es/heme-
roteca-de-cenatic/2-cenatic-en-la-
red/39908-el-sector-publico-vasco-
obligado-a-reutilizar-el-software el 
artículo de CENATIC titulado “El 
sector público vasco, obligado a 
reutilizar el ‘software”.

Miguel A. Amutio Gómez
Jefe de Área de Planificación y Explotación

Ministerio de Hacienda 
y Administraciones Públicas
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MIGUEL ÁLVAREZ
MANAGER DE PROGRAMA DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE INFORMÁTICA
DE LA COMISIÓN EUROPEA

La Comisión Europea acaba de lanzar la propuesta de reglamento para regular la identidad 
electrónica  y la prestación de servicios de confianza relativos a las transacciones electrónicas 
seguras en el mercado interior Europeo. En este momento tan duro que vivimos desde el punto de 
vista económico, esta regulación puede suponer un gran revulsivo para la prestación de servicios de 
administración electrónica seguros y transfronterizos, así como contribuir al fortalecimiento de la 
confianza en las transacciones electrónicas y el comercio electrónico en el ámbito europeo. Por tanto, 
debemos estar de enhorabuena por el hecho de que, por fin, tengamos un proyecto de regulación 
comunitaria que aclara y sienta las bases para las transacciones electrónicas seguras para los 
próximos años. 

Transacciones electrónicas
seguras en la Unión Europea

Como veremos a continuación, 
esta reglamento armoniza 
diferentes aspectos relativos 

a la firma electrónica y servicios de 
confianza que ya estaban regulados 
desde hace unos años en varios países 
como en España a través de la Ley 
11/ 2007 y el RD 1671/ 2009, y por 
tanto, nos podemos sentir orgullosos 
de estar por delante en este ámbito 
respecto a la media europea.

Asimismo, es de destacar la gran 
importancia que la Comisión Euro-
pea concede a estos temas, y que se 
materializa en los distintos compro-
misos apuntados por la Agenda Digi-
tal, así como por el hecho de haber es-
cogido el instrumento del reglamen-
to para que la regulación tenga efecto 
pleno a partir de su aprobación por el 
parlamento, evitando las demoras y 
el riesgo de enfoques divergentes que 
supone la trasposición de una Direc-
tiva comunitaria al ordenamiento 
jurídico de 27 estados.

Antecedentes
El futuro reglamento sustituirá a la 
Directiva 93/ 1999 de firma electró-
nica (en adelante la Directiva) que se 
había quedado desactualizada y ob-
soleta por distintos motivos. Si bien 
esta Directiva ha traído un cierto 
grado de armonización en Europa 
en materia de firma electrónica, y 
de hecho todos los países de la UE 
cuentan con marcos jurídicos para 
ella, sin embargo, existen ciertas di-
vergencias y enfoques distintos que 
han derivado en barreras legales y 
técnicas para la prestación de servi-
cios de certificación y de confianza 
en el ámbito europeo. Esto se mate-
rializa en la dificultad en la práctica 
para construir servicios electrónicos 
transfronterizos seguros.

Existen varios países, entre ellos 
Austria, donde la Directiva se ha in-
terpretado en el sentido más restric-
tivo, de tal manera que sólo la firma 
electrónica reconocida es admitida 

por las administraciones públicas. 
Esto implica que sólo los DNIe de 
varios países (entre ellos España) 
pueden utilizarse por los ciudadanos 
para relacionarse telemáticamente 
con las AAPP.

En otros países como en España, la 
firma avanzada basada en certificado 
reconocido se admite en la práctica 
en las transacciones on-line, a pesar 
de la falta de un respaldo más claro 
por parte de la Directiva a este tipo 
de firma.

Por último, existe otro grupo de 
países donde al no existir una armo-
nización tecnológica clara en cuanto 
a  normas y estándares relativos a la 
provisión de servicios de certifica-
ción, perfiles comunes para la emi-
sión de certificados electrónicos, for-
matos interoperables de firma elec-
trónica, certificación de dispositivos 
seguros de creación de firma… han 
optado por continuar utilizando me-
canismos de identidad y firma elec-
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trónica más livianos y menos seguros 
como usuario y contraseña o claves 
concertadas.

Además de lo apuntado anterior-
mente, algunos países como España 
tienen autoridades de validación, de 
sellado de tiempo, de notificaciones 
electrónicas seguras… que son parte 
de la cadena de confianza para esta-
blecer servicios y transacciones elec-
trónicas seguras. Sin embargo, este 
tipo de servicios no estaban contem-
plados en la Directiva, creando un 
vacío jurídico que ha sido cubierto en 
varios países de manera divergente a 
veces y sin ningún tipo de armoni-
zación europea. Lo cierto es que los 
servicios de confianza como de sella-
do de tiempo, plataformas o autori-
dades de validación, sellos electró-
nicos, certificados de autenticación 
de sitios Web o de sede, carecen de 
interoperabilidad europea y de un 
marco unificador común. Tampoco 
existe una aproximación común en 
referencia a los mecanismos de firma 
de las personas jurídicas o de entida-
des legales.

Existen varios ejemplos donde se 
pueden observar estas divergencias 
y carencias de la Directiva actual. El 
proyecto STORK (www.eid-stork.
eu) ha trabajado en los últimos años 
en la construcción de unas plata-
formas de interoperabilidad para 
permitir el reconocimiento de las 
identidades electrónicas de diversos 
países. De hecho, diecisiete estados 
entre ellos España, han construido 
con éxito estas plataformas que  per-
miten que los distintos DNIe y certi-
ficados electrónicos de estos países se 
puedan admitir en servicios de admi-
nistración electrónica de cualquiera 
de ellos. Por tanto, y siguiendo la ter-
minología del marco europeo de in-
teroperabilidad, las barreras semán-
ticas, técnicas e incluso organizativas 

se han resuelto en un alto grado. Sin 
embargo, la Directiva de firma sólo se 
había centrado en los aspectos relati-
vos a la firma electrónica, dejando de 

lado otros relativos a la identidad elec-
trónica, y por tanto, produciendo un 
limbo jurídico sobre los certificados 
electrónicos de identidad electrónica, »
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y por ende, sobre el reconocimiento 
legal de las identidades electrónicas a 
nivel europeo.

Avances
La Directiva de servicios del año 2006 
(123/ 2006), supone un punto de in-
flexión en el parón en el que se sumió 
Europa en los aspectos relativos a la 
firma y la identidad electrónica.

Esta Directiva persigue la libera-
lización de la prestación de servicios 
en el mercado interior europeo. Para 
ello, se obliga a los Estados miembros 
a la creación de unas ventanillas úni-
cas donde los proveedores de servi-
cios de cualquier país puedan acceder 
on-line a toda la información relativa 
a los trámites y requisitos adminis-
trativos que son necesarios realizar 
con las distintas administraciones 
involucradas, e incluso realizar di-
chos trámites de manera telemática 
(en España www.EUGO.es). En el 
artículo 8.3 de esta Directiva se indi-
ca que la Comisión adoptará normas 
de desarrollo con el fin de facilitar la 
interoperabilidad de los sistemas de 
información y la utilización de los 
procedimientos electrónicos entre 
los Estados miembros, teniendo en 
cuenta las normas comunes desarro-
lladas a escala comunitaria. La falta 
de interoperabilidad en la práctica de 
los mecanismos de identificación y 
firma electrónica, que son necesarios 
para que autónomos, empresas o par-
ticulares puedan acceder de manera 
segura a todo trámite administrativo 
electrónico en cualquier país, obligó 
a la Comisión Europea a utilizar el 
mecanismo de “comitología”, que se 
ha materializado en una serie de De-
cisiones Comunitarias para avanzar 
en aspectos concretos y relativos a la 
interoperabilidad de las firmas elec-
trónicas ante la falta de respuesta que 
ofrecía la Directiva. Las decisiones 

comunitarias 2009/ 767, 425/ 2010 
y 130/ 2011 sientan las bases para 
avanzar en una mayor interoperabi-
lidad en la firma electrónica y en la 
admisión de certificados electróni-
cos de otros estados miembros. 

Se regula,  por las autoridades 
competentes en materia de firma-e de  
cada Estado Miembro,  la emisión y 
firma de una lista de confianza de ser-
vicios de certificación reconocidos, o 
el establecimiento de unos formatos 
de firma de referencia e interopera-
bles. El objetivo es facilitar que las 
autoridades competentes admitan 
los documentos electrónicos relati-
vos a procedimientos asociados a la 
Directiva de servicios, siempre que 
vayan firmados con firma reconoci-
da o avanzada basada en certificados 
reconocidos. La Comisión Europea 
emite una relación de listas de cer-
tificados reconocidos que deben ser 
admitidos por los estados miembros 
en los trámites relativos a la Directiva 
de servicios.

Por otro lado, y desde el 2008, 
diversos proyectos o pilotos a gran 
escala cofinanciados por la Comi-
sión Europea a través del progra-
ma de competitividad e innovación 
(CIP) como STORK, PEPPOL, 
ePSOS o SPOCS han trabajado en 
diversos aspectos técnicos relativos a 
la interoperabilidad de la identidad 
electrónica, firma electrónica, do-
cumento electrónico o servicios de 
notificaciones telemáticas seguras, 
en algunos casos con gran acierto y 
buenos resultados como el anterior-
mente mencionado de STORK.

Por último,  entre los objetivos 
de  la agenda Digital para Europa 
aparece una revisión de la Directiva 
sobre la firma electrónica y de me-
didas legales para garantizar el reco-
nocimiento mutuo de la identidad 
electrónica.

Los aspectos 
relativos a 
la  identidad 
electrónica 
permitirán crear 
un entorno legal 
estable y claro 
para permitir 
interacciones 
electrónicas seguras 
y transparentes 
entre las empresas, 
ciudadanos y 
autoridades 
públicas
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El Plan de acción sobre adminis-
tración electrónica europea 2011-
2015, y las Conclusiones del Consejo 
recogen varias menciones  relativas a 
garantizar el reconocimiento mutuo 
de la identidad electrónica en toda la 
UE a través de las regulaciones per-
tinentes. Además, la hoja de ruta para 
la estabilidad y el crecimiento, des-
taca que esta medida es clave para el 
desarrollo de la economía digital. El 
reglamento es el último de doce ac-
ciones clave propuestas en el Acta del 
Mercado Único (véase IP/11/469).

	
Nuevo proyecto de reglamento
El reglamento se puede dividir en dos 
grandes áreas. La primera regula as-
pectos básicos para permitir el reco-
nocimiento de las identidades electró-
nicas pero sin definir, cómo cada país, 
debe emitirlas y generarlas ya que, por 
el principio, de subsidiaridad la Comi-
sión no tiene capacidad para regular 
estos aspectos. La segunda parte del 
reglamento crea un marco común para 
la prestación de servicios de confianza, 
base para las transacciones electró-
nicas seguras que luego detallaré. Se 
establecen los mecanismos de super-
visión y los instrumentos legales que se 
prevén para definir, posteriormente y 
con detalle, las normas y estándares que 
deberán cumplir dichos servicios para 
posibilitar que sean interoperables y 
seguros en el ámbito europeo, ya que 
son la base entre otros, de los servicios 
públicos transfronterizos electrónicos 
paneuropeos. Estos instrumentos po-
drán ser actos implementados, donde 
un comité compuesto por represen-
tantes de los estados y con capacidad 
de veto asiste a la Comisión Europea, 
o actos delegados, donde para ciertas 
materias y como consecuencia del tra-
tado de Lisboa, es la Comisión, de ma-
nera unilateral, la que decide y regula 
las materias.

Como resumen, el reglamento 
sienta las bases para crear un marco 
europeo de prestación de servicios 
electrónicos de confianza e interope-
rables, cuyas características técnicas 
y aspectos relativos a la interopera-
bilidad puedan ser reguladas poste-
riormente, y por tanto, con suficiente 
flexibilidad para que pueda abordar-
se a través de estos mecanismos y co-
mités técnicos toda la problemática 
tecnológica y la evolución que será 
necesaria abordar  a lo largo de los 
próximos años.

Los aspectos relativos a la  iden-
tidad electrónica permitirán crear 
un entorno legal estable y claro para 
permitir interacciones electrónicas 
seguras y transparentes entre las 
empresas, ciudadanos y autoridades 
públicas. Ello permitirá aumentar la 
eficacia de los servicios electrónicos  
públicos y privados, y el comercio 
electrónico en la UE.

Para la identidad electrónica, el 
reglamento proporciona mayor se-
guridad jurídica a través del meca-
nismo del reconocimiento mutuo 
y la obligación de que los Estados 
miembros acepten las identidades 
electrónicas nacionales que hayan 
sido oficialmente notificadas a la 
Comisión, sin obligar a ninguno de 
ellos a realizar dicha notificación o 
a la implantación de mecanismos de 
identidad electrónica en el caso de 
que no existan o no se tenga interés 
en su implementación. La propues-
ta, por tanto, respeta plenamente 
los sistemas existentes de identidad 
electrónica y las preferencias de los 
Estados miembros. 

Una vez que uno de ellos notifi-
que su deseo de adherirse al sistema 
pan-europeo, debe ofrecer el mismo 
acceso a los servicios públicos que 
los que brinda a sus propios ciuda-
danos, a través de los mecanismos de 

identidad electrónica notificados por 
los demás Estados Miembros. Ade-
más, obliga a los Estados Miembros 
a ofrecer un mecanismo gratuito y 
on-line para validar sus identidades 
electrónicas a los otros estados. Esto 
implica, por ejemplo, que el DNIe 
español se admitirá, desde el punto 
de vista legal, en cualquier servicio de 
administración electrónica de cual-
quier país europeo como mecanismo 
de identificación electrónico.

El reglamento señala que los MS 
deberán designar una autoridad res-
ponsable de la supervisión de los ser-
vicios de confianza que se establez-
can en el territorio europeo y prevé 
mecanismos de coordinación entre 
dichas autoridades para facilitar la 
supervisión transfronteriza.

Los proveedores de servicios de 
confianza, tanto reconocidos como 
no reconocidos, deben adoptar una 
serie de medidas de seguridad que 
serán reguladas posteriormente. Los 
reconocidos deberán presentar a la 
autoridad nacional un informe de 
auditoría de seguridad realizado por 
una entidad independiente de mane-
ra anual y, además, cumplir con una 
serie de normas y estándares que se 
regularán posteriormente a través de 
un proceso basado en la “comitolo-
gía” (implementing acts).

Asimismo, las autoridades nacio-
nales emitirán una lista de confian-
za con los prestadores reconocidos, 
siguiendo unas especificaciones téc-
nicas concretas que permitan el pro-
cesado de la información de manera 
automatizada.
Firma electrónica
Para la firma electrónica se siguen los 
mismos principios que en la antigua 
Directiva, estableciendo que la firma 
reconocida tiene el mismo efecto 
legal que la manuscrita, y que debe 
admitirse en cualquier estado, si bien »
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otro tipo de firmas como la avanza-
da basada en certificado reconocido 
podrán ser admitidas por los países.

Además, se establecen los requisi-
tos que deben cumplir los certifica-
dos reconocidos, no pudiendo impo-
ner los estados miembros requisitos 
adicionales, así como los que afectan 
a los dispositivos seguros de creación 
de firma, que deberán estar certifica-
dos por una autoridad pública o pri-
vada designada por el Estado, y ser 
notificados a la CE para su inclusión 
en una lista común europea. Asimis-
mo, se aclara que la firma electrónica 
solo está asociada a una persona fí-
sica. Las personas jurídicas como tal 
no tienen firma electrónica. Ésta se 
realizará a través de su representan-
te. Por tanto, parece que se invalidan 
ciertas formas de firma que se reali-
zan en España como la del certificado 

de persona jurídica.
Uno de los puntos importantes de 

la regulación es que posibilita la rea-
lización remota de firmas reconoci-
das, donde la custodia de las claves se 
delega a un tercero, por ejemplo un 
servicio de confianza que custodiará 
las claves en un HSM o dispositivo 
criptográfico, despejando las dudas 
que existían al respecto. Esto supon-
drá un impulso a los servicios de fir-
ma en movilidad a través por ejemplo 
de dispositivos móviles.

En éste área, además, el reglamen-
to establece los requisitos mínimos 
para validar una firma electrónica 
reconocida.

Otros servicios de confianza que 
contempla el documento son:
• Servicios de validación reconocidos de 
firmas reconocidas: se reconocen los 
servicios de validación de firmas tipo 

@firma, que por tanto estarán bajo 
la supervisión de los estados miem-
bros y que deberán cumplir con las 
normas técnicas y estándares que los 
actos implementados regulen poste-
riormente.
• Se regula la prestación de servicios re-
conocidos de preservación de firmas reco-
nocidas a lo largo del tiempo, que es 
uno de los que no estaba contempla-
dos en la Directiva.
• Servicios reconocidos de sello o compulsa 
electrónica, orientados exclusivamen-
te a personas jurídicas o autoridades 
competentes que expidan documen-
tos electrónicos, por ejemplo, de ma-
nera automatizada, y donde es nece-
sario dar fe de la autenticidad e inte-
gridad del documento y de la entidad 
legal que emite dicho documento. 
Este tipo de sellos se crearán con cer-
tificados reconocidos de sello, tal y 
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como existen en España, y deberá ser 
reconocidos en toda Europa. Si bien, 
hay que aclarar que no sustituyen a 
una firma de una persona jurídica, ya 
que ésta solo se puede realizar a tra-
vés de una persona física, como su re-
presentante. Por tanto, puede haber 
alguna diferencia de matiz entre los 
usos del certificado de sello en Espa-
ña, regulado en la Ley 11/ 2007 y en 
el RD 1671/ 2009 y el contemplado 
en el reglamento, pero en cualquier 
caso, supone el reconocimiento en 
Europa de los sellos electrónicos ya 
usados por las administraciones es-
pañolas. De la misma manera que 
con la firma, los sellos reconocidos 
se crearán a través de dispositivos se-
guros de sello electrónico, que serán 
básicamente dispositivos criptográ-
ficos como HSM.
• Servicios reconocidos de sellado 
de tiempo, como los que existen en 
diversos países como España. Estos 
sellados de tiempo se reconocerán en 
todos los países.
• Se regula la obligación de admitir 
documentos electrónicos, copias y 
compulsas electrónicas que tendrán 
todas las garantías legales, como si 
fueran documentos en papel, con lo 
cual el reglamento está alineado con 
la Ley 11/ 2007 y RD 1671/ 2009 en 
España.
• Servicios de notificaciones telemá-
ticas reconocidos, donde los datos 
notificados por autoridades compe-
tentes a través de estos sistemas serán 
admitidos, como evidencia legal, en 
cuanto a la integridad  que propor-
cionan y la exactitud de la fecha de 
emisión o recepción que aportan.
• Por último, se regulan los certifica-
dos reconocidos de servidor auten-
ticado para permtir la autenticación 
fehaciente de servicios web, equiva-
lente al certificado de sede en España 
regulado en la Ley 11/ 2007 y en el 

RD 1671/ 2009 para el ámbito pú-
blico.

Beneficiarios
Según la propia Comisión Europea, 
los principales beneficiarios de los 
diversos aspectos del Reglamento 
serán los siguientes:
• Los estudiantes que podrán matri-
cularse en una universidad extranje-
ra de manera electrónica, en lugar 
de tener que viajar al extranjero para 
completar el papeleo en persona. De 
hecho este tipo de servicios se ofre-
cen ya en STORK en fase piloto.
• Los ciudadanos que podrán mu-
darse a otro país de la UE y hacer 
los trámites electrónicos de cambio 
de domicilio. También ya disponible 
con STORK.
• Los pacientes que necesiten asis-
tencia médica en el extranjero, que 
podrán comprobar de forma segura 
o autorizar a un médico para acceder 
a sus registros médicos en línea.
• Las empresas podrían presentar 
ofertas en línea para los contratos 
del sector público en cualquier país 
de la UE. Podrían firmar, incluir una 
marca de tiempo y sellar sus ofertas 
electrónicamente, en lugar de la im-
presión y el envío de múltiples copias 
en papel y por correo.
• Las personas que deseen hacer ne-
gocios en otro país de la UE podrán 
crear una empresa, a través de Inter-
net, y presentar informes y declara-
ciones anuales electrónicamente con 
facilidad.
• Los gobiernos podrían reducir las 
cargas administrativas y aumentar la 
eficiencia, y ofrecer un mejor servicio 
a sus ciudadanos con el consiguiente 
ahorro de dinero de los contribuyen-
tes.

Por todo ello, este futuro regla-
mento facilitará la interoperabilidad 
de los servicios públicos electrónicos 

y de las transacciones electrónicas 
en general. Para España supone un 
impulso y reforzamiento a las políti-
cas reguladas en la Ley 11/ 2007, RD 
1671/2009, y en el Esquema Nacio-
nal de Interoperabilidad y seguridad, 
en relación a la prestación de servi-
cios públicos electrónicos.   

Miguel Álvarez
Manager de Programa de la Dirección 

General de Informática de la 
Comisión Europea
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Las grandes ciudades son polos de actividad económica, de desarrollo tecnológico y de posibilidades 
de negocio; por tanto, se producen flujos migratorios hacia ellas. Las personas buscan mejorar su 
manera de vivir y creen que es allí donde pueden conseguirlo. Este crecimiento poblacional trae 
consigo incrementos  en el consumo de recursos: agua, de energía; aumento en la emisión de gases 
etc. y, simultáneamente, el uso de los servicios públicos se complica con la correspondiente pérdida 
de calidad.

Ciudades inteligentes.
“Smart Cities” Parte I

Los gobiernos locales se plan-
tean  encontrar la solución 
que haga frente a estos proble-

mas sobrevenidos, y es la  utilización 
de las TIC   el medio o  instrumento 
para  hacer las transformaciones ne-
cesarias en la Ciudad y adaptarla a su 
nueva realidad. Se necesita una Ciu-
dad Inteligente, en la que: los ciuda-
danos sean colaborativos y “cuenten” 
por las  redes sociales lo que pasa en 
la ciudad; el Gobierno sea Abierto, 
transparente y participativo con los 
ciudadanos, que les informe en tiem-
po real, que preste los Servicios Pú-
blicos de manera eficiente, rápida  y 
con bajos costes; en la que los recur-
sos –energía, agua, medio ambiente 
etc.– se gestionen con eficiencia y de 
manera provechosa.

Para conseguir este fin desde una 
perspectiva holística –considerando 
la Ciudad como un todo– la integra-
ción de las TIC en todos los estadios 
vitales del ciudadano es indispensa-
ble, creándose unas Infraestructuras 
abiertas e Inteligentes –sujeto ac-
tivo– cuya tecnología en continuo 
desarrollo, para dar nuevos servicios, 
debe ser desarrollada por empresas 

comprometidas conscientemente 
con el futuro de la ciudad. Éstas de-
ben afrontar grandes retos tecnoló-
gicos, como  gestionar y transformar 
en conocimiento los grandes volú-
menes de información que se gene-
ran en tiempo real.

 En la Ciudad Inteligente, las má-
quinas “hablan “con las máquinas 
(M2M), los objetos que utilizamos 
cotidianamente se comunican en-
tre sí, por lo que se hace realidad el 
paradigma de “Internet de las Cosas 
“(IoT).

Las personas, el Gobierno Abier-
to, la Economía –empresas– y las 
Infraestructuras Inteligentes –TIC– 
son los sujetos activos de la ciudad 
Inteligente. O Fuerzas Habilitadoras 
como las llama en su informe anual 
de 2012 la consultora IDC.

El Centro de Predicción Econó-
mica de la Universidad Autónoma de 
Madrid estima que, para una ciudad 
de 1 millón de habitantes, si se consi-
dera la totalidad de servicios, estaría-
mos hablando de un presupuesto de 
700 M$ solo en dispositivos TIC.

La Ciudad Inteligente o Smart 
City debe ser, según los sociólogos 

y urbanistas del Foro de La Granja 
“convivencial”, integradora y social-
mente justa.

Tren del progreso
Una vez superado con éxito el efec-
to 2000  –ha transcurrido ya más de 
una década–, comenzó a percibirse 
en España la inquietud en algunos 
ayuntamientos por la utilización de 
las tecnologías de la información y las 
comunicaciones (TIC) para dar me-
jores servicios a los ciudadanos. 

Los de Villena, –pionero con su 
red de fibra óptica–, Catarroja, Mo-
lina de Segura, Jun (Granada) y muy 
pocos más,  habían incorporado la 
tecnología en algunos procesos de su 
gestión interna y en la  prestación de 
algún servicio público. Las Comuni-
dades  Valenciana y Navarra, princi-
palmente, también habían iniciado 
la apuesta por las TIC. Eran éstos, 
los primeros y tímidos pasos en los 
que era fácil equivocarse, pero inevi-
tables y necesarios como sucedería 
en cualquier empresa que se decida 
acometer un proyecto de similar. Se 
consideraron como imprescindibles 
y prioritarias dos actuaciones; la im-
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plantación de infraestructuras físicas 
de soporte –redes y equipamientos– 
y la formación de los ciudadanos para 
que comprendieran, se adaptasen y 
accediesen a las nuevas maneras de 
funcionar y trabajar. Suponía pedir el 
esfuerzo que todo cambio requiere, 
pero las prometidas  expectativas de 
coger el tren del progreso merecían 
la pena. 

Por su parte, en el año 2001, el 
extinto Ministerio de Ciencia y Tec-
nología diseñó, desarrolló y puso en 
marcha el Programa de Ciudades Di-
gitales, que se instrumentó mediante 

convenios de colaboración con todas 
las comunidades autónomas y, se 
formalizó la cofinanciación de pro-
yectos “considerados emblemáticos” 
para hacerlos realidad en ciudades, 
cabildos, mancomunidades etc., y 
con la clara idea, de que el objeto del 
proyecto –en cada sitio– tuviese una 
cierta singularidad. Las entidades 
locales en las que se ejecutaron los 
proyectos, eran parte de la cofinan-
ciación con cuantías inferiores.

Se consiguió la vertebración de las 
tres Administraciones Públicas con 
un objetivo común: era imprescindi-

ble en ese momento no dejar pasar 
la ocasión, interesarse por la tecno-
logía y su utilización. Se celebraron 
anualmente los Foros de Ciudades 
Digitales –a los que acudieron tam-
bién empresas del sector– y contaron 
con la participación de todas las co-
munidades autónomas que presen-
taron ponencias y compartieron sus 
proyectos e intercambiaron expe-
riencias etc. La iniciativa del Minis-
terio funcionó y, desde entonces, los 
ciudadanos, empresas e instituciones 
tomaron contacto y conciencia de 
la necesidad de aprender a utilizar »
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y comprender los elementos, herra-
mientas y productos derivados de las 
TIC.

Los años siguientes fueron de 
desarrollo tecnológico, en los que 
se produjo el comienzo de la pene-
tración capilar de la tecnología en 
todos los ámbitos de las vidas de las 
personas, que se convierten en usua-
rios de las TIC, dependientes de las 
comodidades y ventajas –calidad de 
vida– que les proporcionan. En de-
finitiva, las TIC se convierten en  
imprescindibles compañeras de via-
je, tanto  como herramientas de tra-
bajo, como en la actividad cotidiana 
de todo orden, en las que se incluyen 
con fuerza las relaciones  sociales. 

Los ayuntamientos y demás en-
tidades locales –las diputaciones 
dan servicio a los pequeños munici-
pios– incorporan decididamente las 
tecnologías, tanto en sus procesos de 
gestión interna como en la creciente 
prestación de servicios a los ciudada-
nos, que en muchos casos –por el in-
evitable efecto de proximidad– asu-
men, aunque pudiesen no estar con-
cretados en la esfera de sus compe-
tencias. Pero la realidad les empuja, 
y de entrada, tienen que afrontarlos. 
Las empresas locales comienzan a 
relacionarse con sus ayuntamientos 
más cómoda y eficazmente pues ya 
existen medios para hacerlo. Las re-
laciones en la arquitectura funcional 
Administración –Ciudadano – Em-
presa– pierden pereza y ganan agili-
dad y eficacia.

Actualmente en Europa, y con  la 
“crisis del ladrillo”, el desarrollo tec-
nológico TIC ha obligado a que sus 
productos, aplicaciones y dispositivos 
se posicionen inevitablemente junto 
a los ciudadanos como herramientas 
eficientes en toda su actividad global; 
y de  relación y aprovechamiento de 
su entorno vital. La calidad de vida 

del ciudadano está unida, insepara-
blemente, a su implicación vital con 
la tecnología. Las TIC aportan a 
todo el universo de la persona, tanto 
la eficiencia de su actividad, como la 
ampliación de su campo de capaci-
dades .Se ha comenzado ya a hablar 
de “Smart Cities” , “Ciudades Inte-
ligentes” o “Ciudades Eficientes” 
.Los ayuntamientos –que gestionan 
la proximidad de los ciudadanos– lo 
han comprendido claramente, y en 
sus organigramas de competencias 
administrativas, están concretadas 
las Concejalías cuyos titulares han 
entrado decididamente, y creo que 
con entusiasmo en la mayoría de los 
casos, en conseguir que su Ciudad sea 
Inteligente.

En el momento actual, según los 
expertos, la situación de España es la 
siguiente: “Pese a los esfuerzos reali-
zados por los distintos ayuntamien-
tos y las políticas europeas, España 
debe todavía recoger los beneficios 
del importante desarrollo del con-
cepto de ciudad inteligente. Esto es 
debido a que el marco de trabajo de 
una ciudad inteligente no es exclusi-
vo de los organismos públicos, sino 
que requiere de la participación de 
entidades privadas y de cierta ma-
durez social”,  según declara Rafael 
Achaerandio, director de Análisis de 
IDC Iberia.

Smart City: la solución
Analizando los datos que propor-
ciona el Informe anual de 2012 de 
Telefónica sobre las Smart Cities, no 
es difícil llegar a la conclusión que su 
formación o construcción es ya una 
necesidad, pues forman parte impor-
tante de la solución a un problema 
que se nos viene encima, y que tene-
mos que afrontar y evitar para que se 
nos complique más la vida. Y debe-
mos aprovechar el gran esfuerzo, así 

como las inversiones a realizar, para 
conseguir mejorar nuestra calidad de 
vida.

El siglo XXI está llamado a ser el 
siglo de las ciudades. Ya en julio de 
2007, la población urbana sobrepa-
só a la población rural en el mundo. 
Además, se prevé que esta propor-
ción se incremente notablemente en 
los próximos años, hasta el punto de 
que, según algunas previsiones, en el 
año 2050 prácticamente el 70% de 
la población mundial será urbana y 
muchas de las ciudades contarán con 
más de diez millones de habitantes.

Las ciudades tienen un gran im-
pacto en el desarrollo económico; 
son los grandes focos de consumo 
energético y social de las naciones. 
Son verdaderas plataformas don-
de las personas viven y trabajan, las 
empresas desarrollan su actividad y, 
en el marco de las cuales, se prestan 
numerosos servicios. 

Se estima que en 2025, solo en 
China, habrá 221 ciudades que supe-
ren el millón de personas, mientras 
que Europa tiene en la actualidad 
35.

Esta mitad de la población mun-
dial que reside en ciudades hoy, 
genera alrededor del 80% del PIB 
mundial. En concreto, 600 ciuda-
des en el mundo, que albergan una 
quinta parte de la población, generan 
el 60% del PIB mundial. Las previ-
siones apuntan a que, los espacios 
urbanos, serán densos y tendrán que 
afrontar muchos problemas relativos 
a la gestión de recursos escasos, a la 
provisión de servicios públicos, a la 
gestión de la información, de la mo-
vilidad urbana y del tráfico, así como 
a la eficiencia energética y, en gene-
ral, a la sostenibilidad. 

En este contexto, las ciudades se-
guirán transformándose en ecosiste-
mas cada vez más complejos, donde 
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se incrementarán las necesidades 
energéticas, se efectuarán millones 
de transacciones al día, en las que se 
proporcionarán una gran variedad de 
bienes y servicios, al mismo tiempo 
que se generará una gran cantidad 
de polución y de residuos urbanos. 
En paralelo, el perfil de las personas 
que vivirán en ellas también seguirá 
evolucionando, siendo cada vez más 
formado, saludable y exigente con su 
entorno, por lo que se reclamarán 
mejoras en la calidad de vida.

Para hacerse una idea de la gran 
actividad que se desarrolla en las ciu-
dades, se estima que, en la actualidad, 
las ciudades consumen el 75% de los 
recursos y de la energía mundial y 
que generan el 80% de los gases res-
ponsables del efecto invernadero, 
ocupando tan sólo el 2% del territo-
rio mundial.

Con estos datos en la mano, tene-
mos que aspirar a mejorar la calidad 
de vida de los ciudadanos  haciendo 
frente, simultáneamente, a la resolu-
ción de los problemas que el creci-
miento masivo de la población plan-
tea. 

Tenemos que transferir inteligen-
cia a las Infraestructuras, haciéndolas 
partícipes activas del sistema dinámi-
co que debemos rediseñar, para lo-
grar que sea operativo, más confor-
table, sostenible y rentable económi-
camente. Así, por este camino, vamos 
en busca de la Ciudad Inteligente o 
Smart City.

Es importante señalar que, apos-
tar por la implantación de Smart City 
–proyecto que no se agota y en con-
tinua mejora– es adquirir un com-
promiso firme y sin equívocos, que 
tiene un futuro cierto pero sin meta 
–ya que la tecnología no lo tiene– y, 
por tanto, es imprescindible plantear 
desde el inicio la existencia de in-
fraestructuras flexibles, que puedan 

crecer sin provocar traumas, pues ni 
siquiera se imaginan, en el momento 
del despliegue, los nuevos servicios 
avanzados que han de prestarse a 
los ciudadanos, ni los nuevos modos 
de participación de éstos, pero que 
siempre irán perfeccionando y com-
pletando la oferta anterior. 

Haciendo una aproximación para 
acercarnos al “día a día” se han reali-
zado mediciones de ahorro Haciendo 
una aproximación para acercarnos al 
“día a día “se han realizado medicio-
nes de ahorro –por el Ayuntamiento 
de Málaga que desarrolla el proyecto 
Smart City Málaga Haciendo una 
aproximación para acercarnos al “día 
a día “se han realizado mediciones de 
ahorro –por el Ayuntamiento de Má-
laga que desarrolla el proyecto Smart 
City Málaga- obteniendo datos tales 
como, que se ha reducido el  consu-
mo de energía eléctrica en un 10%; el 
de agua de riego de parques y jardines 
un 15% o las emisiones de CO2 a la 
atmósfera en un 17%.

La sostenibilidad económica de la 
Ciudad Inteligente ha de ser el pun-
to de partida indiscutible, por lo que 
hay que medir y valorar fehaciente-
mente esta cuestión. No puede haber 
sorpresas.   

FUENTES DE INFORMACIÓN

• Informe Smart Cities 2012 Telefó-
nica 2012. Papeles Telefónica I+D y 
fundación telefónica
• Informe IDC 012.
• Revista Socinfo.
• CEPREDE-Universidad autóno-
ma de Madrid.
• Revista Computing.
• Wwww.samartsantander.eu
• Wikipedia e Internet.
• Foro de La Granja.
• Ingenia S.A.
• Smart City Málaga
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JUAN BERLANGA BERMEJO
SERVICE DELIVERY MANAGER DE SECTOR PÚBLICO DE T-SYSTEMS

El papel transformador de las TIC
en la Administración Pública

En situaciones de fuertes ajus-
tes económicos, como la que 
actualmente estamos vivien-

do los países occidentales, es cuando 
se demandan más cambios estructu-
rales para optimizar y transformar 
los paradigmas obsoletos. Y las Ad-
ministraciones Públicas no son una 
excepción. En un entorno económi-
co desfavorable, como el actual, las 
Administraciones Públicas buscan 
optimizar sus recursos existentes 
apoyándose en la tecnología y las 
herramientas para conseguir lo que 
en un principio parece una quimera: 
hacer más con menos. O lo que en 
la Administración Pública sería dar 
más servicios rebajando costes.

En el campo de la Administración 
Pública, las TIC han jugado, juegan 
y, en un futuro, jugarán un papel 
muy importante, modernizando y 
transformando un sector que, histó-
ricamente, ha sido reacio a grandes 
cambios, así como desarrollando una 
comunicación más ágil y fluida entre 
el ciudadano y la Administración.

La transformación y simplifica-
ción de los procesos de negocio y la 

dotación de las herramientas ade-
cuadas a la nueva organización pasa 
por la transversalización de procesos, 
simplificando  y homogeneizando 
soluciones similares a problemas co-
munes. La simplificación propuesta 
consiste en reformar normas, proce-
dimientos, mecanismos, y en defini-
tiva, lo que lleva el 90% del tiempo y 
del trabajo en las Administraciones, 
para, aplicando las TIC, hacerlas más 
ágiles y eficientes para sí mismas y, lo 
que es más importante, para los ciu-
dadanos. 

Y, puestos a transformar, es muy 
importante que en la simplificación 
se atienda a criterios economicistas 
tanto desde el punto de vista de la 
Administración como desde la óp-
tica del ciudadano, facilitándole su 
relación, los trámites necesarios, los 
plazos y la documentación que de-
ban adjuntar a la Administración. Es 
innegable el valor añadido que tiene 
la simplificación para transmitir, por 
parte de la Administración Pública, 
seguridad y confianza al ciudadano.

Finalmente, remarcar que la me-
jora y la transformación se obtendrán 

desde la racionalización y la remode-
lación de los procesos que, junto con 
nuevas herramientas TIC, ayudarán 
a  la optimización de recursos y la me-
jora de servicios para el ciudadano.  
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ALEJANDRO GIMÉNEZ
CHIEF TECHNOLOGY OFFICER PARA ESPAÑA DE EMC

La evolución de las distintas administraciones hacia modelos de administración electrónica origina 
nuevos retos, especialmente alrededor de la disponibilidad de un servicio de calidad al ciudadano 
las 24 horas al día. En esta línea, se está exigiendo a sus organizaciones de TI optimizar la puesta 
en marcha de nuevos servicios o aplicaciones, en un entorno  en el que las AAPP no disponen de 
capítulos de inversión a corto y medio plazo para sustentar los necesarios cambios.   

Federar, no solo consolidar

Según Forrester, aproximada-
mente tres cuartas partes del 
presupuesto de los CPDs se 

emplean en mantener los sistemas 
en funcionamiento, lo que quiere 
decir que sólo una cuarta parte de 
los esfuerzos se dedican a proyectos 
estratégicos  que permitan a las ad-
ministraciones evolucionar de acuer-
do con los requerimientos de la ley 

de Administración electrónica. Ese 
25% restante, que está directamente 
asociado a la innovación y es la piedra 
angular de las inversiones estratégi-
cas en TI,  es precisamente el capítu-
lo donde los presupuestos sufren una 
mayor presión. 

Sin embargo, si bien los capítu-
los de inversión son reducidísimos, 
el gasto sigue siendo significativo, 

lo que en una primera reflexión re-
comendaría incentivar medidas que 
posibiliten la transformación del gas-
to y la gestión del presupuesto.  Por 
ejemplo, transfiriendo  los ahorros en 
electricidad hacia la inversión, e in-
cluso, moviendo presupuesto  entre 
capítulos si el ahorro neto es signi-
ficativo. »
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Estas premisas favorecen proyec-
tos  de tipo  “invertir para ahorrar”, 
en el que los esfuerzos de consolida-
ción se ven complementados con la 
necesidad de colaboración y compar-
tición como piezas clave en el cami-
no de hacer más con menos. Conso-
lidación de sistemas, compartición 
de infraestructuras, colaboración 
de servicios y capacidades ofrecidos 
para consumo de los organismos que 
lo necesiten. 

La virtualización en los CPDs 
ya nos ha mostrado como consoli-
daciones de sistemas n: 1 son facti-
bles, y esta primera trasformación se 
ha convertido en un factor de éxito 
de las organizaciones. Los mayores 
logros de estos proyectos están re-
lacionados con ahorros en la factura 
de Hardware, Software y Comunica-
ciones. Ahora, otros nuevos como los 
relacionados con la transparencia de 
las administraciones pueden poner a 
prueba los recursos de los que dispo-
nemos, y requerir nuevos grados de 
escalabilidad que harán evolucionar 
el CPD cada vez más virtualizado ha-
cia arquitecturas en nube. 

El Cloud Computing es la pro-
mesa de una  TI más ágil y flexible, 
tecnología de información virtual y 
compartida entre organizaciones,  
que se consume y se aprovisiona bajo 
demanda, como un servicio capaz de 
ser medido y que se factura como 
tal. 

Para hacer realidad estos bene-
ficios, se necesitan infraestructuras 
capaces de albergar diversas cargas 
de trabajo, aplicaciones de perfiles 
distintos. Este es un cambio sustan-
cial frente al concepto anterior de 
infraestructuras dedicadas a apoyar a 
un único entorno de aplicación.  Du-
rante esta fase, el concepto de infra-
estructura convergente se convierte 
en un catalizador de la transforma-

ción, infraestructuras que incluyen 
computación, almacenamiento y red 
diseñadas para permitir el viaje a la 
nube en un óptimo equilibrio entre 
velocidad de despliegue, seguridad y 
costes.  

Un entorno auténtico de nube es 
una infraestructura donde los recur-
sos se pueden implantar, provisionar 
y consumir sin la interrupción del 
servicio, y con auténtica elasticidad, 
o sea con la capacidad de expansión 
o contracción de las cargas de tra-
bajo basadas en las necesidades del 
servicio. En la construcción de estos 
entornos resulta fundamental mini-
mizar el impacto de las inversiones 
iniciales, lo que requiere integrar las 
infraestructuras existentes, de forma 
que no sólo se reaprovechen inver-
siones realizadas anteriormente, sino 
que se proporcione una mayor con-
sistencia al entorno resultante. 

Otro punto clave  es la capacidad 
de provisionar dichas infraestructu-
ras como un autoservicio, lo que per-
mite proporcionar servicio simultá-
neamente a distintas organizaciones, 
departamentos o agencias, sin afectar 
a su organización  que se comporta de 
forma autónoma. 

En cuanto a la seguridad  y dispo-
nibilidad de los datos, el modelo de 
nube privada permite mantener los 
mismos o mejores niveles de seguri-
dad que aquellos que pueden encon-
trarse actualmente en el CPD, así 
como acordar y controlar la calidad 
de servicios, tales como el ancho de 
banda, espacio de almacenamiento, 
capacidad de proceso, etc. 

Federación de CPDs
En este camino hacia la nube, la prio-
ridad ha de dirigirse ahora a mejorar 
la eficiencia de la infraestructura exis-
tente, dado que las organizaciones se 
ven en la necesidad de mantener más 

La automatización 
que la Federación 
ofrece  permite 
reducir los 
esfuerzos de 
administración 
y gestión, lo que 
se traduce en una 
mayor escalabilidad 
de los recursos 
actuales, junto con 
una reducción de 
los posibles errores 
operativos
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sistemas con menos recursos.  Esto 
requiere una nueva aproximación 
hacia la compartición y la gestión, no 
sólo entre distintos sistemas dentro 
del mismo CPD, sino incluso entre 
distintos Centros de Proceso, depar-
tamentos u organizaciones. Y es aquí 
donde aparece el concepto de Fede-
ración de CPDs. 

La Federación de CPDs, permi-
te contener la misma información 
y los mismos servicios en dos o más 
localizaciones físicas, coordinados y 
accesibles de forma simultánea. No 
se trata sólo de la tradicional repli-
cación remota  de los datos, sino que 
la clave se encuentra en que puedan 
ser utilizados de forma simultánea 
en ambos centros, dando respuesta a 
distintos objetivos estratégicos.

Se incrementa la disponibilidad 
de los servicios, ya que la federación 
de centros permite proteger frente a 
fallos manteniendo las aplicaciones 
online, proporcionando un servicio 
ininterrumpido para las aplicaciones 
más críticas, de forma automática, sin 
intervención manual. Esta continui-
dad del servicio puede mantenerse  
incluso ante eventos de gran magni-
tud, como la pérdida de cualquiera de 
los centros de proceso federados. La 
diferencia con los tradicionales pro-
cedimientos de recuperación ante 
desastres consiste en que el desastre, 
virtualmente, no llega a producirse 
nunca.   

Este esquema permite, que una 
organización, pueda tener sus servi-
cios configurados en alta disponibili-
dad federados con otra del mismo o 
distinto tamaño, o que  una agencia 
se constituya en proveedora de ser-
vicios de alta disponibilidad para un 
conjunto de entidades menores. 

La federación optimiza la utili-
zación de los activos. El esquema de 
infraestructuras pasivas de respaldo 

tiene unos costes elevados, con acti-
vos infrautilizados y costosa operati-
va, y suele ser inviable en el caso de 
agencias de menor tamaño o presu-
puesto.  En los centros de procesos 
federados, todas las infraestructuras 
son activas y productivas.  

Permite realizar las operaciones de 
mantenimiento tales como interven-
ciones eléctricas, aire acondicionado, 
etc. sin interrumpir la producción, y 
por lo tanto, en horario de oficina. 
Esto incrementa  la disponibilidad 
propia del centro de datos  y reduce 
los costes asociados a intervenciones 
fuera de hora. 

Mejora la calidad de servicio al 
acercar el dato al usuario, permi-
tiendo bascular en línea uno, varios 
o todos los servicios hacia el centro 
de proceso federado en casos de sa-
turación, problemas en las comuni-
caciones, o baja calidad de servicio 
en general, sin interrupciones en 
las aplicaciones o impacto sobre los 
usuarios. 

La automatización que la Federa-
ción ofrece  permite reducir los es-
fuerzos de administración y gestión, 
lo que se traduce en una mayor es-
calabilidad de los recursos actuales, 
junto con una reducción de los posi-
bles errores operativos.

La Federación de CPDs habilita, 
por tanto, la reubicación de datos, 
aplicaciones y servicios para prote-
ger frente a un desastre, balancear y 
rentabilizar los recursos disponibles, 
gestionarlos, o impulsar la colabora-
ción entre centros o departamentos. 
Favorece una mayor cohesión de 
las organizaciones, al mostrar una 
visión única del entorno federado 
resultante. A la vez, permite obtener 
estos beneficios de forma inmediata, 
tanto con la reutilización de la infra-
estructura heredada, como con una 
i de nube avanzada, extendiendo la 

nube privada hacia otros Centros de 
Proceso de Datos.  

En definitiva, la Federación de 
CPDs es una inversión estratégica, 
capaz de adaptarse a los distintos ni-
veles de desarrollo o evolución futu-
ra de diferentes organizaciones, cuya 
implantación no requiere de grandes 
inversiones iniciales, sino que  puede 
llevarse a cabo de un modo colabo-
rativo e incremental. Minimiza la 
disyuntiva  entre ahorro o mejora en 
la calidad de los servicios, ya que per-
mite liderar el desarrollo tecnológi-
co, la transformación de los procesos 
en los que se basan nuestros servicios, 
y la colaboración incrementando la 
eficiencia. 

La integración de estos paráme-
tros económicos, cualitativos y socia-
les favorece a las administraciones la 
definición de una auténtica estrate-
gia orientada al éxito, en la que la ad-
ministración electrónica forma parte 
de la respuesta a la crisis económica. 
Para ello, las administraciones nece-
sitan contar con socios tecnológicos 
que no se limiten a la condición de 
meros proveedores, sino que se com-
prometan en alcanzar los ambiciosos 
objetivos de ahorro, seguridad y ges-
tión anteriormente descritos.   

Alejandro Giménez
Chief Technology Officer para España 

de EMC
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La Ley 11/2007, de 22 de Junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos, 
cumple cinco años. La Junta Directiva actual somos, en su mayoría, hijos de esta Ley,  integrantes de 
esas promociones que entramos en una Administración obligada a satisfacer el derecho ciudadano a 
la elección de canal, promociones que constituyen en la actualidad una tercera parte de ASTIC  

monográfico coordinado por: 

emilio garcía

PRESIDENTE DE ASTIC

Ley 11/2007
de acceso electrónico de los 
ciudadanos a los Servicios 
Públicos

Ha sido por ello un reflejo 
natural, que en el primer 
Boletic bajo nuestra res-

ponsabilidad, incorporáramos un 
monográfico sobre la ley nacional de 
Administración Electrónica.

La Ley 11/2007 es, para nosotros, 
sinónimo de noches de insomnio 
memorizando todos y cada uno de 
los apartados de su artículo 6. Pero 
también es admirar la capacidad de 
un Ministro como Jordi Sevilla para 
alcanzar un gran pacto nacional, una 
ley que fue apoyada por todas las 
fuerzas parlamentarias y que tuvo en 
su desarrollo como actores a sociedad 
civil e industria. En la articulación 
del consenso que tuvo como resulta-
do la Ley 11/2007, participó también 
como asesor parlamentario del Parti-
do Popular el actual Director Gene-
ral de Red.es, Borja Adsuara. Es por 
ello para nosotros un privilegio que 
las firmas de ambos figuren entre las 
que componen este monográfico. 

La Ley 11/2007 ha sido parte en 
estos años de nuestro trabajo cotidia-
no. Algunos de nosotros, desarrollan-
do sus previsiones reglamentarias; 
otros implementando sus mandatos 
y construyendo las sedes electróni-
cas; todos, difundiendo los esfuerzos 
realizados en eventos internos y ex-
ternos a nuestras organizaciones o 
en foros internacionales. En el día a 
día de nuestro trabajo han estado los 
máximos responsables del desarrollo 
de la Ley y el reporte del estado de 
su cumplimiento. Todos ellos, los 
sucesivos Directores Generales res-
ponsables del Impulso de la Adminis-
tración Electrónica, también están 
presentes en este monográfico.

Aunque el esfuerzo realizado 
ha sido mucho, el efectivo cumpli-
miento de la Ley está aún por lle-
gar. Nuestros servicios aun han de 
mejorar y ser accesibles para todos, 
en el desarrollo de la última milla 
(la administración electrónica local) 

queda todavía camino por recorrer 
y hemos de evolucionar los servicios 
existentes hacia los nuevos paradig-
mas surgidos desde entonces (Redes 
Sociales, movilidad,…) Todo ello nos 
permitirá superar la última frontera, 
el incremento del uso de la Adminis-
tración Electrónica hasta hacer de 
ella el método prevalente de relación 
entre Administración y Sociedad. 
Ello no es un objetivo caprichoso, es 
una necesidad para hacer más soste-
nible el servicio público, para que la 
Administración Electrónica sea real-
mente parte de la respuesta a la crisis 
económica en que nos encontramos 
inmersos.   
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Bits que 
transforman
por jordi sevilla

No tardaron mucho los ex-
pertos en convencerme de 
que si quería contribuir a 

modernizar la administración tenía 
que basarme en el uso ordenado, sis-
temático y generalizado de las nuevas 
tecnologías de la información. Por 
ejemplo, para hacer posible dos vie-
jos sueños perseguidos por todos mis 
antecesores: que la administración no 
pidiera a los ciudadanos información 
que ella misma tenía y, por otra parte, 
conformar una administración única 
frente al ciudadano, que solo podía 
ser una e-administración. Cuando 
explico, todavía hoy, estos dos ob-
jetivos ante un público de usuarios 
de las administraciones, se produce 
siempre un sentimiento de malestar 
ya que estamos tan acostumbrados a 
tener que ser nosotros quienes solici-
temos una partida de nacimiento para 
poder renovar el pasaporte, o a hacer 
cola en una ventanilla municipal para 
obtener un certificado de residencia 
que necesitamos para otro trámite 
en otra ventanilla de una Consejería 
autonómica, que nos parece normal. 
Pero cuando descubrimos que no tie-
ne por qué ser así, que si se utilizaran 
bien las nuevas tecnologías tendrían 
que ser los bits los que corrieran por 
la red, en lugar de nosotros de ven-
tanilla en ventanilla, nos enfadamos 
con quienes nos obligan, de manera 

innecesaria, a perder una parte tan 
importante de nuestro tiempo y pa-
ciencia realizando trámites que hoy, 
en sentido estricto, podrían evitarse.

De ahí partió el impulso original 
de la Ley 11/2007. Una Ley, además, 
plenamente conforme con lo que fue 
mi convicción de que si quieres hacer 
un reforma profunda de la adminis-
tración, primero, no debes anunciar-
lo demasiado alto, para evitar que las 
fuerzas de la resistencia se movilicen 

en contra, y segundo, tienes que pro-
vocar saltos cualitativos, pequeños en 
apariencia, pero que como bolas de 
nieve echen a rodar y crezcan de ma-
nera imparable provocando trans-
formaciones en cadena en la manera 
de ser, de organizarse y actuar las ad-
ministraciones. 

Para que las administraciones no 
pidan al ciudadano información que 
ellas tienen, han de reformar muchas 
cosas en su manera de trabajar, sin 
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que sean las menores dos esenciales: 
que sea posible, cosa que las nuevas 
tecnologías permite pero las leyes 
pre existentes no, y que tengan un 
sentido de unidad, un nosotros, que 
las haga sentirse como algo propio 
frente a los administrados, cuando 
lo que predomina es demasiado mi-
nisterios, cada uno con sus unidades 
de tecnología y poca administración 
trabajando junta: el funcionario de 
interior que gestiona el pasaporte 
siente, porque así se lo estipulan los 

usos y costumbres cuando no las le-
yes, que no tiene nada que ver con el 
funcionario del Registro que emite 
los certificados de nacimiento, pero 
para el ciudadano, ambos forman 
parte de la misma empresa.

Y lo mismo se puede decir de las 
tres administraciones, central, auto-
nómica y local, separadas por unas 
leyes, pero parte de la misma unidad 
para un ciudadano que no tiene por 
qué distinguir entre unas y otras a la 
hora de hacer trámites administra-
tivos que le son exigidos. Ese fue el 
sentido de los “portales 060” que se 
crearon para propiciar que los ciuda-
danos tuvieran una entrada “única” 
al conjunto de las administraciones 
que se comprometían a ir ponien-
do en común, cada vez más, proce-
dimientos a través de dicho acceso 
multicanal.

La decisión, por tanto, de impul-
sar una ley de administración elec-
trónica era mucho más que hacer lo 
mismo de siempre, pero por internet, 
que queda más moderno. La idea 
subyacente era utilizar la palanca 
ofrecida por los avances en las nuevas 
tecnologías como excusa para provo-
car profundas transformaciones mo-
dernizadoras en las administraciones 
públicas.

Tampoco fue un salto en el vacío. 
Raramente las cosas innovadoras son 
totalmente disruptivas y, casi siem-
pre, se construye sobre lo hecho, 
en este caso, sobre tres pilares: uno, 
las leyes 30/92 de Régimen jurídico 
y de procedimiento administrati-
vo común, así como la ley 24/2001 
que ya establecían, por ejemplo, los 
registros telemáticos. Segundo pilar, 
el desarrollo logrado por la Agencia 
Tributaria, la Seguridad Social o el 
catastro en la utilización de las nue-
vas tecnologías que las convertían en 
auténticas “islas de modernidad” en 

el mar de nuestras administraciones 
públicas y, como tercer pilar, el DNI 
electrónico o, mejor dicho, mi frus-
tración ante el DNI electrónico, que 
tengo el tercero emitido en España.

Recuerdo que, cuando tomé pose-
sión, el proyecto de DNI electrónico 
estaba tan desarrollado, como blo-
queado, en una de sus últimas etapas 
sin que, de momento, pareciera po-
sible avanzar. Cuando conseguimos 
desbloquearlo (el cómo, no lo contaré 
aquí) y por fin parecía que el camino 
estaba diáfano para su implantación 
progresiva, se me ocurrió plantear 
algo obvio, al menos para un profano 
en tecnología: ya que íbamos a emitir 
un documento identificativo dotado 
de un potente microchip, ¿por qué 
no aprovechábamos para que fuera, 
además de DNI, con firma electró-
nica, pasaporte, carnet de conducir y 
tarjeta sanitaria, todo en uno? Como 
quiera que de la respuesta obtenida 
solo saqué en claro que si me empe-
ñaba en ello, se volvería a bloquear el 
proyecto, tuve que conformarme con 
el actual DNI, que sigo considerando 
una herramienta que puede ser mu-
cho más poderosa que aquello para lo 
que lo usamos. 

La Ley 11/2007 introduce, sin 
embargo, dos importantes cambios 
cualitativos sobre todo lo preceden-
te: primero, reconoce el derecho de 
los ciudadanos a relacionarse con las 
administraciones públicas por me-
dios electrónicos y, segundo, obliga 
a las administraciones que “deberán” 
utilizar las tecnologías de la informa-
ción frente al anterior, “podrán” uti-
lizar. En un caso, el poder de decisión 
se transfiere al ciudadano, en el otro, 
lo retiene la administración.

Se inscribe, por tanto, en la co-
rriente doctrinal que defiende el 
buen gobierno, el ser gobernado de 
la mejor manera posible, como un 

La Ley 11/2007 
introduce dos 
importantes 
cambios: reconoce 
el derecho de 
los ciudadanos a 
relacionarse con las 
administraciones 
públicas por 
medios electrónicos 
y obliga a las 
administraciones 
a utilizar las 
tecnologías de la 
información
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derecho de ciudadanía. Hacerlo bien 
desde las administraciones públicas, 
gestionar lo colectivo de la mejor ma-
nera posible, utilizando todo aquello 
que permite la evolución de las cosas, 
incluyendo las nuevas tecnologías, 
no sería algo potestativo de los que 
mandan, sino un derecho de los ciu-
dadanos y, por tanto, una obligación 
para quienes ostentan la dirección de 
los poderes públicos. 

Tal concepción de las cosas re-
presenta una profundización de la 
democracia que devuelve el poder 
de decidir a los ciudadanos, restrin-
giendo la capacidad arbitraria de los 
servidores públicos. Ahora, es el ciu-
dadano quien decide cómo, cuándo y 
desde donde, establece una relación o 
un trámite con unas administraciones 
públicas que pueden estar “abiertas” 
24 horas al día, 365 días al año. Incor-
porar, además la capacidad reconoci-
da al ciudadano de controlar telemá-
ticamente el proceso, se inscribe en 
la misma lógica de transparencia y de 
control que, en otro ámbito, me llevó 
a aprobar el Código de Buen Gobier-
no del Gobierno, el capítulo de De-
rechos y Deberes de los Empleados 
Públicos en el Estatuto Básico, o en la 
Ley de Agencias a crear la Agencia de 
Evaluación de políticas públicas.

Este derecho ciudadano tiene el 
correlato necesario de que para la 
administración ya no es optativo ha-
cerlo, sino que se convierte en obli-
gatorio y a fecha fija. En este punto, 
varios Consejeros autonómicos con 
los que traté la Ley, me animaron a 
sacarla, ya que contemplaban, con 
espanto, la posibilidad de que se pu-
dieran ir adoptando decisiones sobre 
la materia en cada uno de las admi-
nistraciones sin que fuera posible, al 
final, que los posibles dieciocho sis-
temas informáticos “se entendieran” 
adecuadamente. 

Mucha gente sensata me pronosti-
có un descarrilamiento en el camino 
de la ley ya que, pese a sus evidentes 
virtudes, nos enfrentábamos a dema-
siados intereses juntos: desde los po-
derosos grupos constituidos en cada 
ministerio o en cada comunidad au-
tónoma o ayuntamiento grande, cada 
uno con “su” solución informática, 
hasta el problema del llamado “soft-
ware libre” o la dificultad objetiva de 
establecer una pasarela de pagos o un 
registro electrónico con valor jurídi-
co suficiente. 

Esa es la explicación del por qué, 
después de mucho pensarlo, adopté 
tres decisiones, aparentemente muy 
diferentes, pero que deben de enten-
derse como respuesta a los temores 
de que, al final, la ley quedara varada 
en alguno de los muchos recovecos 
en que puede encallar durante me-
ses una ley: no ir hasta el final con 
la Ley en el sentido de que la rela-
ción telemática entre ciudadanos y 
administraciones fuera una más de 
las posibles, como quedó, en lugar 
de la “única” posible que estuve ba-
rajando durante un tiempo para dar, 
de verdad, un salto definitivo aunque 
con un período transitorio más largo. 
Segunda decisión, un deseo explíci-
to de conseguir un amplio consenso 
político entorno a la ley, incluyendo 
el apoyo del principal partido de la 
oposición, cosa que se consiguió en 
el último momento, pero se consi-
guió. Tercera, constituir un amplio y 
variado Consejo Asesor donde con-
fluyeran los principales intereses en 
juego, incluyendo los empresariales, 
para dirimirlos en público e intentar 
transformarlos en apoyos a la ley, 
cosa que también se consiguió. 

Quiero aprovechar esta ocasión 
para reconocer, de forma explícita, la 
tremenda ayuda que el proyecto de 
ley de la administración electrónica 

tuvo, desde el principio, de muchos 
funcionarios expertos. Pero, desde 
luego, no hubiera sido posible sin la 
generosa colaboración de la Agencia 
Tributaria y de la Seguridad Social 
que pusieron a nuestro servicio todo 
el saber y la experiencia que les re-
portaba los años de ventaja que en la 
materia, nos llevaban al resto de la 
administración.

La Ley 11/2007, de 22 de junio, de 
acceso electrónico de los ciudadanos 
a los servicios públicos, constituyó 
sin duda un hito en el largo proceso 
de modernización de nuestras ad-
ministraciones. Como tal, sentó las 
bases que permitieron abordar, en 
serio, aspectos tan esenciales para el 
buen gobierno como las obligacio-
nes de transparencia por parte de la 
administración o todo lo englobado 
bajo el capítulo de “gobierno abier-
to”, que tanto se está impulsando 
desde la administración Obama.

Lo que ocurrió después, incluido 
mi cese como Ministro a las pocas 
semanas de su aprobación definitiva 
por el Parlamento y publicación, es 
otra historia y deberá ser contada en 
otro lugar.   

Jordi Sevilla
Funcionario

Ministro de Administraciones Públicas
(Abril 2004 - Julio 2007)
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Una Ley para el 
presente y el futuro
de la Administración 
Pública en España
por maría ester arizmendi

Ellos arrancaron un gran desa-
fío, y con su perfil profesional 
tecnológico avanzaron de 

forma rápida y eficaz en desarrollos 
y aplicaciones, robustas, fiables y efi-
cientes.

Mi designación como Directora 
General de Modernización Admi-
nistrativa, Procedimientos e Impulso 
de la Administración Electrónica su-
puso una apuesta por el cambio y un 
gran reto. Mi formación jurídica, mi 
trayectoria profesional en el corazón 
de las Administraciones Públicas y la 
creación de una gran familia con 583 
almas han supuesto una fortaleza. 
Además, la posibilidad de situar bajo 
una misma dirección  las competen-

cias de Hacienda —esa “H” que lleva 
toda la carga del manejo de recursos 
escasos—; las del Ministerio de Ad-
ministraciones Públicas —cuna de la 
Administración electrónica— que, 
con su carácter horizontal llega hasta 
las más recónditas estructuras de la 
administración, y que es además nú-
cleo central de la admisión y gestión 
de empleados públicos, que habrán 
de ser cauce y canal para la implan-
tación de esta administración nueva, 
diferente, servidora y garantista; , y 
por último, el Ministerio de Políti-
ca Territorial, que aporta el diálogo 
fluido con las otras administraciones 
territoriales, supone una gran opor-
tunidad.

Mi llegada a la Direccion Gene-
ral en este contexto  fue compleja, 
no complicada, porque la claridad 
del mandato de la Ley 11/2007 no 
deja lugar a dudas y marca el camino 
que hay que seguir y porque, desde el 
principio, todos nos subimos al carro 
del esfuerzo y la ilusión.

Mucho había hecho, y muy valio-
so, el reto será aunar la fuerza de la 
Administración electrónica rápida e 
inmediata con las pesadas estructuras 
administrativas y los rígidos procedi-
mientos. Diseñar la adecuación de las 
estructuras administrativas a esa rea-
lidad, simplificar los procedimientos 
tradicionales y los electrónicos, en 
definitiva, unir la visión jurídica y la 

Acepto encantada la invitación que me hace la Asociación Profesional del Cuerpo Superior de Sistemas 
y Tecnologías de la Información de la Administración del Estado (ASTIC) para celebrar con todos los 
lectores el primer lustro desde la aprobación de la Ley 11/2007, de acceso electrónico de los ciudadanos 
a los Servicios Públicos y más aún porque me brinda la oportunidad al hacerlo junto a mis predecesores, 
Juan Miguel Márquez y Fernando de Pablo, que tanto han trabajado para aportar y construir una 
administración electrónica efectiva, concebida como un derecho tal como prescribe la Ley.
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técnica para superar la actual tenden-
cia que separa las medidas de moder-
nización y los necesarios respaldos 
normativos.

En este contexto, y con la necesa-
ria austeridad que marca la situación 
económica tan distinta a la de  eta-
pas anteriores, hemos redactado un 
plan inspirado en la filosofía de la Ley 
11/2007, que servirá de hoja de ruta 
para el periodo 2012-14 y nos hemos 
comprometido con su cumplimien-
to en un ejercicio de transparencia 
y rigor, buscando la complicidad 
de administraciones y ciudadanos, 
midiendo y rindiendo cuentas de lo 
actuado.

El camino recorrido desde aquel 
22 de junio de 2007 ha sido impor-
tante, España es referente con alguno 
de sus proyectos que la sitúan en la 
cabeza tecnológica mundial (DNI 
electrónico), su voz se escucha en 
los grupos Europeos donde hemos 
ocupado el octavo puesto en Admi-
nistración electrónica, el esfuerzo 
ha sido incluso reconocido interna-
cionalmente, en concreto con el 2º 
premio de Naciones Unidas a la ex-
celencia en el servicio público en su 
categoría mejorando la prestación de 
los servicios públicos, con el proyec-
to titulado “Acceso completo de los 
ciudadanos a los servicios públicos”.

Ahora los ciudadanos pueden 
iniciar todos los procedimientos de 
forma electrónica y las empresas han 
simplificado su gestión gracias a es-
tos avances. La vida ha cambiado y 
apenas nos hemos dado cuenta, en 
solo 10 años, todo está listo para el 
siguiente paso ¿y cuál es ese paso?

A mi entender es algo definitivo, 
es la implantación total de la Admi-
nistración electrónica y la universali-
zación de su uso,  que necesariamente 
tiene que venir de la mano del deseo 
de los ciudadanos de unirse de forma 

masiva y total a la administración que 
soñó la Ley 11/2007. Una Ley que 
fue pionera, adelantada a su tiempo 
y que recogió en su texto conceptos 
como: protección de datos persona-
les; igualdad de trato con indepen-
dencia del medio; accesibilidad a la 
información y al servicio electróni-
co;  legalidad y plena integridad de 
las garantías jurídicas; cooperación 
interadministrativa; seguridad y 
confianza en el servicio público elec-
trónico, seguridad proporcional al 
fin pretendido; veracidad y calidad de 
la información púbica, neutralidad 
tecnológica, simplificación adminis-
trativa y transparencia y publicidad 
del procedimiento; reutilización de 
la información pública.

En este momento, estamos atra-
vesando una delicada situación eco-
nómica y social en España, cada uno 
desde el puesto que ocupa y desde su 
responsabilidad debe dar lo mejor de 
sí mismo y no faltar al compromiso 
con el servicio público, por ello nos 
compete aprovechar la potencialidad 
de las leyes, y en concreto, de nuestra 
Ley de acceso electrónico, para ha-
cer mejor lo posible y sin duda para 
atrevernos a hacer cosas nuevas y de 
forma diferente.

Hoy nadie duda de que una Ad-
ministración Pública moderna y 
avanzada, que aprovecha al máximo 
la tecnología, será uno de los moto-

res en los que se basará la recupe-
ración económica, aportando para 
ello la creación y la regulación de 
condiciones favorables que ayuden 
a crear riqueza, básicamente a través 
del emprendimiento y la innovación, 
ligados a la austeridad y al rigor ins-
titucional. 

A este respecto, la Administración 
debe acometer una modernización 
interna que aumente la calidad de la 
organización, establezca mecanismos 
de gestión más ágiles y transparentes, 
e implante medidas de control del 
rendimiento de las actuaciones, así 
como de los ahorros y retornos de 
inversión generados.

La Ley 11/2007 nos puede ayudar 
en esta tarea, en esta misión, y noso-
tros debemos poner la racionalidad 
y voluntad suficiente para potenciar 
las infraestructuras comunes y los 
servicios compartidos como fuente 
de ahorro, y reutilizar más nuestros 
recursos internos, ofreciendo de for-
ma solidaria nuestros avances.

Plan MEJORA 2012-2015
Desde la Dirección General de Mo-
dernización Administrativa, Proce-
dimientos e Impulso de la Adminis-
tración Electrónica estamos conven-
cidos de que vamos a seguir avanzan-
do, y por eso, bajo el paraguas de la 
Ley 11/2007 hemos escrito nuestro 
Plan MEJORA 2012-2015. »
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El Plan tiene 3 ejes: Raciona-
liz@, enfocado a optimizar la AGE, 
Simplific@ dirigido a la eliminación 
de trabas administrativas, y el eje 
Comp@rte que busca la cooperación 
interadministrativa.

El objetivo básico del Plan es con-
tribuir a la recuperación económica 
de España, mediante la racionaliza-
ción de procesos, el fomento de la 
integración y la cohesión administra-
tiva, y por último, buscando la soste-
nibilidad global de la acción

Después de 6 meses, un equi-
po muy cohesionado de mujeres y 
hombres, desde la Dirección Gene-
ral creemos que ha llegado el mo-
mento de hacer confluir el proce-
dimiento administrativo clásico de 
la LRJAPAC con el procedimiento  
electrónico de la Ley 11/2007, bajo 

el principio de una tramitación, un 
procedimiento. Necesitamos revisar 
la Ley de Procedimiento Administra-
tivo Común, y ofrecer un único cami-
no, sencillo y concreto que sirva para 
relacionarse con la Administración, de 
la manera que elija el ciudadano.

Entendemos que el modelo tec-
nológico de la AGE debe evolucionar 
hacia un modelo híbrido, en el que las 
competencias sectoriales permanezcan 
en los departamentos y las actividades 
de carácter común puedan ser trans-
feridas y centralizadas en la Unidad 
administrativa que mejor pueda dar el 
servicio, de esta manera, garantizando 
que la parte horizontal esté atendi-
da, cada organismo podrá invertir en 
innovación y desarrollo en su marco 
competencial propio, creando así valor 
añadido en el ámbito tecnológico.

Queremos el apagón del papel 
en la Administración, nosotros los 
primeros y después nos seguirán los 
demás.

Ofrecemos diseñar y construir 
servicios personalizados para ciuda-
danos y empresas, con canales adap-
tados a la realidad social y económica 
que vivimos, fomentando la partici-
pación ciudadana en los servicios pú-
blicos y cambiando el paradigma de 
control de la administración oclusiva, 
situándonos como motor y no como 
ancla de la iniciativa privada.

Propiciamos la creación de rique-
za que pasa por facilitar la iniciativa 
privada en la creación de empresas. 
Por tanto, la Ventanilla única de la 
Directiva de Servicios, disponible 
en www.eugo.es, debe ser punta de 
lanza frente a la crisis, desarrollan-
do algunos mecanismos de apoyo al 
emprendimiento de forma efectiva, 
segura, rápida y eficaz, despejando 
el eufemismo de “ventanilla única” a 
favor de la claridad en el servicio del 
ciudadano.

Buscamos fórmulas para raciona-
lizar las compras públicas, siempre 
dispersas, heterogéneas y caras, que 
deben ordenarse definiendo una pos-
tura firme para crear una posición de 
“cliente único” frente a cualquier pro-
veedor. En las cuestiones de software 
propietario, queda un largo recorrido 
por hacer.

Todo lo anterior es útil, pero si no 
somos capaces de simplificar los pro-
cedimientos administrativos, hacerlos 
plenamente electrónicos y suprimir el 
aporte de documentación innecesaria 
nos quedaremos cortos, muy cortos. 
La tramitación electrónica es además 
de las más rentables al generar 75 eu-
ros de media de ahorro al pasar de un 
trámite presencial a un electrónico. 
(Modelo de Costes Estándar)

FIGURA 1. El Plan MEJORA en un vistazo
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Hay que convencer y generar con-
fianza y fomentar la transparencia de 
la información pública, primero para 
avanzar hacia el Gobierno abierto, y 
segundo para fomentar la actividad 
económica, al facilitar el uso privado 
de información pública, ejemplos: 
información meteorológica, esta-
dísticas de accidentes, estadísticas 
económicas, cartografía estatal, ubi-
cación de recursos públicos, etc.

Y por fin de nada servirá todo el 
esfuerzo si no llegamos al ciudadano, 
usuario y destinatario final de nues-
tro trabajo. En el Gráfico 1 se repre-
senta el uso de la eAdministración 
por ciudadanos y empresas en varios  
países de la Unión.

El ciudadano tiene que conocer y 
confiar en esta Administración, que 
está a su servicio 24 horas al día, 7 
días a la semana y que además ha sido 
pensada para él.

Otra deuda que tenemos con la Ley 
11/2007 es cumplir con su mandato de 
solidaridad, debemos reutilizar más, 
por ello precisamos con alcance de to-
das las Administraciones Públicas una 
normativa que, modificando parcial-
mente el Esquema Nacional de Inte-
roperabilidad, proporcione cobertura 
legal a la apertura y puesta a disposi-
ción pública y a la reutilización de las 
aplicaciones adquiridas o desarrolladas 
para la Administración.

En una España plural, la Adminis-
tración General del Estado no debe 
actuar aislada del resto de Administra-
ciones territoriales, por lo que resulta 
esencial promover e impulsar acuer-
dos para favorecer el reaprovecha-
miento de soluciones y servicios. La 
Ley 11/2007 fue más permeable en la 
AGE, y en la circunstancia que vivimos, 
hay que ser generosos y luchar contra la 
brecha digital que separa el centro de la 
periferia en algunos municipios.

Evidentemente, nuestra ley 
11/2007 no lo puede todo, ni siquiera 
lo pretendo, pero sí es el aliento que 
soporta los esfuerzos de miles de em-
pleados públicos que buscan servir 
con objetividad los intereses genera-
les, en un clima de austeridad y rigor 
presupuestario, procurando siempre 
alcanzar el mejor servicio público, 
con la mayor calidad, enfocando sus 
esfuerzos en esta etapa tan difícil a 
impulsar nuestra economía, estimu-
lar nuestro crecimiento, fomentar la 
creación de empleo y hacer del ciu-
dadano el centro de su actividad.

Dentro de 10 años festejaremos 
el 20 aniversario de esta norma, y 
estoy segura de que ya no existirá la 
Administración electrónica y de que 
esta denominación será una historia 
del pasado, ya que la electrónica será 
la ÚNICA Administración. Sin más 
adjetivos.

Todos estamos en este empeño, la 
Ley 11/2007 nos brinda el soporte, es 
nuestra obligación poner el esfuerzo, 
y es nuestra opción poner ilusión. ¡No 
nos falta nada! ¡Celebremos pues las 
tres cosas de la mano de la Ley que 
nos ha cambiado la vida y que ya ilu-
mina un usionante futuro!    

GRÁFICO 1. Uso de la e-Administración

* En % de población
** En % de empresas de 10 empleados o más, excluido el sector finaciero

Fuente: Informe Orange 2011 (basado en Eurostat)

María Ester Arizmendia
Directora General 

de Modernización Administrativa
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La Ley del Servicio 
Público electrónico
por borja adsuara

una ley de consenso

Se han cumplido cinco años des-
de la aprobación, por un amplio 
consenso, de La Ley 11/2007, 

de 22 de Junio, de acceso electróni-
co de los ciudadanos a los Servicios 
Públicos, y creo que es un buen mo-
mento para echar la vista atrás y, a 
modo de homenaje, contar algunas 
cosas que pueden resultar interesan-
tes o, al menos, curiosas, por los que 
de una u otra forma tuvimos la opor-
tunidad de participar en los trabajos 
parlamentarios.

Según la ficha que puede consul-
tarse en la Base de Datos del Con-
greso de los Diputados, el Proyecto 
de Ley, que había sido aprobado por 
el Consejo de Ministros del viernes 
01/12/2006, fue remitido y presen-
tado a las Cámaras el 07/12/2006 y 
calificado por la Mesa del Congreso 
el 12/12/2006.

Se aprobó que se tramitara en la 
Comisión de Administraciones Pú-
blicas con Competencia Legislativa 
Plena (es decir, sin necesidad de de-
bate en el Pleno del Congreso de los 
Diputados) y se publicó en el Boletín 
Oficial de las Cortes Generales el 
15/12/2006, estableciéndose un pla-
zo inicial de enmiendas, por un pe-
ríodo de quince días hábiles, que fi-

nalizaba el día 3 de febrero de 2007.
Sin embargo, ese periodo inicial 

de enmiendas se fue ampliado suce-
sivamente, en cinco ocasiones, hasta 
que concluyó definitivamente el 23 
de febrero para las enmiendas a la 
totalidad y el 6 de marzo para las en-
miendas al articulado, publicándose 

todas las enmiendas presentadas por 
los diferentes Grupos en el Bole-
tín de las Cortes Generales del día 
13/03/2007.

Lo primero que llama la atención 
es que, desde el primer momento, 
casi todos los Grupos parlamentarios 
estuvieron de acuerdo en la necesi-
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dad del Proyecto de Ley y, por ello, 
sólo se presentó una enmienda a la 
totalidad (de devolución al Gobier-
no), por parte del CiU, fundamenta-
da en una supuesta “no adecuación a 
la distribución competencial en esta 
materia”.

Así se puede comprobar en el De-
bate de Totalidad del Proyecto de 
Ley, que se celebró el 01/03/2007 y 
se publicó en el Diario de Sesiones 
de ese mismo día;  en el cual se pro-
dujo la presentación de este proyecto 
por parte del entonces Ministro de 
Administraciones Públicas: Jordi Se-
villa y en el que el Diputado de CiU, 
Jordi Jané, defendió la enmienda a la 
totalidad presentada por su Grupo.

El resto de las enmiendas (hasta un 
total de 210) fueron enmiendas “par-
ciales” (al articulado), presentadas 
por los distintos Grupos parlamenta-
rios con la idea de intentar mejorar el 
Proyecto de Ley en lo que se pudiera 
(Tabla 1).

Sería muy largo (y excede la inten-
ción y la extensión de este artículo) 

hacer un análisis pormenorizado de 
la tramitación del Proyecto de Ley y 
la incorporación de muchas de estas 
enmiendas (bien en sus propios tér-
minos, bien a través de enmiendas 
transaccionales), pero hay que desta-
car que se hizo un esfuerzo de con-
senso, tanto por el Gobierno como 
por todos los Grupos parlamentarios. 

Prueba de ello es el gran número 
de enmiendas (24 en sus propios tér-
minos y 29 a través de transacciona-
les) que se incorporaron al texto en 
el trámite de la Ponencia, celebrada 
el 10/04/2007 y las 17 enmiendas 
transaccionales que se aprobaron en 
el debate que, con competencia legis-
lativa plena, se produjo en la Comi-
sión de Administraciones Públicas el 
12/04/2007.

No obstante, quedaron algunas 
enmiendas pendientes para el Sena-
do, donde se publicó el texto remi-
tido por el Congreso el 26/04/2007 
y se presentaron un total de 132 en-
miendas, que fueron publicadas el 
21/05/2007 (Tabla 2).

En la Comisión de Adminis-
traciones Públicas del Senado del 
31/05/2007, se aprobaron un total 
de 23 enmiendas: 6 en sus propios 
términos y 17 a través de enmiendas 
transaccionales (produciéndose la 
consiguiente retirada por los grupos 
parlamentarios de las enmiendas so-
bre las que se hicieron y aceptaron di-
chas transacciones). Y en el Pleno del 
Senado del 06/06/2007 se aprobaron 
12 enmiendas en sus propios térmi-
nos y 7 transaccionales (modificacio-
nes del Dictamen de la Comisión).

Por eso, fruto de este esfuerzo 
compartido por alcanzar el máximo 
consenso, este Proyecto de Ley vol-
vió al Congreso, por un lado, para la 
ratificación de las enmiendas del Se-
nado y, por otro, para su aprobación 
final, y se consiguieron ambas cosas 
con una práctica unanimidad, en el 
Pleno del 14/06/2007, en una  vota-
ción en la que de 302 votos sólo hubo 
un voto en contra.

Pero, de entre todas, hay una en-
mienda del GPP (nº 69 en el Congre-

TABLAS 1 y 2. 

1 

2

»
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so y nº 78 en el Senado) que recuerdo 
especialmente, por la carga simbólica 
que tenía, al afectar al título mismo 
del Proyecto de Ley y a la filosofía 
que lo inspiraba.

El Proyecto de Ley se llamaba ini-
cialmente: “Proyecto de Ley para el 
acceso electrónico de los ciudadanos 
a las Administraciones Públicas” y la 
enmienda del Grupo Parlamentario 
Popular pedía que se sustituyera este 
título por el de “Proyecto de Ley del 
Servicio Público electrónico”, por-
que no se trataba tanto de que el ciu-
dadano accediese electrónicamente a 
las AAPP, sino de que éstas “descen-
diesen” al nivel de los ciudadanos, 
gracias a las nuevas tecnologías.

Pues bien, al final se llegó a una 
transaccional, con el título actual, 
que fue, sin duda, un avance, pero 
que, para muchos, se queda a medio 

camino de lo que debería ser una Ley 
orientada a una mejor prestación de 
los servicios públicos.   

Real Orden de 12 de febrero de 1900, 
de Francisco SILVELA, publicada en 
la Gaceta de Madrid del 19 de febrero, 
que dispone que “en todas las oficinas 
del Estado, provinciales y municipales 
se admitan cuantas instancias y 
documentos se presenten hechos con 
máquinas de escribir, en los mismos 
términos y con iguales efectos de los 
escritos o copiados a mano”.

ANEXO

Borja Adsuara
Director General de Red. es
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Hace ya cinco años que el Parlamento español aprobó la Ley de acceso electrónico de los ciudadanos 
a los Servicios Públicos, la Ley 11/2007. Cinco años desde su aprobación, y dos y medio, desde la 
fecha que la Ley estableció como límite para que todos los servicios de las administraciones públicas 
fueran accesibles electrónicamente. 

Algunas personas consideran 
que es un tiempo todavía muy 
corto para poder evaluar de 

manera consistente los efectos de la 
Ley y otras entienden que es un tiem-
po más que suficiente para realizar 
una revisión de conjunto y ajustar, en 
su caso, algunos preceptos de la Ley.

Yo creo que ambos tienen razón 
y no veo contradicción entre ambas 
posturas.

Aquellos que piensan, que cinco 
años es poco tiempo, lo suelen jus-
tificar atendiendo a que el desarrollo 
de la Ley es, todavía, muy reciente y, 
en algunos apartados, incompleto. 
Para ilustrarlo, señalan que los Rea-
les Decretos que han desarrollado la 
Ley son de noviembre de 2009  y de 
enero de 2010  y que su implementa-
ción efectiva llevará todavía algunos 
años. También indican que, aunque 
el nivel de aplicación de la Ley en la 
Administración General del Estado 
y en buena parte de las Comunida-
des Autónomas es bastante elevado, 
no ocurre lo mismo en las Entidades 

Locales. Añaden que siguen sin de-
sarrollarse algunos elementos de la 
Ley, como el Defensor del usuario 
de la Administración electrónica (ar-
tículo 7) y otras disposiciones. 

Los que piensan que cinco años es 
mucho tiempo usan dos argumentos 
principales. El primero se relaciona 
con la rápida evolución de las TIC y 
de Internet en los últimos cinco años, 
que hacen que la situación tecnoló-
gica actual no tenga casi nada que 
ver con la de hace cinco años, lo que 
exige adaptar la Ley para contemplar 
los nuevos desarrollos tecnológicos. 
El segundo argumento se relaciona 
con el hecho de que algunas Admi-
nistraciones Públicas, especialmen-
te las Entidades Locales de menor 
tamaño, exhiben un bajo grado de 
cumplimiento de la Ley, razón por 
la que se debería modificar para con-
seguir que aquellas Administracio-
nes que todavía no cumplen con sus 
exigencias lo hagan en el tiempo más 
breve posible.

Como he adelantado al comien-

zo de este artículo, comparto ambas 
visiones: creo que ha pasado tiempo 
suficiente para evaluar el impacto de 
la Ley 11/2007, tanto su impacto glo-
bal como el de todos y cada uno de sus 
artículos, con el objetivo de simplifi-
carla y completarla en todo aquello 
que sea necesario. Pero esta revisión 
se debe hacer tomando en conside-
ración los plazos necesarios para que 
las distintas administraciones sean 
capaces de asimilar las obligaciones 
contenidas en la Ley. 

Estoy convencido de que la Ley 
11/2007 fue innovadora y que ha sido, 
hasta hoy, la Ley más importante para 
el desarrollo de la administración 
electrónica en España. Su aprobación 
marcó el inicio de una nueva etapa 
de desarrollo para la administración 
pública española, y su influencia se 
extendió más allá del campo estric-
tamente tecnológico, desbordando el 
campo en el que tradicionalmente se 
habían situado todas las actuaciones 
previas relacionadas con la adminis-
tración electrónica en España. 

Mas servicios 
al menor coste
Reflexiones en torno a la Ley 11/2007 

y a la administración electrónica en España

por juan miguel márquez
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 Pero también estoy convencido 
de que la Ley 11/2007 ha dado casi 
todo lo que podía dar de sí. Sin ac-
tuaciones adicionales, la Ley termi-
nará por agotarse y lo que un día fue 
un impulso innovador se convertirá 
en un freno para la innovación. En 
estos cinco años, España ha cambia-
do, las Administraciones Públicas 
también y las TIC todavía más. La 
mayoría de los problemas a los que 
la Ley pretendió dar respuesta ya es-
tán resueltos o en vías de resolución. 
La Ley cumplió su objetivo prin-
cipal: garantizar el derecho de los 
ciudadanos a relacionarse electró-
nicamente con las administraciones 
públicas. Sin duda, hay un antes y un 
después de ella. E envió un mensa-
je claro a ciudadanos y empresas, al 
reconocerles legalmente su derecho 
a usar las TIC para relacionarse con 
las administraciones, con todas las 
administraciones; envió un mensaje 
claro a las administraciones públicas, 
al declarar la obligación de éstas para 
que se dotaran de los medios técnicos 
y organizativos necesarios para aten-
der a este nuevo derecho ciudadano; 
envió un mensaje claro a los respon-
sables tecnológicos de ministerios, 
consejerías y entidades locales, al 
crear un marco jurídico adecuado 
para despejar cualquier duda sobre la 
validez de la actuación tecnológica y 
al dotar del presupuesto adicional a 
aquellas organizaciones que lo nece-
sitaron; y envió un mensaje claro a los 
responsables administrativos al esta-
blecer los plazos y los mecanismos de 
seguimiento necesarios para facilitar 
la rendición de cuentas ante la ciuda-
danía y ante el Parlamento. Quizás, el 
ejemplo más claro de su éxito es que 
hoy día nadie discute el derecho al ac-
ceso electrónico, sino únicamente el 
cómo conseguirlo de la mejor mane-
ra posible. Para entender su impor-

tancia habría que retrotraerse al año 
2006, momento en el que sí estaba en 
discusión este derecho.

Habrá quién diga que, a pesar de 
todo, aún quedan administraciones 
que no tienen sus servicios accesibles 
electrónicamente, o que la oferta dis-
ponible en esta modalidad es insufi-
ciente o de baja calidad, pero lo cierto 
es que la transformación experimen-
tada por la Administración General 
del Estado, las Comunidades Autó-
nomas y buena parte de las Entidades 
Locales ha sido realmente impresio-
nante. En pocos años, se ha pasado 
de una situación en la que sólo unos 
pocos departamentos disponían de 
servicios accesibles electrónicamen-
te, a otra en la que son unos pocos los 
que no disponen de ellos.

La Ley ayudó tanto a los que ya 

tenían servicios en Internet, como a 
aquellos que no se habían iniciado 
todavía. Estableció un terreno de 
juego común, fijó objetivos compar-
tidos por todas las administraciones 
—algo que no era evidente al princi-
pio del proceso—, alimentó sinergias 
que ahora deberían dar sus frutos y 
permitió conquistar nuevas posicio-
nes desde la que abordar retos más 
exigentes. 

Sin duda, quedan casos por resol-
ver, pero probablemente la Ley, en 
su forma actual, ya no pueda solven-
tarlos. Es cierto que determinados 
apartados de la Ley no se han desa-
rrollado adecuadamente, pero tengo 
dudas de que sólo con su desarrollo 
sea suficiente para afrontar los retos a 
los que ahora nos enfrentamos. »
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Creo que es el momento de ini-
ciar un nuevo ciclo. Un ciclo que se 
apoye en lo ya construido; que tome 
en consideración la nueva situación 
tecnológica, económica y social de 
nuestro país; que aproveche lo me-
jor de lo realizado hasta hoy; y que 
vuelva a fijar objetivos ambiciosos 
para mejorar el funcionamiento de 
nuestras administraciones y de nues-
tro país, como en su momento lo hizo 
la Ley 11/2007.

¿Podemos aprender hoy algo de 
la Ley 11/2007?
Creo que sí. Tanto de lo que funcio-
nó bien como de lo no funcionó tan 
bien.

Funcionó bien aclarar si era ne-
cesaria o no una ley para impulsar el 
desarrollo de la Administración Elec-
trónica en España. Algunos departa-
mentos, como la Agencia Tributaria 

o la Seguridad Social, entre otros, 
habían conseguido desarrollos nota-
bles sin necesidad de una Ley y se ha-
bían producido avances importantes 
a base de desarrollo exclusivamente 
reglamentario, por lo que no estaba 
tan claro que fuese estrictamente ne-
cesario desarrollar una ley. Al final, 
sin embargo, se impusieron los argu-
mentos de aquellos que apoyaban la 
necesidad de elaborar una ley como 
único mecanismo para garantizar un 
trato igual ante todas las administra-
ciones, y como el único mecanismo 
posible para homogeneizar un de-
sarrollo normativo que se empezaba 
a resquebrajar y  presentaba riesgos 
serios de avanzar por caminos diver-
gentes.

Funcionó muy bien fijar con cla-
ridad el objetivo principal que se 
perseguía con la Ley. Requirió algún 
tiempo, y más de un debate, consen-
suar el objetivo de la Ley, pero una 
vez conseguido todo fue mucho más 
fácil.

De los muchos objetivos que po-
día tener la Ley, se acordó que el 
político fuera doble. Por una parte, 
el reconocer un nuevo derecho a la 
ciudadanía: el derecho de los ciuda-
danos a la relación electrónica con las 
Administraciones Públicas. Por otra, 
crear un marco estable, suficiente y 
homogéneo que dotase de validez y 
seguridad jurídica a la actuación ad-
ministrativa cuando se hacía uso de 
las TIC.  Este objetivo principal se 
trasladó casi de manera directa al ar-
tículo 1 de la Ley que dice:

1. La presente Ley reconoce el derecho 
de los ciudadanos a relacionarse con las 
Administraciones Públicas por medios 
electrónicos y regula los aspectos básicos 
de la utilización de las tecnologías de 
la información en la actividad admi-
nistrativa, en las relaciones entre las 
Administraciones Públicas, así como en 

las relaciones de los ciudadanos con las 
mismas con la finalidad de garantizar 
sus derechos, un tratamiento común ante 
ellas y la validez y eficacia de la actividad 
administrativa en condiciones de seguri-
dad jurídica.

2. Las Administraciones Públicas uti-
lizarán las tecnologías de la información 
de acuerdo con lo dispuesto en la presen-
te Ley, asegurando la disponibilidad, el 
acceso, la integridad, la autenticidad, la 
confidencialidad y la conservación de los 
datos, informaciones y servicios que ges-
tionen en el ejercicio de sus competencias.

A partir de ahí, el proceso fue 
muy rápido. Se abrió un período de 
consulta pública con la ciudadanía a 
través de Internet; una consulta con 
expertos y agentes sociales a través el 
Consejo Asesor de Administración 
Electrónica (CAAE) y otro con la 
Administración General del Esta-
do, CCAA y EELL a través de los 
mecanismos que existían para ello 
(Comisión Permanente del Consejo 
Superior de Administración Electró-
nica y el propio Consejo –CPCSAE 
y CSAE-, y las comisiones de trabajo 
con las CCAA y con la FEMP). Ju-
garon un papel muy relevante en la 
redacción de la Ley los grupos de 
trabajo que se crearon en el ámbito 
de la CPCSAE y las aportaciones que 
realizaron aquellos departamentos 
con mayor nivel de desarrollo en la 
administración electrónica.

El proyecto de Ley se elaboró en 
un tiempo record. Se iniciaron los 
trabajos de elaboración en mayo de 
2006, se hizo una consulta pública 
sobre su contenido en el verano de 
2006 y se dispuso de un primer an-
teproyecto en octubre de 2006. A 
finales de año, el 15 de diciembre de 
2006, el proyecto de Ley entró en el 
Congreso de los Diputados y el 15 de 
junio de 2007 se aprobó.

De la Ley 
aprendimos que 
es posible alcanzar 
aquello que nos 
proponemos si se 
fija un rumbo claro, 
se trabaja duro, 
se dispone de los 
recursos adecuados 
y se alcanza un 
compromiso 
común
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La denominación de la Ley fue 
variando a lo largo de su tramitación 
y, a mi juicio, fue reflejando cada vez 
mejor el contenido de la propia ley: 
“Anteproyecto de Ley de Adminis-
tración Electrónica”, “Proyecto de 
Ley para el Acceso electrónico de los 
ciudadanos a las Administraciones 
Públicas” y finalmente “Ley de Ac-
ceso electrónico de los ciudadanos a 
los servicios públicos” (incluso tuvo 
una denominación intermedia en el 
Senado que la denominó como “Del 
servicio público electrónico”). 

La Ley así desarrollada estable-
ció como objetivo fundamental que 
para el 1 de enero de 2010 todos los 
procedimientos administrativos fue-
ran accesibles electrónicamente y a 
eso dedicaron la mayor parte de sus 
esfuerzos, al menos en la Administra-
ción General del Estado, todos los 
departamentos ministeriales, con un 
éxito más que notable.

Para conseguir este objetivo fun-
damental fue necesario desplegar 
una actividad ingente: desarrollos 
reglamentarios, infraestructuras y 
servicios comunes, actuaciones es-
pecíficas desde cada uno de los mi-
nisterios, mecanismos de control y 
seguimiento permanentes…  Pero 
en cualquier caso, todas estas actua-
ciones perseguían un único fin: cum-
plir con la Ley en el plazo fijado, esto 
es, asumir como propio el objetivo 
fijado por la Ley de que los servicios 
públicos deberían ser accesibles des-
de cualquier lugar, las 24 horas del 
día, sin exigir a los ciudadanos o las 
empresas que se tuvieran que despla-
zar a las oficinas de las administra-
ciones públicas. Durante todo este 
proceso, la preocupación principal 
era desplegar servicios y sólo de ma-
nera secundaria, incentivar el uso de 
los servicios desplegados o reducir el 

coste de funcionamiento de las pro-
pias administraciones, lo que no sig-
nifica que no se abordaran este tipo 
de actuaciones, sino simplemente 
que la prioridad era el despliegue de 
los servicios como indicaba taxativa-
mente la Ley.

Los otros elementos contempla-
dos en la Ley —simplificación admi-
nistrativa, infraestructuras y servicios 
comunes, procedimiento electróni-
co, entre otros— también se fueron 
desarrollando, pero a un ritmo mu-
cho menor que el despliegue de los 
servicios electrónicos.

El resultado final ha sido que Es-
paña ha avanzado mucho en poco 
tiempo en la oferta de servicios pú-
blicos electrónicos, y que hoy la Ad-
ministración Pública española no se 
cuestiona la necesidad de que todos 
sus servicios públicos deben ser ac-
cesibles electrónicamente. Este ha 
sido, a mi entender, el gran éxito de 
la Ley.

Su desarrollo también ha sentado 
las bases para un nuevo ciclo de refor-
mas: la creación de las primeras infra-
estructuras y servicios compartidos, 
como la red SARA, la plataforma @
firma, el DNI electrónico o el regis-
tro electrónico común; el fuerte desa-
rrollo tecnológico experimentado en 
áreas como el cloud computing, las 
plataformas de movilidad o las redes 
sociales; y la constatación de que una 
vez desplegados los servicios electró-
nicos, el esfuerzo se debe concentrar 
en conseguir el máximo grado de 
utilización posible, son tres de los pi-
lares sobre los que se debe repensar 
el nuevo modelo de administración 
electrónica para los años venideros.

De la Ley aprendimos que es po-
sible alcanzar aquello que nos pro-
ponemos si se fija un rumbo claro, se 
trabaja duro, se dispone de los recur-

sos adecuados y se alcanza un com-
promiso común.

Ahora, en mitad de la mayor crisis 
económica que ha conocido nues-
tra generación, con menos recursos 
disponibles, la Administración Pú-
blica debe conseguir dar lo mejor de 
si misma, proporcionar los mejores 
servicios al menor coste y para ello el 
uso inteligente de las tecnologías es 
imprescindible. No se si a eso se debe 
denominar administración electró-
nica o no, pero lo cierto es que todos 
deberíamos preguntarnos cada día 
como usar la tecnología para mejorar 
la vida de nuestros ciudadanos. Igual 
que un día nos preguntamos cómo 
acercar la administración pública a 
los hogares o a las empresas, hoy de-
bemos preguntarnos cómo dar más 
por menos, cómo ser más eficientes 
a la hora de prestar servicios y cómo 
generar más valor público. Y actuar 
en consecuencia sin temer a los cam-
bios. Y si eso requiere cambios en la 
Ley o una nueva Ley, cámbiese ésta o 
elabórese una nueva.  

Juan Miguel Márquez
Ex Director General de

Modernización Administrativa



40 | boletic 

Entre el derecho
del ciudadano
y el ahorro
de la Administración
por FERNANDO DE PABLO



   boletic | 41

La publicación de la LAE pro-
vocó, para quienes trabajába-
mos en el mundo de las TIC, 

un sentimiento de entusiasmo, aun-
que también una cierta preocupación 
por lo ambicioso de sus planteamien-
tos.  Y no por el corazón de la misma: 
garantizar el derecho de los ciudada-
nos a realizar los trámites de forma 
no presencial, simplificar los proce-
dimientos, no aportar documentos, 
sino fundamentalmente  por su ex-
tensión (lo abarca todo) y por el plazo 
de cumplimiento que se preveía rigu-
roso, tanto para el desarrollo de los 
procedimientos y servicios, como, 
sobre todo, por el cambio organiza-
tivo  (y la lucha contra las resistencias 
internas) requerido para realizar un 
previo  rediseño y simplificación de 
los mismos.  Otro  tema importante 
era condicionar su entrada en vigor 
para comunidades autónomas y en-
tidades locales a la disponibilidad 
presupuestaria, lo que podía ocasio-
nar diferentes velocidades en el desa-
rrollo de ejecución  con el riesgo de 
generar una nueva “brecha digital” 
basada, no tanto en las infraestruc-
turas de acceso, situación económica 
o formación tecnológica, como en el 
lugar de residencia (CCAA y EELL 
con/sin servicios electrónicos).  

La crisis económica, además, vino 
a incrementar la dificultad de su 
implementación. En los años de su 
tramitación la recaudación se incre-
mentaba a dos dígitos, pero una parte 
considerable de la LAE hubo de eje-

cutarse con presupuestos muy decre-
cientes (el capítulo de inversión de las 
unidades TIC de las subsecretarías 
cayó un 50% aproximadamente en 
esos años, un 70% en la actualidad), 
lo que provocó que, con respecto a la 
planificación de su memoria econó-
mica, fuera necesaria una revisión de 
los proyectos rebajando, en muchos 
casos, su alcance. 

No quisiera con estas reflexiones 
dar una impresión negativa sobre la 
LAE. La realidad es que  ha sido, y 
creo que sigue siendo, un referencia 
importante para la mejora de los ser-
vicios públicos. 

Desarrollo de la Ley
Se puede decir sin triunfalismos que el 
desarrollo de la Ley 11 constituyó un 
éxito colectivo en la Administración 
General del Estado (AGE). Siempre, 
creando sobre lo que otros hicieron 
previamente. Si el objetivo funda-
mental era que los procedimientos 
se pudieran realizar por internet (la 
Ley va mucho más allá), en la actua-
lidad se pueden tramitar potencial-
mente más del 90% de los 2500 cen-
sados, que representan el 99% de la 
tramitación total. Además, es posible 
usar la red de registros electrónicos 
creada en las sedes de los Ministerios 
o el Registro electrónico Común 
para evitar la actuación presencial. 
El desarrollo completo (normativo, 
infraestructuras, difusión, uso) ha 
merecido recientemente un premio 
otorgado por el Departamento de 

Administración Pública de la ONU 
y permitido una posición influyente 
de España en los grupos de la UE que 
dirigen la política de administración 
electrónica. 

Como lo importante no sólo es 
lo potencial (el derecho), sino el uso 
(el ahorro) se comenzó a medir tri-
mestralmente la tramitación electrónica 
del 15% de aquellos procedimientos 
y servicios más importantes que re-
presentan el 95% de la tramitación 
(cuántos comienzan, cuántos por in-
ternet) y sorprendieron los resultados al 
constatar que hoy en día en la AGE 
más de 50% de la tramitación de per-
sonas físicas y más del 80% de la de 
las empresas se realiza por internet. 
Es simple, pero ya permite analizar 
cómo se han ido desplazando las cargas 
de trabajo desde el canal presencial al te-
lefónico o internet y cómo es explicable 
que habiéndose incrementado la po-
blación en la última década un 20%, 
la gestión administrativa un 50% y 
mejorado sensiblemente los tiempos 
de tramitación, el número de em-
pleados de los organismos gestores 
de la AGE se ha mantenido estable 
(disminuyen desde 2011). Una revo-
lución silenciosa.

Una revolución silenciosa
Tras esta positiva visión global,  hay 
que considerar las sombras. La más 
importante es la falta de uniformidad 
en la velocidad de implementación, 
usabilidad, normalización, simpli-
ficación y calidad entre las distintas 

Se cumplen 5 años de la publicación de la Ley 11/2007 (la Ley de Administración Electrónica, LAE, 
como es conocida por casi todos) y es un buen momento para realizar un balance de situación 
de su desarrollo, que es lo mismo que analizar el funcionamiento de los servicios públicos. Ya no 
hay administración electrónica, como no hay administración informatizada, sino buena o mala 
administración que utiliza las tecnologías que cada vez están disponibles.  Es buen momento para 
realizar algunas reflexiones sobre el futuro desde una perspectiva de experiencia personal en la 
administración pública.

»
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administraciones. Consecuencia, en 
mi opinión, de no haber abordado 
los cambios organizativos y de go-
bernanza, complejos pero necesa-
rios, que la Ley demandaba. Porque 
reducir burocracia no es sólo poner 
los procedimientos en internet.

Respecto de las estadísticas de uso 
mencionadas, el porcentaje se centra, 
como es lógico, en los grandes orga-
nismos gestores y una parte significa-
tiva es tramitada por colaboradores 
(asesores, gestores, etc.) que han sido 
grandes beneficiarios de la facilidad 
de la gestión (bueno en sí mismo, si se 
repercuten los ahorros a sus clientes).  

Por otro lado, la carrera para cum-
plir los plazos perjudicó la necesaria 
normalización y simplificación de 
los procedimientos. En algunos ca-
sos, pareció más una obligación de 
las estructuras TIC de los ministerios 
(esfuerzo quizás no suficientemente 
reconocido) que un objetivo estra-
tégico organizativo. Para muchos de 
nosotros el día 31 de diciembre de 
2009 será recordado como otro día 

histórico similar a los del efecto 2000 
o la entrada del euro.

Hay que afirmar con rotundidad 
que el beneficio de su desarrollo ace-
lerado es muy superior a las incon-
veniencias de estos efectos secunda-
rios, no sólo por los ahorros actuales, 
sino también porque ya ha cambiado 
la mentalidad del ciudadano y se ha 
vencido la resistencia de algunas or-
ganizaciones, un proceso complejo 
que requiere su tiempo. Si la pregun-
ta del ciudadano era ¿se puede hacer 
por internet?, ahora es ¿por qué aún 
no se puede hacer por internet como 
en otros sitios? 

Desarrollo normativo
Tras la Ley se realizó un desarro-
llo normativo muy intenso, que era 
esencial para avanzar con respal-
do jurídico: se publicaron el RD de 
desarrollo parcial para la AGE,  los 
Esquemas Nacionales de Interope-
rabilidad y Seguridad (ENI y ENS), 
se crearon las sedes y registros elec-
trónicos,. Además se aprobó el RD 

1495/2011 sobre reutilización de 
la información del sector público y 
la  Orden que creaba la Dirección 
electrónica habilitada (DEH),  y que  
permite la notificación electrónica 
obligatoria para colectivos con ca-
pacidades técnicas suficientes. Tam-
bién se avanzó significativamente en 
los desarrollos normativos y técnicos 
para poner en marcha los registros de 
apoderamiento y empleado público 
habilitado.

ENI y ENS son desarrollos esen-
ciales en España pues, aunque los téc-
nicos preferimos soluciones comu-
nes (horizontales, centralizadas, si se 
me permite la expresión, que no tiene 
que ver con centralismo) la situación 
actual en AGE, CCAA y EELL  es 
bien distinta y constituye un reto im-
portante a abordar en el futuro. Son 
básicos para permitir la coordinación 
entre las distintas administraciones 
(nacionales y europeas, no pensemos 
que es un problema local)  y para re-
forzar la seguridad de los sistemas de 
información, un aspecto al que hay 
que dedicar la atención que se mere-
ce. Y debe preocupar especialmente 
en estos tiempos de recortes presu-
puestarios, pues la seguridad “vende 
poco” (como la salud, sólo nos acor-
damos de ella cuando la hemos per-
dido).

Infraestructuras técnicas
Por otra parte, sin ánimo de ser ex-
haustivo, se desarrollaron  sistemas 
de información que soportaban la 
Ventanilla Única de la Directiva de 
Servicios (VUDS-EUGO), el Re-
gistro Electrónico Común (REC), el 
Portal de Administración Electróni-
ca (PAe),  el portal de reutilización 
datos.gob.es (en estrecha colabora-
ción con la SETSI), se publicaron los 
primeros informes del observatorio 
de administración electrónica (OB-

FIGURA 1. Disponibilidad presupuestaria
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SAE) y las notas técnicas de avance, 
se multiplicó el acceso de organis-
mos a la red SARA (a finales de 2011 
cubría todos los organismos de la 
AGE y CCAA y unas 3.800 entida-
des locales que representan al 90% 
de ciudadanos), así como el uso de las 
diversas plataformas comunes (@fir-
ma, intermediación, centro de trans-
ferencia tecnológica, etc.). También 
se racionalizó el mantenimiento del 
060 (imposible sin corresponsabili-
dad) como punto de acceso general  
y se avanzó en las aplicaciones de ges-
tión de RRHH (entre ellas un nuevo 
FUNCIONA que deber servir de 
base para futuros proyectos comunes 
en materia de gestión de personal). 

La colaboración esencial con el 
sector privado permitió, a un colec-
tivo significativo de empresas,  desa-
rrollar soluciones tecnológicas y ge-
nerar productos con los que acudir 
a otros mercados e internacionali-
zarse. El “know-how” adquirido por 
nuestras empresas en este campo es 
un activo para poner en valor pues la 
demanda de soluciones de adminis-
tración electrónica en todo el mun-
do será muy intensa en los próximos 
años y España, en este terreno, se ha 
anticipado.

Beneficios inmediatos
Cinco años después, creo que ya na-
die discute la importancia de la admi-
nistración electrónica como elemen-
to transformador de nuestras admi-
nistraciones públicas y de su relación 
con los ciudadanos y empresas.

No hay parámetro de mejora al 
que no contribuya: ahorra costes al 
tiempo que mejora servicios públi-
cos, reduce infraestructuras físicas 
y consumos así como, cargas admi-
nistrativas a las empresas y las perso-
nas, ahorra desplazamientos, mejora 
parámetros de calidad en la gestión, 

FIGURA 2. Seguimiento procedimientos

FIGURA 3. Ratio empleados AGE/Población
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disminuye tiempos de tramitación, 
ayuda a modernizar a nuestras em-
presas, lo que les permite mejorar 
su competitividad y apoya su inter-
nacionalización, también forma a 
los propios ciudadanos, quebrados 
tecnológicamente por barreras cul-
turales, económicas y de edad. Es 
respetuosa con el medio ambiente  y 
permite dar un trato personalizado a 
colectivos con limitaciones. Su desa-
rrollo será, además, esencial para la 
puesta en marcha de la Ley de Trans-
parencia y una estrategia de gobierno 
abierto que acerque la política a los 
ciudadanos y ayude a incorporar el 
talento colectivo. 

El 65% de las medidas aprobadas 
en los diferentes acuerdos de Conse-
jos de Ministros sobre reducción de 
cargas administrativas y un 78% del 
importe son consecuencia directa o 
indirecta del impulso de la adminis-
tración electrónica en la AGE. Sólo 
el desarrollo que ha proporcionado 
la Ley 11, va a permitir a nuestro país 
cumplir con los compromisos euro-
peos de los programas de reducción 
de cargas administrativas. 

Desmaterialización  del procedi-
miento administrativo

Para cerrar el círculo electrónico 
es necesario llegar a la desmateriali-
zación completa del procedimiento 
administrativo. Ya se ha conseguido 
con la mayor parte de boletines y pu-
blicaciones oficiales (el BOE es un 
buen ejemplo), hay que desarrollar 
todo el ciclo de contratación, con la 
factura y, lo que ya se está producien-
do el algunos casos, la digitalización 
completa del registro de entrada 
presencial (en su evolución hacia el 
electrónico) y la formación interna 
del expediente electrónico.

Las notificaciones electrónicas y 
los tablones electrónicos edictales 
ahorrarán en la Administración Ge-

neral del Estado más de 100 millones 
de € anuales ya en 2013, a la vez que, 
mejorarán la tasa de notificación, 
disminuirán drásticamente los tiem-
pos de tramitación, disminuyendo 
el fraude inherente a quien no quie-
re ser notificado en determinados 
procedimientos y aumentando, por 
tanto, la recaudación. La DEH ha 
pasado de gestionar 20.000 notifica-
ciones mensuales en 2009 a superar 
el millón a principios de 2012. Y todo 
ello con una inversión muy limitada 
en TIC.

Sin embargo, aparece la limita-
ción organizativa: existe un sistema 
horizontal, pero no es utilizado por 
todas las administraciones (. Es evi-
dente que hay que contemplar los 
costes de integración entre los siste-
mas horizontales y los verticales de 
cada organismo (algo que se obvia en 
los cálculos de ahorro), pero  también 
que hay que compartir sistemas de 
notificaciones, subastas, e-learning, 
videoconferencia, correo, etc. Sobre 
todo, en la notificación está muy cla-
ro, para demostrar con hechos y no 
sólo con palabras la visión de que la 
administración, el conjunto de admi-
nistraciones, están “centradas en los 
ciudadanos”.

Cambio de contexto  
La situación económica en nuestro 
país ha cambiado dramáticamente 
desde la gestación y publicación de 
la Ley: de un contexto de crecimien-
to económico rotundo (creo recor-
dar que 2007 fue el año de mayor  
superávit presupuestario, mínima 
tasa de paro y máxima afiliación a la 
seguridad social) a una crisis como 
nunca hemos vivido en democracia 
que ahoga a las familias y a la propia 
estabilidad del país. 

Y es importante tener en cuenta 
este contexto económico (y social) 

El desarrollo 
completo de la 
Ley ha merecido 
recientemente 
un premio del 
Departamento de 
Administración 
Pública de la ONU
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para vivir pegados a la realidad y ac-
tuar priorizando el pragmatismo a 
planteamientos “políticamente co-
rrectos” (lo que se lleva). Si la priori-
dad, en su  momento, fue garantizar 
un derecho, en la actualidad, sin olvi-
dar este principio, debe ser el ahorro,  
aprovechar la inversión realizada, 
el potencial latente, para gestionar 
de forma más eficiente los servicios 
públicos del conjunto de administra-
ciones. 

Y esto requiere una revisión crí-
tica: hacia adentro de la propia ad-
ministración (cómo organizarnos de 
forma más eficiente) y hacia afuera, 
hacia la sociedad a quien servimos 
(cómo hacer que usen más los servi-
cios electrónicos) .

Los ahorros, y la transformación 
de las administraciones, no aparecen 
con el despliegue de los servicios 
electrónicos, sino con el uso inten-
sivo de los mismos, por lo que debe 
ser una prioridad  incrementar este 
uso para el conjunto de ciudadanos 
y empresas, apoyándonos en  medi-
das de difusión e incentivación, pero 
también con medidas de obligación 
como canal único. Si una tramitación 
presencial tiene un coste estimado de 
80 € y una electrónica 5 € (modelo 
SCM de la UE), es un esfuerzo que 
podemos pedir a la sociedad, mejor 
que otros mucho más dolorosos. 

Para aumentar el uso, tendremos 
que realizar una reflexión de las bon-
dades y barreras de la firma electró-
nica. Será necesario aplicar el prin-
cipio de la proporcionalidad en el 
servicio público, también en el nivel 
de seguridad requerido en el acceso 
a cada servicio en función del riesgo. 
Porque hay que balancear entre la 
seguridad del acceso y la facilidad ac-
tual de uso, sobre todo cuando entran 
en juego nuevos dispositivos como 
acceso universal de los jóvenes. Y 

reflexionar sobre un potente instru-
mento español: el DNI electrónico. 
En múltiples informes se ha mencio-
nado que es un proyecto estratégi-
co de España, que está sirviendo a 
nuestras empresas para implantar 
proyectos similares en otros países, 
pero que  necesita una revisión tec-
nológica permanente para que sirva 
al objetivo con que fue concebido.

Desde que la Agencia Tributaria 
permite realizar la declaración con 
un código en vez de con un certifica-
do electrónico, el número de decla-
raciones por internet ha aumentado 
un 50% en dos años (de unos 7,5 mi-
llones en la campaña de IRPF 2009 
a cerca de 11 millones en el IRPF 
2011). También desde que impuso la 
obligación de notificación electróni-
ca en 2011 (1,1 millones de  empre-
sas en la actualidad, 2,5 millones en 
el medio plazo), ha aumentado más 
de un 50% el número de certificados 
electrónicos expedidos de personas 
jurídicas, lo que ha provocado un im-
portante salto en el uso de internet 
por nuestras empresas recogido por 
el INE y Eurostat. 

Cambios en la estructura 
organizativa TIC
También es necesario que se tomen 
decisiones estratégicas, hacia aden-
tro, en el modelo de prestación de 
servicios TIC en el conjunto de ad-
ministraciones públicas en España. 
Lo vemos de forma evidente en los 
servicios horizontales de la AGE, 
pero también en los verticales asocia-
dos, por ejemplo, a sanidad o justicia. 
España tiene un potencial de cohe-
sión a través  de la administración 
electrónica.  Pero para ello, hay que 
tomar decisiones que afectan a la go-
bernanza y a las estructuras (no sólo 
las TIC, posiblemente de las subse-
cretarías en conjunto si hablamos de 

AGE). Si hasta ahora ha habido un 
componente esencialmente tecno-
lógico, este cambio precisa también 
de replanteamientos organizativos, 
que llevan aparejados otros en los 
terrenos presupuestarios, de con-
tratación, de gestión de RRHH… 
Precisamos de esta reorientación 
que  debe obedecer más a objetivos 
de flexibilidad, unidad de mercado 
y aumento de eficiencia que al mero 
ahorro en el presupuesto TIC (muy 
corto de vista en mi opinión). Como 
en todo sistema complejo, el ahorro 
debe analizarse no capítulo a capítu-
lo, sino, con métricas objetivas y au-
ditadas, en la prestación completa de 
los servicios públicos.

 Un replanteamiento riguroso im-
plica que no caben las simplificacio-
nes a las que estamos acostumbrados 
a escuchar por actores con intereses 
externos o con resistencias internas. 
No valen modelos únicos porque no 
hay necesidades uniformes. El mo-
delo de la Agencia Tributaria o la Se-
guridad Social no tiene por qué valer 
para otros por la dimensión que ne-
cesita (incluso por el riesgo inherente 
al envejecimiento del empleado pú-
blico que es un reto en la administra-
ción en su conjunto, pero más en las 
áreas TIC). 

Como ejemplo, entre las decisio-
nes estratégicas tecnológicas que la 
Agencia Tributaria ha ido tomando 
a lo largo de 15 años (y que la han 
convertido en un ejemplo de “mejor 
práctica”) están: la centralización de 
todas sus bases de datos y sistemas 
de información, la apuesta decidida 
por los servicios en internet, incluso 
obligatorios, desde 1998, un servicio 
jurídico decidido a dar soporte nor-
mativo a lo que parecía razonable y 
técnicamente posible, el manteni-
miento de un centro informático 
potente con jefes de proyectos in- »
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ternos, un presupuesto TIC siempre 
ajustado, pero constante, y la presen-
cia permanente en el Comité de Di-
rección de la Agencia, ofreciendo un 
camino estratégico de medio plazo 
para la organización, grande, com-
pleja, con necesidades tecnológicas 
muy diversas. Un buen momento 
para agradecer a Santiago Segarra su 
visión estratégica en la Agencia y la 
generosidad de sus planteamientos 
hacia el resto de la administración. 

En general, será preciso concen-
trar unidades e incentivar la externa-
lizar en los servicios más horizontales 
manteniendo el control del núcleo 
vertical del negocio. En mi opinión, 
si se externaliza el negocio se exter-
naliza el conocimiento y ello merece 
una reflexión. Debemos clasificar a 
los organismos según su tamaño y es-
pecificidad y a los sistemas de infor-
mación según su carácter vertical u 
horizontal. A menor tamaño y menor 
especificidad más fácil y ventajosa es 
la integración TIC. Entre los extre-

mos, todo un mundo que necesita 
más de “bisturí que de hacha”.

Externalizar no es directamen-
te equivalente a mejorar la gestión. 
Quienes hemos trabajado en el 
sector privado (una gran parte del 
cuerpo TIC) sabemos que no hay 
buena gestión privada y mala gestión 
pública, sino buena y mala gestión, 
en el sector público y en el privado. 
Aunque hay que reconocer que las 
rigideces con que funciona el sector 
público impiden la flexibilidad y la 
adaptación rápida a los cambios que 
son necesarios en este ámbito. 

Se deben definir grandes proyec-
tos que se convertirán en grandes 
infraestructuras TIC, es decir, re-
querirán planificación, presupuesto, 
dirección y tiempo de ejecución. Y 
una estructura organizativa que lo 
soporte. Porque con infraestructuras 
críticas no caben los voluntarismos. 
Y esto no es posible sin el apoyo polí-
tico al más alto nivel. Y, por supuesto, 
también con la designación clara de 
responsables de su ejecucióna quie-
nes se dote de las herramientas nece-
sarias para abordar con éxito los retos 
que asumen. Porque es necesario un 
profundo conocimiento de la ad-
ministración y de la tecnología, una 
acertada planificación y ejecución 
para llevar a cabo estos cambios, ne-
cesarios, pero complejos y no exentos 
de tensiones, resistencias iniciales (y 
no me refiero exclusivamente al área 
TIC) y riesgos.

Tampoco quisiera caer en el es-
tereotipo del responsable que habla 
de lo que se debería hacer y no hizo. 
Muchas de estas propuestas se reali-
zaron en el Consejo Superior de Ad-
ministración Electrónica, junto con 
un plan estratégico hasta 2015. Pero 
éstos son planes de inicio de legisla-
tura, porque el encaje en los tiempos 
políticos es esencial en estos procesos 

FIGURA 4. Porcentaje de ahorro

La Ley 11/2007 
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revulsivo 
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que debe ser 
reconocido por 
todos
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de medio plazo. Deseo de corazón 
que los nuevos responsables acierten 
en los planes que se desarrollen con 
estos objetivos, para los que contarán 
con toda la colaboración de los pro-
fesionales TIC. 

La Ley 11/2007 constituyó un 
importante revulsivo modernizador 
en nuestras administraciones que 
debe ser reconocido por todos. Creo 
sinceramente en el potencial que tie-
nen las TIC para el futuro de nues-
tro país. El consenso internacional 
sobre su importancia como sector 
productivo en sí mismo y, más aún, 
como elemento de modernización 
transversal del resto de sectores le 
convierte en un elemento estratégico 
para España. Asumiendo las dificul-
tades, es  vital mantener el esfuerzo 
inversor, tanto para la innovación de 
los servicios públicos como para el 
desarrollo, puede que la superviven-
cia, de nuestro sector privado.

Para finalizar, escribo estas líneas 
en días  los que aumentan las posi-
bilidades de que España tenga que 
solicitar algún tipo de rescate eco-
nómico, en medio de esta crisis que 
angustia a muchas familias. Y como 
profesionales de las TIC, y servidores 
de lo público que somos, nos encon-
tramos en la hora de dar lo mejor de 
nosotros mismos, como tantas otras 
veces lo hemos hecho, por el país. Es 
el momento de  poner todo nues-
tro talento,  individual y colectivo, 
y nuestros esfuerzo en la mejora de 
los servicios públicos. Y de manifes-
tar y demostrar con hechos, como se 
hizo en el desarrollo de la LAE, que 
las tecnologías en la administración 
pública española, y los profesionales 
que trabajan en ella, son un activo 
estratégico del que es necesario ex-
traer todo su potencial transforma-
dor (que es mucho) en beneficio de 
unos servicios públicos eficientes, 

para ayudar a superar la crisis en que 
estamos inmersos.  
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Recientemente se ha cumplido 
el quinto aniversario de la 
entrada en vigor de la Ley 
11/2007, de 22 de junio, de 
Acceso Electrónico de los 
Ciudadanos a los Servicios 
Públicos (en adelante 
LAECSP). La principal virtud 
del marco normativo que 
ofrece esta Ley consiste, sin 
duda, en el indiscutible efecto 
dinamizador que ha tenido en la 
modernización tecnológica de 
las Administraciones Públicas 
españolas. Ahora bien, la 
realidad es que, al margen 
de relevantes excepciones 
principalmente en los ámbitos 
estatal y autonómicos, con 
carácter general se percibe 
un cierto desánimo en cuanto 
al resultado de los proyectos 
que se han emprendido; 
sensación a la que ha venido 
a añadirse, incluso a modo de 
excusa inadmisible, la actual 
crisis económica en tanto 
que impedimento —¿casi?— 
definitivo para dejar inacabados 
numerosos proyectos e 
iniciativas.

La Ley 11/2007
cinco años después
balance desde la perspectiva jurídica

por julián valero torrijos

Precisamente, la modulación 
del alcance de los derechos 
de los ciudadanos en sus re-

laciones con las Administraciones 
autonómicas y locales en función de 
las “disponibilidades presupuesta-
rias” se ha terminado por convertir 
en una fácil excusa para no abordar, 
de forma decidida, el necesario pro-
ceso de modernización tecnológica 
que demandan las exigencias de efi-
cacia y eficiencia que deben inspirar 
la actuación de las Administraciones 
Públicas. Tampoco la reforma opera-
da en el año 2011, a través de la Ley 
de Economía Sostenible, ha ofrecido 
mecanismos realmente contunden-
tes desde la perspectiva jurídica, li-
mitándose a exigir que, en aquellos 
supuestos en que los ciudadanos no 
puedan ejercer sus derechos por me-
dios electrónicos en la totalidad de 
los procedimientos y actuaciones, 
la correspondiente Administración 
deba aprobar y hacer públicos “los 
programas y calendarios de trabajo 
precisos para ello, atendiendo a las 
respectivas previsiones presupuesta-
rias, con mención particularizada de 
las fases en las que los diversos dere-
chos serán exigibles por los ciudada-
nos”. Ahora bien, ninguna medida ni 

consecuencia adicionales se han es-
tablecido para los supuestos en que 
no sólo se incumpla la obligación de 
facilitar el ejercicio de los derechos 
por medios electrónicos sino que, 
además y de manera reincidente, ni 
siquiera se aprueben los menciona-
dos programas y calendarios, exigen-
cia que en todo caso resulta manifies-
tamente insuficiente.

Ahora bien, debe recordarse que 
el condicionamiento de la eficacia de 
los derechos de los ciudadanos a la 
existencia de disponibilidades pre-
supuestarias no afecta al resto de las 
previsiones legales, de manera que, a 
modo de ejemplo y como exigencia 
de la conclusión anterior, todas las 
Administraciones con presencia en 
Internet deberían haber creado su 
propia sede electrónica —artículo 
10 LAECSP— y, sobre todo, ten-
drían que haber habilitado un regis-
tro electrónico propio o conveniado 
—artículo 24.3 LAECSP— para que 
los ciudadanos puedan presentar es-
critos, solicitudes y comunicaciones 
por esa vía. ¿En relación con qué 
actuaciones y procedimientos? Aquí 
es donde, nuevamente, nos encontra-
mos con la problemática anterior… 

Si bien debe advertirse que la coo-



   boletic | 49

peración por parte de Comunidades 
Autónomas, Diputaciones y otras 
entidades supramunicipales permi-
tiría ofrecer un amplio abanico de 
posibilidades a la hora de permitir al 
ciudadano ejercer sus derechos uti-
lizando medios electrónicos. ¿Real-
mente puede argumentarse que la 
principal dificultad para la efectivi-
dad de las previsiones legales –y, en 
particular, los derechos de los ciuda-
danos– radica en la inexistencia de 
disponibilidades presupuestarias?

Barreras no presupuestarias
Más allá de la referida problemática, 
la efectiva aplicación de las previsio-
nes de la LAECSP se ha encontrado 
en la práctica con otras barreras que, 
en última instancia, nada tienen que 
ver con la existencia de dificultades 
presupuestarias. Antes al contrario, 
en gran medida se deben a la inexis-
tencia de una voluntad clara de im-
pulsar la modernización tecnológica 
de la respectiva entidad, proceso que 
en modo alguno, está exento de di-
ficultades que, en última instancia, 
podrían verse solventadas si existiese 
un proyecto institucional serio y con 
el oportuno liderazgo y respaldo al 
máximo nivel. Incluso, en algunos 
casos, se han realizado destacados 
esfuerzos presupuestarios debido a 
razones puramente cosméticas, por 
justificar al menos una cierta activi-
dad o, simplemente, por inercia, pero 
sin una auténtica voluntad de dotar 
a la actividad administrativa y, por 
tanto, a la sociedad de las exigencias 
más elementales que plantea hoy día 
el desarrollo tecnológico. Sin ánimo 
exhaustivo, podríamos destacar las 
siguientes.

En relación con la gestión docu-
mental, su modernización tecno-
lógica requiere la existencia de un 
proyecto integral que garantice la 

duplicidad de soportes, tanto por el 
carácter progresivo de la digitaliza-
ción de la gestión a que aboca una 
realidad basada fundamentalmente 
en el soporte papel como, asimismo 
y sobre todo, por el reconocimiento 
a los ciudadanos con carácter general 
de un derecho a elegir el canal de sus 
relaciones con la entidad local, esto 
es, a seguir utilizando el papel. En 
última instancia, prácticas tan discu-
tibles como la persistente utilización 
de firmas digitalizadas en documen-
tos en papel, la negación de validez 
y/o efectos de copias en papel emiti-
das por otras Administraciones Pú-
blicas conforme a las exigencias del 
artículo 30 LAECSP o, sin ánimo 
exhaustivo, la ausencia de un archivo 
que permita garantizar las exigencias 
de integridad y autenticidad de los 
documentos electrónicos, obedecen 
al menosprecio del citado y elemen-
tal planteamiento institucional.

En relación con la firma electró-
nica, son todavía muchas las Admi-
nistraciones que no han abordado si-
quiera el primer paso: la distribución 
efectiva de certificados entre el per-
sonal y las autoridades a su servicio. 
Asimismo, otro desafío pendiente a 
este respecto se refiere a la dudosa 
práctica que todavía siguen ciertos 
prestadores de servicios de certifica-
ción en abierta contradicción con el 
artículo 21 LAECSP; o, por lo que 
se refiere al DNI-e, las dificultades 
derivadas del uso de lectores y de la 
escasa información proporcionada 
en muchos casos con ocasión de su 
expedición, también pueden haber 
jugado en contra de su uso masivo y 
generalizado en consonancia con el 
alto porcentaje de penetración en la 
población de este instrumento.

Otra barrera para la efectiva mo-
dernización de las actuaciones admi-
nistrativas se refiere a la contumaz 

pretensión de que los procedimien-
tos sigan tramitándose en base a los 
mismos criterios y planteamientos 
del soporte papel y las actuaciones 
presenciales, sin tener en cuenta las 
posibilidades de simplificación y, en 
general, innovación que ofrecen las 
tecnologías de la información y las 
comunicaciones. A este respecto, la 
sorprendente decisión del legislador 
al negar carácter básico a la exigencia 
de rediseño funcional que proclama 
el artículo 34 LAECSP y la inexis-
tencia de mecanismos que aseguren 
la efectividad de su mandato tienen 
buena parte de culpa, si bien es cierto 
que el problema, en última instancia, 
radica en la inexistencia de un catá-
logo actualizado de procedimientos 
en la mayor parte de las Administra-
ciones Públicas. En definitiva, si no 
se sabe siquiera cuáles son los proce-
dimientos existentes, ¿cómo se va a 
conseguir su simplificación?

En última instancia, la efectividad 
de la exigencia referida pasa necesa-
riamente por impulsar decididamen-
te los intercambios de información 
interadministrativos, debiéndose 
destacar a este respecto el avance que 
se ha producido en el ámbito estatal y 
por parte de algunas Administracio-
nes autonómicas. Y para ello, la inte-
roperabilidad surge como principal 
dificultad en muchos casos, no tanto 
por los inconvenientes jurídicos o 
tecnológicos sino, antes al contrario, 
por los problemas institucionales y 
organizativos derivados de las iner-
cias y dificultades propios de nuestro 
sistema político-administrativo.

Ante esta realidad, el impulso tec-
nológico y social que actualmente se 
está viviendo en las relaciones con 
los poderes públicos ha evidencian-
do que el modelo de gestión en que 
se basa la LAECSP se encuentra de-
finitivamente superado. En efecto, el 
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impulso del denominado Gobierno 
Abierto (Open Government) exige 
reforzar las posibilidades de trans-
parencia y acceso a la información, 
la participación del ciudadano y, 
asimismo, la colaboración entre los 
ciudadanos y las Administraciones 
Públicas. Se trata de principios, valo-
res e, incluso, derechos cuya vitalidad 
se ve reforzada como consecuencia 
del uso de los medios electrónicos, 
de manera que se está fortalecien-
do la demanda social de impulsar su 
utilización para reforzar el carácter 
democrático de las Administraciones 
Públicas. Sin embargo, la regulación 
de la LAECSP no se plantea la re-
gulación de tales aspectos, hasta el 
punto de que ni siquiera ha previsto 
un contenido mínimo para las sedes 
electrónicas. Será necesario, por tan-
to, esperar a que se culmine la tra-
mitación parlamentaria del Proyecto 
de Ley de Transparencia y Buen Go-
bierno para que, al menos, comiencen 
a darse pasos en esta dirección des-
de el punto de vista jurídico ya que, 
hasta el momento y salvo honrosas 
excepciones, las actuaciones han sido 
impulsadas por la buena voluntad y 
el compromiso a nivel político-ad-
ministrativo.

Nuevos actores
Junto a este importante desafío, tam-
poco podemos dejar a un lado las 
relevantes novedades a que estamos 
asistiendo en los últimos tiempos 
al margen de las previsiones de la 
LAECSP. Así, por una parte, el fenó-
meno del open data que, más allá de 
las posibilidades de acceder a la infor-
mación administrativa para proceder 
a su reutilización comercial, postula 
la necesidad de acceder a la misma en 
determinado formato interoperable 
que permita a terceros, ya sea con 
ánimo de lucro o no, prestar servicios 

propios orientados sobre todo a dis-
positivos móviles. O el imparable éxi-
to de las redes sociales como instru-
mentos para facilitar las relaciones y 
comunicaciones con los ciudadanos, 
cuya regulación debería abordarse 
más allá de las guías institucionales 
existentes en algunas Administracio-
nes, ya que los problemas jurídicos 
son ciertamente relevantes —titu-
laridad, responsabilidad, libertad de 
expresión del personal al servicio de 
las Administraciones Públicas…— y 
parece imprescindible reclamar una 
mayor seguridad jurídica. Finalmen-
te, sin ánimo exhaustivo, habría que 
destacar la denominada computación 
en la nube o cloud computing, para-
digma destacado de externalización 
en un contexto de crisis económica 
como el que vivimos, en relación con 
el cual, debe prestarse especial aten-
ción a las implicaciones que conlleva 
desde la perspectiva del régimen ju-
rídico aplicable; en particular, por lo 
que se refiere al potencial acceso a la 
información por parte de autorida-
des judiciales y gubernativas de otros 
Estados, así como a la necesidad de 
salvaguardar los intereses públicos a 
través de la adaptación de las corres-
pondientes garantías contractuales, 
ya que nos encontramos ante una 
auténtica moda que, al menos en la 
práctica, no siempre ofrece las opor-
tunas garantías jurídicas.

Así pues, a pesar las referidas difi-
cultades e insuficiencias, la LAECSP 
ha supuesto un hito decisivo para im-
pulsar la modernización de las Admi-
nistraciones Públicas en España, de 
manera que en la actualidad, dispo-
nemos de un marco jurídico adecua-
do para afrontar con suficientes ga-
rantías este proceso desde el punto 
de vista del Derecho. Más aún, la falta 
de desarrollo de la Administración 
electrónica en modo alguno se debe 

a los problemas jurídicos que plantea 
sino que, antes al contrario, obedece 
a una falta de confianza —y valen-
tía— en los niveles administrativos 
y, sobre todo políticos, de la fuerza 
transformadora que puede ofrecer la 
tecnología. Ciertamente las inercias, 
rutinas e intereses creados, así como 
la falta de visión, parece que se ter-
minan imponiendo en demasiadas 
ocasiones, frustrando así las posibili-
dades de modernización de nuestras 
Administraciones Públicas y, de paso, 
a quienes han venido esforzándose 
por evitarlo. Dadas las dificultades 
del actual contexto presupuestario, 
parece llegado el momento de exi-
gir a nuestros responsables políticos 
que apuesten decididamente por im-
pulsar el análisis económico serio y 
riguroso acerca de las ventajas que 
puede suponer la puesta en práctica 
las previsiones de la LAECSP, de ma-
nera que se evidencie hasta qué pun-
to la modernización e innovación 
tecnológicas —no el simple paso del 
soporte papel al digital— servirían 
para rediseñar nuestra anquilosada 
y desfasada Administración Pública. 
¿Volveremos a tener otra oportuni-
dad como esta?     

Dr. Julián Valero Torrijos
Universidad de Murcia

http://modernadministracion.blogspot.com.es/
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¿Qué piensan los 
destinatarios de
esta Ley?
CONSEJO EDITORIAL

DE BOLETIC

La penetración de la Ley 11/2007, de 22 de Junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los 
Servicios Públicos ha sido evaluada por algunos de los invitados a participar en el presente monográfico, 
profesionales que estuvieron implicados, de una forma u otra, en hacerla realidad. Para conocer la 
opinión de los destinatarios de la Ley, los ciudadanos, les hemos consultado. Seguidamente ofrecemos 
algunas impresiones a pie de calle de ciudadanos que utilizan la administración electrónica tanto en su 
vida personal como profesional.

la Ley 11/2007 a debate entre los ciudadanos
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Manuel Prol, Técnico 
de Telefónica

¿Utiliza la Administración 
Electrónica como particular? 
¿Qué trámites realiza de forma 
electrónica?
Si. Principalmente la declaración 
de la renta, consulta de datos y so-
licitud de certificados. 

¿Dispone usted de algún certi-
ficado electrónico? ¿Lo utiliza?
Si, un certificado de la FNMT y 
el DNIe. Son los que utilizo cuan-
do el trámite a realizar precisa de 
identificación del solicitante.

¿Qué ventajas le aporta la Ad-
ministración Electrónica? 
Rapidez y comodidad al no tener 
que solicitar cita ni esperar colas.

¿Ha tenido alguna dificultad a 
la hora de realizar un trámite 
electrónicamente?  ¿Cree que 
es sencillo realizar trámites 
electrónicamente?
No he tenido problemas. Aunque 
se necesita algo de conocimiento 
del proceso creo que, en general, 
es sencillo realizarlos.

¿Existe algún trámite que le 
gustaría realizar electrónica-
mente y no le es posible? ¿Qué 
mejoras propondría?
Creo que una vez que se ha iden-
tificado al usuario, éste debería 
poder realizar cualquier trámite 
como si estuviera en ventanilla.

¿Conoce la Ley 11/2007 de Ac-
ceso Electrónico de los Ciuda-
danos a los Servicios Públicos? 
¿Sabe que otorga a los ciudada-
nos el derecho de relacionarse 
electrónicamente con la Admi-
nistración Pública? ¿Cómo la 
valora?  
Sé que existe, pero poco más. La 
valoro positivamente mientras se 
garantice la confidencialidad de la 
información.

¿Cree que la utilización de las 
tecnologías de la información 
y las comunicaciones tiene un 
impacto positivo en la gestión 
de los servicios públicos?
Si. Se necesitan menos recursos 
por parte de la administración y 
permite la trazabilidad de los trá-
mites.   

Beatriz Hervás
Economista. Analista de riesgos.

¿Utiliza la Administración Electrónica 
como particular? 
La Administración Electrónica es un servicio 
que he empezado a utilizar hace unos meses, 
poco a poco y en función de las necesidades 
voy descubriendo nuevas gestiones que se 
pueden realizar. »
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 ¿Qué trámites realiza de forma 
electrónica?
Petición de cita médica, cambio de 
padrón, realización de la declara-
ción de la renta, consulta del catastro 
virtual, así como pago de impuestos 
online.

¿Dispone usted de algún certifica-
do electrónico?
En la última campaña de la Renta so-
licité certificado electrónico a través 
de la FNMT.  Precisamente lo utilicé 
para confeccionar la declaración de 
la Renta desde casa y presentarla te-
lemáticamente.

¿Qué ventajas le aporta la Admi-
nistración Electrónica? 
Fundamentalmente el ahorro de 
tiempo y comodidad al evitar tener 
que acudir al organismo correspon-
diente y esperar “tu turno”.

¿Ha tenido alguna dificultad a la 
hora de realizar un trámite elec-
trónicamente? 
En general no, pero sí es cierto que 

el sistema de petición implantado 
para solicitar cita médica en mi Cen-
tro de Atención Primaria en Madrid 
funciona deficientemente. Las citas 
disponibles en internet no coinciden 
con las que te proporcionan si acudes 
de forma presencial al Centro de Sa-
lud. Online, proporcionan citas para 
un plazo mínimo de 3 ó 4 días, mien-
tras que acudiendo al centro de salud 
la cita es para el día siguiente o 2 días 
a lo sumo.

¿Cree que es sencillo realizar trá-
mites electrónicamente?
Normalmente sí, al menos en mi ex-
periencia como particular hasta el 
momento.

¿Existe algún trámite que le gus-
taría realizar electrónicamente y 
no le es posible? 
Solicitud inicial de tarjeta sanitaria 
europea.

¿Conoce la Ley 11/2007 de Acceso 
Electrónico de los Ciudadanos a 
los Servicios Públicos?

¿Sabe que otorga a los ciudadanos 
el derecho de relacionarse elec-
trónicamente con la Administra-
ción Pública? ¿Cómo la valora?  
Si, la conozco. La valoro muy satis-
factoriamente dada la agilidad que 
aporta a gestiones cotidianas y que 
hasta hace un tiempo implicaban 
tiempo y trámites que se simplifican 
al realizarlas electrónicamente.

¿Cree que la utilización de las tec-
nologías de la información y las 
comunicaciones tiene un impacto 
positivo en la gestión de los servi-
cios públicos?
Sí, ya que permite y facilita la reali-
zación de gestiones administrativas 
a nivel personal de una forma casi 
inmediata y simplifican los trámites 
tanto al usuario como a los funcio-
narios.   

Antonio Salgado Alonso
Director de Finanzas y Servicio Postventa
MIELE, S.A.U.

¿Utiliza la Administración Electrónica en su labor 
profesional? ¿Qué trámites realiza de forma electró-
nica?
Creo que, en los últimos años, ha habido un gran avan-
ce en la modernización de la administración y el acceso 
a recursos electrónicos en la misma. En Miele, usamos 
de forma extensiva la administración electrónica. En el 
departamento de contabilidad y controlling —responsa-
bles de la presentación de impuestos y cuentas anuales— 
todos los trámites se realizan ya de forma electrónica, 
especialmente en relación con la Agencia Tributaria y el 
Registro Mercantil, y en el departamento de Recursos 
Humanos, en su relación con la Seguridad Social y el 
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Servicio Público de Empleo. 
Creo que el concepto de ventani-
lla única desarrollado con el portal 
www.060.es es muy beneficioso para 
conocer las alternativas que ofrece la 
administración a las empresas para 
relacionarse de forma electrónica.

¿Dispone usted de algún certifica-
do electrónico? ¿Lo utiliza?
Tengo tanto un certificado electró-
nico personal como otro de empresa 
a mi nombre emitidos por la FNMT. 
El certificado de empresa es el que 
delego en los trabajadores de los de-
partamentos correspondientes para 
que hagan los trámites electrónica-
mente. Es un certificado que se usa 
continuamente.

¿Qué ventajas le aporta la Admi-
nistración Electrónica? ¿Es posi-
tivo para su actividad profesional? 
¿Podría explicarnos el ahorro de 
costes que le supone?
Fundamentalmente ganamos en 
flexibilidad, por la capacidad de in-
teraccionar con la administración en 
cualquier momento, sin necesidad 
de desplazamientos a ventanillas en 
oficinas, que en Madrid, puede ser 
una gran pérdida de tiempo. Permite 
además trabajar de forma más efi-
ciente, puesto que en muchos casos 
la transferencia de información es di-
recta desde el sistema de gestión de la 
compañía (SAP) a la Administración, 
sin apenas manipulación por parte de 
los usuarios.
Hacer una cuantificación de ahorro 
de costes es complejo, puesto que la 
implantación del uso de la adminis-
tración electrónica ha sido gradual, 
pero en un departamento de 8 per-
sonas se puede estimar entre un 10% 
y un 15%.
¿Existe algún trámite que le gus-
taría realizar electrónicamente 

y no le es posible? ¿Qué mejoras 
propondría?
Hay ciertos trámites que aún exigen 
personarse en las oficinas, como por 
ejemplo, abrir una cuenta de cotiza-
ción en la seguridad social. En gene-
ral, la aportación de documentación 
(poderes, escritura de constitución 
de la empresa, etc…) se exige todavía 
en papel. Dado que el Registro Mer-
cantil está completamente informa-
tizado y que uno de los objetivos de la 
“virtualización” de la Administración 
era que no se solicite a los ciudadanos 
información que está disponible en 
los sistemas… ahí hay aún margen de 
mejora.

¿Conoce la Ley 11/2007 de Acceso 
Electrónico de los Ciudadanos a 
los Servicios Públicos? ¿Sabe que 
otorga a los ciudadanos el derecho 
de relacionarse electrónicamente 
con la Administración Pública? 
¿Cómo la valora?  
Creo que esta Ley supuso un gran 
impulso al acercamiento de la ad-
ministración a los ciudadanos. En 
mi opinión, a partir de 2010, a raíz 
de la publicación del Real Decreto 
que la desarrolla se han impulsado 
realmente los servicios electrónicos 
y han marcado el camino correcto 
para el futuro de la administración.

¿Cree que la utilización de las tec-
nologías de la información y las 
comunicaciones tiene un impacto 
positivo en la gestión de los servi-
cios públicos?
La verdad es que no creo que haya 
otra manera de dar un buen servicio 
público. Los trámites más habituales 
se ven mejorados por los ahorros de 
tiempo y costes de papel, impresión, 
etc… que multiplicados por su fre-
cuencia implican importantes efi-
ciencias y aquellos que se realizan 

esporádicamente, al estar en la red, 
permiten que el ciudadano haga au-
toservicio, evitando costes de forma-
ción en la administración.

Y en el caso de su actividad pro-
fesional, ¿cómo le afecta positiva-
mente la utilización de las TICs?
Personalmente he dejado de utilizar 
papel prácticamente de forma total. 
Las combinaciones de dispositivos 
electrónicos —Laptops, tablets, 
smartphones— permiten la flexibili-
dad necesaria para ser competitivos 
en nuestro mercado. Un ejemplo de 
la empresa. En el año 2010 implanta-
mos un sistema de gestión de rutas de 
los técnicos (que reparan los electro-
domésticos). Esto nos ha permitido 
aumentar la satisfacción del cliente 
al ser capaces de dar cita previa en la 
reparación —día y tramo horario— y 
optimizar las rutas. 
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Luis García Ríos
Gerente DESAMIANTA S.A
Empresa de Servicios de Des-
contaminación Ambiental y Re-
tirada de Materiales con Amian-
to.

¿Utiliza la Administración Elec-
trónica en su labor profesional? 
¿Qué trámites realiza de forma 
electrónica?
En un principio, salvo las gestiones 
de la gestoría en personal (certifica-
dos de empresa), las consultas para  
el NIMA (número de identificación 
ambiental), REA (registro de empre-
sas acreditadas) y RERA, (Registro 
de empresas con riesgo de amianto), 
no se realizan otras consultas o trá-
mites electrónicos. 

¿Dispone usted de algún certifica-
do electrónico? ¿Lo utiliza?
No

¿Qué ventajas le aporta la Admi-
nistración Electrónica? ¿Es posi-
tivo para su actividad profesional? 
¿Podría explicarnos el ahorro de 
costes que le supone?
El ahorro de costes viene dado en 
lo relativo a la pérdida de tiempo 
del personal de estructura en reali-
zar trámites en persona, o en otros 
como proporcionar documentación 
a los empleados de forma presencial, 
como por ejemplo, el certificado de 
empresa para gestionar las prestacio-
nes por desempleo…

¿Existe algún trámite que le gus-
taría realizar electrónicamente 
y no le es posible? ¿Qué mejoras 
propondría?
Sí, los trámites para Entregar Do-
cumentación Preventiva de Empre-
sa relacionados con los trámites del 
Real Decreto 396/2006 que inclu-
yen la formación de los trabajadores, 

equipos de trabajo, aptos médicos, 
etc. y, adicionalmente, una comu-
nicación de inicio de los trabajos al 
IRSHT (instituto regional de segu-
ridad e higiene en el trabajo) y orga-
nismos provinciales análogos.

¿Conoce la Ley 11/2007 de Acceso 
Electrónico de los Ciudadanos a 
los Servicios Públicos? ¿Sabe que 
otorga a los ciudadanos el derecho 
de relacionarse electrónicamente 
con la Administración Pública? 
¿Cómo la valora?  
La desconozco en texto, únicamente 
su promulgación. La valoro, desde 
el desconocimiento, como un ele-
mento a evaluar los costes desde la 
redacción de la ley hasta su aplica-
ción frente al número de ciudadanos 
que emplean el servicio y establecer 
si esos costes son primordiales para 
el ciudadano frente a otros aspectos 
sociales.

¿Cree que la utilización de las tec-
nologías de la información y las 
comunicaciones tiene un impacto 
positivo en la gestión de los servi-
cios públicos?
En mi experiencia el servicio público 
siempre acaba pidiendo que te per-
sones con un bloc de folios impresos 
para que los selles.

Y en el caso de su actividad pro-
fesional, ¿cómo le afecta positiva-
mente la utilización de las TICs?
Sinceramente no me afecta. En el 
cargo que ocupo, la agilidad del trá-
mite, si es necesario, la subsano con 
el esfuerzo personal.   
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La seguridad como 
un proceso integral

POR pilar viñado

El Esquema Nacional de Seguridad tiene como principal objetivo “…la creación de las condiciones 
necesarias de confianza en el uso de los medios electrónicos, a través de medidas para garantizar 
la seguridad de la información gestionada por los servicios de administración electrónica…..”. Todos 
los profesionales TIC conocemos en detalle el concepto de seguridad, y también somos conscientes 
de sus implicaciones  prácticas y, por lo tanto, de la debilidad del propio concepto, entendido como 
referencia de un objetivo a conseguir. 

ADECUACIÓN AL ESQUEMA NACIONAL DE SEGURIDAD DE LOS SERVICIOS 

DE ADMINISTRACIÓN-E DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE MODERNIZACIÓN 

ADMINISTRATIVA
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Por eso el ENS enfoca su aten-
ción y expone como un prin-
cipio básico contemplar la 

seguridad como un proceso integral, 
“…constituido por todos los elemen-
tos técnicos, humanos, materiales y 
organizativos, relacionados con el 
sistema. La aplicación del Esquema 
Nacional de Seguridad estará presi-
dida por este principio, que excluye 
cualquier actuación puntual o trata-
miento coyuntural”. 

Por otro lado el ENS, en su Artí-
culo 39, nos indica claramente, como 
un requisito mínimo,  que la seguri-
dad se debe de implementar integrada 
con el Ciclo de Vida de los Servicios 
de Administración Electrónica con 
los correspondientes procedimien-
tos de control, que se integren con 
el marco metodológico de desarrollo 
de aplicaciones (media mp.sw.1).  

También como punto importante 
señala el ENS, aunque en mi opi-
nión de una manera discreta, que la 
articulación de la seguridad pasa por 
disponer de un Sistema de Gestión 
de la Seguridad de la Información 
(SGSI) que se deberá estructurar, se-
gún el Artículo 26, mediante un ciclo 
de mejora continua.  

Con el enfoque que este marco 
legislativo nos ofrece, nos es fácil en-
contrar uno metodológico que nos 
permita llevar a la práctica la implan-
tación del ENS.

Como pilar importante contamos 
con la norma ISO/IEC 27001 que 
enfoca la atención en cómo abordar 
la implementación del SGSI, basado 
en el Ciclo de Deming: PDCA (Pla-
nificar, Hacer, Control y Evaluación, 
Mantener). Cada una de las fases de 
PDCA identifican una serie de activi-
dades a llevar a cabo para conseguir la 
Planificación, Definición, Desarro-
llo y Despliegue del SGSI, así como 
su puesta en Operación a través de las 

fases de Control y Evaluación y la de 
Mantenimiento. 

En la definición del SGSI aporta-
da por el ENS, en la línea de la propia 
definición recogida en la norma ISO/
IEC 27001, se especifica claramente 
el tipo de componentes que constitu-
yen el SGSI: La estructura organiza-
tiva, Las Políticas, las actividades de 
Planificación, las Responsabilidades, 
las prácticas Los procedimientos Los 
procesos y Los recursos.

Vemos como el SGSI, entendido 
como tal Sistema de Gestión,  está 
constituido por activos que corres-
ponden a capacidades (Estructura 
Organizativa, Políticas, Planifica-
ción, Responsabilidades, Prácticas, 
Procesos, Procedimientos) y re-
cursos (Herramientas Preventivas, 
Reactivas, y Reductivas,  integradas 
en un Sistema de Información pro-
pio) y personas. 

A su vez, los Servicios de Adminis-
tración Electrónica a proteger bajo el 
marco del ENS, están organizados, 
si tomamos como referencia buenas 
prácticas como ITIL,  en sus propias 
capacidades (Organización, Siste-
mas de Gestión del Servicio, etc.), 
recursos (Información, Instalaciones 
e Infraestructuras, Comunicaciones, 
Equipos, Aplicaciones, Servicios TI 
de apoyo, Soportes, etc.) y personas.

Si vemos la estructuración del 
ENS, las medidas de seguridad están 
orientadas a:
•Regular las Capacidades del SGSI 
mediante medidas de seguridad del 
marco organizativo (org) y del marco 
operacional (op).
•Especificar requisitos para los Re-
cursos del propio SGSI, mediante 
medidas operacionales y medidas de 
protección (mp).
•Protección de los diferentes tipos 
de Recursos propios de los Servicios 
Regular Responsabilidades y Capa-

cidades de las Personas que gestio-
nan la seguridad (principalmente en 
mp.per).

Adecuación en la DG  
de Modernización
Con la amplia visión anteriormente 
descrita ¿Cómo se ha enfocado en la 
Dirección General de Moderniza-
ción Administrativa, Procedimien-
tos e Impulso para la Administración 
Electrónica el proyecto de adecua-
ción al ENS? 

Partiendo de unos índices de buen 
nivel de cumplimiento en las medi-
das de protección de los Recursos 
de los Servicios de Administración 
Electrónica, el enfoque se ha basado 
en dar prioridad a la Planificación, 
Definición e Implantación del SGSI, 
basado en las siguientes directrices:

1.- Estructurar el SGSI según la 
ISO/IEC 27001 identificando así los 
Tipos de Actividad requeridos para la 
construcción, mantenimiento y me-
jora continua del mismo.

2.- Considerar al SGSI como un 
elemento más del Ciclo de Vida del 
Servicio de acuerdo a las buenas 
prácticas de ITIL v3.0, teniendo 
muy en cuenta que las actividades re-
queridas ISO/IEC 27001 deben de 
estar adecuadamente integradas con 
las actividades propias de gestión del 
ciclo de vida del servicio.

3.- Articular dichas actividades en 
procesos y procedimientos identifi-
cando claramente:
•Procesos y Procedimientos Centra-
les del propio SGSI.
•Interfaces que estos Procesos y Pro-
cedimientos tiene con los Proceso 
del Ciclo de Vida del Servicio (ITIL 
v3.0)
•Interfaces con Procesos Soporte
•Interfaces con Procesos del Nego-
cio.

4.- Analizar detalladamente el »
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ENS (incluidas las Guías CCN-
STIC correspondientes)  y trazar su 
contenido con el fin de identificar los 
requisitos propios del ENS a tener 
en cuenta en la definición del SGSI, 
yendo así a una actuación de defini-
ciones de un SGSI específico para el 
ENS,  contemplando sólo como re-
ferencia modelos de SGSI existentes 
basadas en otro marco de controles o 
medidas de seguridad ya conocidos 
en el mercado.

5.- Dar prioridad en la definición 
e implementación del SGSI al desa-
rrollo del Marco Normativo, como 
componente estratégico de las capa-
cidades del mismo, a la vez  que se 
convierte en la definición propia del 
SGSI, a nivel de:
•Políticas que marcan el funciona-
miento del SGSI
•Procesos y Procedimientos en los 
que se estructura el SGSI.
6.- Identificar claramente  en el nivel 
de detalle requerido por el ENS, las 
responsabilidades de todos los com-
ponentes de la estructura organizativa 
de seguridad con el fin de:
•Difundir y Concienciar al equipo 
de la estructura organizativa, que ac-
tualmente está gestionando el ciclo de 
vida de los servicios, sobre esta nor-
mativa de seguridad, haciendo  espe-
cial hincapié en las responsabilidades 
que asumen.
•Producir de esta forma el marco para 
una integración práctica, de la norma-
tiva y actividad requerida por el SGSI, 
por los profesionales de esta Direc-
ción General, que ya siguen unas bue-
nas prácticas de la gestión TIC.

7.- Una vez consolidado a nivel 
normativo en la práctica el SGSI, se 
puede ya abordar su nivel operativo, 
para así integrar herramientas de pro-
tección en un sistema de gestión inte-
grado de información, que de soporte 
al SGSI.

El ENS nos ha aportado un marco 
legislativo común para la protección 
de los Servicios de Administración 
Electrónica. También nos ha reque-
rido una Plan de Adecuación al mis-
mo que cada organismo debe de eje-
cutar. Pero todos coincidiremos en 
la obviedad de  que hay muchos de 
los elementos requeridos por el ENS 
que pueden ser compartidos. Entre 
ellos, un modelo de marco normati-
vo.  E inevitablemente, según la co-
yuntura económica actual en la que 
se encuentran las AAPP, es necesario 
por responsabilidad legal y profesio-
nal, seguir protegiendo nuestros ser-
vicios de amenazas gobernadas por 
grupos de interés que es posible que 
cuenten con muchos más recursos 
de los que nosotros contamos. Por 
ello, se hace imprescindible enfo-
car la seguridad de los Servicios de 
Administración Electrónica, de una 
manera global, y llegar así a norma-
tivas e infraestructuras operativas de 
protección de la seguridad comunes. 

Uno de los escritores que me ins-
piran en el día a día, J. Krishanmurti, 
dijo que la seguridad sólo es posible 
desde una vivencia de unidad. ¿Pode-
mos hacer algo al respecto?

Por mi parte, y por parte de esta 
Dirección General, estamos abiertos 
a generar esa Unidad en este objetivo 
tan importante de ofrecer servicios 
confiables a los usuarios de la Admi-
nistración Electrónica.    

Pilar Viñado Villuenda
Consejera Técnica

SG Modernización Administrativa,
Procedimientos e Impulso 

a la Administración Electrónica



Elaborado por el Observatorio Nacional de las 
Telecomunicaciones y de la Sociedad de la Infor-
mación (ONTSI), la 5ª edición del informe “La 

Sociedad en Red 2011” recopila indicadores nacionales e 
internacionales referentes a distintos ámbitos de nuestra 
sociedad que permiten conocer la evolución y pronosti-
car nuevas tendencias. Incluye, entre otros, dos capítulos 
muy novedosos, uno sobre el cloud computing y otro so-
bre las redes sociales.

Tal y como afirmó Pedro Martín Jurado, Director 
del Observatorio, en la presentación del Informe “solo 
desde el conocimiento de la realidad es posible estable-
cer diálogos constructivos con empresas y ciudadanos y 
políticas sostenibles de impulso de las tecnologías y sus 
industrias”.

El informe del ONTSI destaca que 28 millones de 
ciudadanos disponen ya de DNI electrónico.  El 99% de 
los procedimientos de alto impacto de la Administración 
General del Estado son totalmente accesibles en Internet.  
Las Tecnologías de la Información y la Comunicación se 
consolidan como un instrumento básico para mejorar los 
servicios públicos. 

Un hecho de especial relevancia es el nivel de desarro-
llo de los considerados 20 servicios públicos digitales bá-
sicos por la Unión Europea que alcanza el 100% entre las 
empresas y el 97% entre los ciudadanos españoles. Ade-
más, durante 2011 se produjeron más de 66,8 millones de 
validaciones electrónicas de la plataforma de certificados 
y firma electrónica @firma. 

Por otro lado, existen cuatro áreas clave para el im-
pulso de la Administración Electrónica: Sanidad; Justicia; 
Educación; y la reutilización de la información pública.  
En el ámbito sanitario, el 90% de los centros de salud y el 
86% de los médicos de atención primaria dispone/usa la 
Historia Clínica Electrónica. Además, la cita previa por 
Internet está implantada en el 92% de los centros de sa-
lud.

En cuanto a la justicia, 2.364 juzgados de paz  están 
informatizados y haciendo uso de la herramienta Inforeg 
para la gestión de procedimientos registrales. Además, 
13.091 tomos de registros ya se encuentran digitaliza-
dos.  

La educación es otro de los ámbitos importantes en la 
Administración Electrónica. A nivel nacional, se ha desa-
rrollado un repositorio federado de contenidos digitales 
conocido como “Proyecto Agrega”. En cuanto a infraes-
tructuras, se ha actuado en infraestructuras y capacitación 
de docentes en 1.990 centros educativos en regiones de 
convergencia. 

El resumen ejecutivo del informe se encuentra dispo-
nible en: http://www.ontsi.red.es/ontsi/es/estudios-informes/
informe-anual-2011-edicion-2012.    

 

“Los ciudadanos españoles pueden acceder a la práctica 
totalidad de los procedimientos de la Administración 
General del Estado por Internet”

Según el Informe “La Sociedad en Red” que ya va por su 
quinta edición

ACTUALIDAD
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E
sperado con ilusión llegó el 8 de octubre de 2010, día 

que todos nosotros recordaremos, ya que se publicó 

nuestro nombramiento en el BOE como funcionarios 

de carrera del Cuerpo Superior de Sistemas y Tecnolo-

gías de la Información de la Administración del Estado 

(http://www.boe.es/boe/dias/2010/10/08/pdfs/BOE-

A-2010-15368.pdf). También ese día tuvo lugar la clausura 

del curso selectivo y la entrega de los títulos en un acto 

celebrado en la sede del INAP de la calle Atocha.

Fue la culminación de un arduo proceso, que a casi todos 

se nos hizo eterno. Durante la fase de oposición comparti-

mos experiencias, horas de estudio y de esfuerzo, cono-

cimientos y nervios, no solo con aquellos que finalmente 

superamos el proceso, sino también con otros compañeros, 

muchos de ellos valiosos profesionales, que por diversos 

motivos se fueron quedando por el camino. 

Una vez finalizada la fase de oposición, 66 personas co-

menzamos el curso selectivo en la sede del INAP de la calle 

Atocha. Aunque, debido a su número, la promoción tuvo 

que dividirse en dos grupos con distintos horarios, entre 

todos conseguimos conocernos un poco mejor creando la-

zos que se mantienen a día de hoy, tanto a nivel profesional 

como personal. 

El curso selectivo estuvo compuesto de varios módulos 

sobre diversas materias necesarias para abordar el trabajo que 

nos esperaba como parte del colectivo de directivos, grupo A1, 

de la Administración Pública. Por nombrar solo unas pocas, 

ampliación del conocimiento del Procedimiento Administrativo 

o de la Administración Electrónica, aprendizaje de técnicas 

sobre Habilidades Directivas e Inglés.

Además, parte del curso selectivo consistió en la realización 

de 2 meses de prácticas. Durante este periodo realizamos 

tareas “de la vida real” en distintos organismos públicos, lo que 

supuso una buena iniciación a nuestra futura vida profesional.

Como broche final, tuvimos la suerte de ampliar nuestra 

formación con el curso “Institutions, Policies and New Tech-

nologies in the European Union” en el European Institute of 

Public Administration (EIPA), en Maastricht. 

Una vez finalizado el curso selectivo, y elegidos los desti-

nos, comenzó el camino casi en solitario de cada uno de no-

sotros. Casi, porque la promoción permanece en contacto, 

utilizando como medio habitual de comunicación el grupo 

tics_xviii_2010@googlegroups.com.  A través de este grupo 

compartimos comentarios, consultas relacionadas con la 

labor profesional, y también acontecimientos personales.

Aunque nuestra promoción ha sido una de las más 

numerosas, la tendencia posterior ha sido la de disminuir 

el número de plazas ofertadas. La justificación, claro está, 

es la crisis económica. Precisamente por ese motivo, para 

poder salir de esta crisis, e impulsar el crecimiento y el 

empleo, la tendencia deberá cambiar para acoger a más 

profesionales TIC, cada vez más necesarios en la Adminis-

tración Pública. 

De esa manera, podrá desarrollarse completamente la 

ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los 

ciudadanos a los Servicios Públicos (http://www.boe.es/

buscar/doc.php?id=BOE-A-2007-12352), la Agenda Digital 

para España (en consulta pública, http://www.agendadigi-

tal.gob.es, a fecha de la redacción de este artículo), y por 

tanto, la Agenda Digital para Europa (http://ec.europa.eu/

information_society/digital-agenda/index_en.htm) 

Ya se ha hecho mucho gracias a los excelentes profesio-

nales TIC (y no TIC) que se encontraban en la Administra-

ción antes de nuestra llegada. Pero queda mucho por hacer, 

como hemos ido comprobando cada uno de nosotros al 

incorporarnos a nuestros destinos.

LA XVIII PROMOCIÓN TIC
por  Guadalupe Muñoz Martín 

SOCIA DE ASTIC
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LA XVIII PROMOCIÓN TIC
Perfíl de la XVIII Promoción
Para tener una idea más general del perfil de la promoción, 

a continuación se presentan brevemente algunos datos 

estadísticos. 

La edad media de los componentes de la promoción se 

sitúa en torno a los 33 años, siendo 25 y 51 años la edad de 

la persona más joven y de la mayor, respectivamente (figura 

1). Con respecto al número de hombres y mujeres, los pri-

meros suponen un 60% frente al 40% de mujeres (figura 2).

Por otro lado, teniendo en cuenta las titulaciones, son 

mayoría las Telecomunicaciones y la Informática (figura 3).

Si tenemos en cuenta la vida laboral, es una promoción, 

en línea con las anteriores, con amplia experiencia profesio-

nal. Tanto a nivel temporal, con una media de 9 años (figura 

4), como en relación al área de trabajo, con mayoría en la 

rama de Desarrollo (figura 5)

La XVIII Promoción en el acto de clausura 
del curso selectivo

»
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FIGURA 1. EDAD

FIGURA 2. SEXO

FIGURA 3. TITULACIÓN
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Entrevistas de la XVIII Promoción
Como muestra representativa, y para conocernos un poco 

mejor, un grupo de compañeros hemos redactado una des-

cripción de nuestro actual puesto de trabajo, que se detalla 

a continuación por orden alfabético de apellidos.

Ana Arredondo Macua
Jefe de Área de Desarrollo Vertical
S.G. de Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones
Ministerio de Economía y Competitividad
C/ Albacete 5,  28027 Madrid

¿Podrías describir brevemente tu 
puesto de trabajo?
Llevo el área de desarrollo vertical 

dentro del Ministerio de Economía y 

Competitividad,  concretamente de la 

Secretaría de Estado de de Investiga-

ción, Desarrollo e Innovación (anterior Ministerio de Ciencia 

e innovación).  Este área comprende la sistematización 

del ciclo completo de vida (desde la presentación de las 

solicitudes, pasando por la tramitación y  evaluación, 

hasta el seguimiento económico y científico técnico) de las 

diferentes convocatorias y procedimientos que anualmente 

se convocan. Son del orden de 26 convocatorias lanzadas 

FIGURA 4. AÑOS DE EXPERIENCIA LABORAL

FIGURA 5. ÁREAS DE EXPERIENCIA LABORAL

»



64 | boletic 

ASTIC

anualmente procedentes de dos direcciones generales que 

aglutinan 15 subdirecciones generales. 

¿Qué destacarías de tu puesto de trabajo?
Lo más estimulante es el trabajo en equipo de un gran 

número de profesionales procedentes de varias empresas 

privadas junto con  funcionarios de nuestro sector con una 

gran capacidad para  resolver con diligencia y creatividad 

las diferentes necesidades de nuestros usuarios finales 

(entre los que se encuentran ciudadanos y empresas 

beneficiarias, gestores de las convocatorias, evaluadores, 

dirección…), cumpliendo con unos plazos de entrega esta-

blecidos en el BOE.

¿Qué cambiarías?
El actual contexto de crisis que nos rodea y la carencia de 

un sistema de seguimiento y evaluación  del desempeño 

y de la productividad  no es el caldo de cultivo más propi-

cio para animar a la superación y mejora continua. Aquí 

se podrían realizar cambios que tendrían un indudable 

impacto en la gestión del  personal en la Administración.  

No se trataría de llegar a la perfección sino de proveer de un 

sistema de establecimiento y seguimiento de la consecu-

ción de objetivos medibles y una retribución coherente con 

los mismos. 

¿Qué proyectos estás llevando?
Somos todo un equipo el que trabajamos en la adaptación 

a la Ley 11/2007 de  las diferentes fases del ciclo de vida 

de las convocatorias y procedimientos. Lleva realizándo-

se masivamente y en toda su extensión desde 2010. Los 

solicitantes y/o beneficiarios disponen de una carpeta 

virtual de expedientes que les facilita enormemente realizar 

el seguimiento de las diferentes actuaciones, notificacio-

nes y comunicaciones relativas a sus expedientes.  Hemos 

unificado los procesos de tramitación, evaluación, y ya 

en 2012, los procesos de seguimiento científico técnico y 

económico. Cabe destacar además la puesta a disposición 

de la dirección un cuadro de mando que les facilita la visión 

del esfuerzo realizado por parte de la Secretaría de Estado 

de de Investigación, Desarrollo e Innovación.

Alfonso Berral López
Jefe de Área de Unidad de Informática
Dirección General  de Tráfico
Ministerio del Interior
C/ Páez de Rivera, 4. 41071, Sevilla

En línea con las actividades que he ido 

desarrollando a lo largo de mi trayecto-

ria laboral en la Administración el 

Cuerpo de Gestión de Sistemas e 

Informática,  mi foco principal se 

encuentra en la dirección de proyectos 

de Administración Electrónica. 

La DGT es una organización que ofrece servicios electró-

nicos de gran impacto para los ciudadanos y empresas, 

tanto desde el punto de vista cualitativo como cuantitativo. 

La puesta a disposición de cualquiera de estos servicios 

tiene unas implicaciones muy directas en el ecosistema del 

Tráfico y la Seguridad Vial. 

Son muchos los ahorros de costes que puede generar la 

internetización de muchos de los servicios que ofrecemos. 

No debemos de olvidar el papel que tienen las Adminis-

traciones, y concretamente la DGT,  como facilitadores o 

dinamizadores de la economía. 

Entre los proyectos que coordino se encuentran las Notifica-

ciones electrónicas, Registro electrónico de apoderamien-

tos,  Registro electrónico,  sistema de gestión documental 

corporativo o sistemas de pago. 

En estos tiempos que corren,  tenemos entre los objetivos 

principales la racionalización del gasto, a través de la im-

plantación de proyectos en los que se incorporen servicios 

intermediados, reutilización de productos o aplicación de 

soluciones de software libre.  Y, como he citado, buscando 

soluciones que tengan un beneficio muy directo para ciu-

dadanos, empresas, colaboradores del organismo (autoes-

cuelas, centros de reconocimiento, fabricantes, gestorías 

administrativas, etc.) u otras Administraciones.

Nuestro hilo conductor, al margen de las especificaciones 

y normas sectoriales en materia de tráfico, viene marcado 

por la Ley 11/2007 y toda su normativa de desarrollo.
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Esther Bravo Barquero
Técnico Superior Proyectos Informáticos
Subdirección General Nuevas Tecnologías de la Justicia
Ministerio de Justicia
C/ Luis Cabrera 9, Madrid 

El puesto que he desempeñado desde 

que tomé posesión de la plaza en la 

Subdirección General de Nuevas 

Tecnologías de la Justicia (SGNTJ) 

consiste en la gestión de los proyectos 

que se llevan a cabo dentro del área de 

Registros Civiles (RRCC).  Concretamen-

te  de las aplicaciones relacionadas con la Gestión de 

Expedientes de los Registros Civiles. Las funciones princi-

pales que he desempeñado en el día a día han sido la 

planificación y control de los diferentes proyectos. 

Al ser mi primer trabajo en la administración, lo que más 

destacaría de este período de tiempo, ha sido el amplio 

conocimiento que he adquirido del funcionamiento de la 

misma.  Además, he tenido la oportunidad de trabajar con 

un equipo que me ha permitido crecer profesionalmente. 

También me gustaría resaltar que gracias a lo novedoso de 

los proyectos, he aprendido algo nuevo cada día. 

Dentro de poco, empezaré una nueva etapa en la Subdirec-

ción donde voy a entrar a formar parte de la Oficina de Pro-

yectos, responsable de la coordinación y el control global 

de todo el trabajo de los proyectos a lo largo de la SGNTJ. 

Espero que esta nueva etapa sea tan productiva como la 

que he vivido hasta ahora. 

Teresa Frias Sánchez
Jefe de Servicio de Sistemas Informáticos 
Coordinación de Sistemas de la Información
Agencia Estatal de Seguridad Aérea
Avda. General Perón, 40. Madrid

¿Podrías describir brevemente tu 
puesto de trabajo?
Mis funciones actuales en el puesto de 

trabajo están orientadas a la gestión de 

proyectos de tecnologías de la informa-

ción en los que participo en todo el ciclo 

de vida, desde el estudio de viabilidad 

del sistema, estudio de distintas alternativas, reuniones con 

proveedores, contratación de los servicios, toma de requi-

sitos, análisis, desarrollo, puesta en producción y manteni-

miento de los mismos. Además estoy muy involucrada en 

temas de contratación.

¿Qué destacarías de tu puesto de trabajo? 
¿Qué cambiarías?
Destacaría la posibilidad que da el puesto de tener una 

visión tanto técnica como organizativa de los proyectos, el 

dinamismo del trabajo y la capacidad de aprendizaje que 

conlleva. Mejorara la necesidad que existe de estándar 

procedimientos de trabajo y usar metodologías.

¿Qué proyectos estás llevando?
Los proyectos que llevo están orientados a la parte horizon-

tal de tecnologías de la información, entre los que destacan:

•Sistema de control de accesos (fichajes) y control de pre-

sencia (cumplimiento horario) basado en el uso de tarjetas 

de proximidad que permiten además la apertura de puertas 

del edificio. Estas tarjetas llevan incorporado un chip donde 

se aloja el certificado de funcionario público  usado en pro-

cedimientos que incorporan la firma electrónica.

•Creación de una nueva web corporativa alojada en tecnolo-

gía Azure de Microsoft bajo el paradigma de Cloud Com-

puting y que se publicará en producción en los próximos 

meses.

•Plataforma de pago de tasas, plataforma de firma electró-

nica, plataforma de comprobación documental de docu-

mentos y plataforma de notificaciones por comparecencia 

en sede electrónica.

•Publicación de contenidos en la Intranet de AESA. Además, 

actualmente se está llevando a cabo un proyecto de diseño 

y programación de la Intranet de la Agencia para mejorar su 

estructura y elementos visuales que se está abordando con 

recursos internos y el cual estoy liderando.

•Por último estoy colaborando en el estudio de nuevos pro-

yectos a abordar como la puesta en marcha de un sistema 

de gestión documental único y un sistema de definición de 

flujos de trabajo electrónicos. »
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Antonio Gándara Maeztu
Responsable de Integración. 
Área de explotación y servicios de la Dirección 
General de Tráfico.
Ministerio del Interior
Calle de Josefa Valcárcel, 28, 28027 Madrid

¿Podrías describir brevemente tu 
puesto de trabajo?
El trabajo del equipo de integración, 

formado por dos gestores de negocio y 

yo mismo, se desempeña en el ámbito 

que intersectan las áreas de calidad, 

desarrollo y sistemas. Concretamente 

nos encargamos de la puesta en productivo de los distintos 

servicios desarrollados por la Dirección General de Tráfico.

Para el área de Calidad proporcionamos las auditorías de 

sistemas que se consolidarán  en el Informe General. Ade-

más colaboramos en la definición de la Guía de Desarrollo 

(http://www.dgt.es/portal/es/comunicaciones_empresas/

especificaciones_informaticas/especificaciones_informati-

ca017.htm) y en la definición de numerosas plantillas.

Con las áreas de Desarrollo tenemos una doble faceta. Por 

un lado de valedores en el Departamento de Sistemas dan-

do seguimiento a sus asuntos ya sean puestas en produc-

ción, así como incidencias en los servicios. De esta manera 

Sistemas no pierde el foco de la visión de Desarrollo. 

Por otro lado, tenemos una faceta auditora, ya que pedimos 

unos requisitos de entregas y somos vigilantes con la co-

rrecta puesta en marcha de los servicios. En función de los 

resultados, se realizan los informes de auditoría vinculantes 

en las recepciones de los servicios. 

Para Sistemas, actuamos dando fluidez hacia Desarrollo 

con las necesidades de Explotación, preparando asuntos 

para el comité de cambios, gestionando el catálogo de 

servicios, impulsando temas atascados con las Áreas de 

Desarrollo (bugs reportados), necesidades de cambios 

motivadas por incidencias, puesta formal en producción, 

haciendo de nexo entre las guías de Calidad y Sistemas…

Además, en mi faceta de responsable elaboro informes 

semanales con la actividad de los servicios de forma que se 

pueda hacer un seguimiento de los equipos de desarrollo, 

en términos contables,  en su relación con sistemas. 

¿Qué destacarías de tu puesto de trabajo? 
¿Qué cambiarías?
Es un puesto muy dinámico en el cual hay que tratar con 

muchas personas de diferentes equipos y áreas. Esto per-

mite tener una visión global de toda la casa y los servicios 

que se prestan.

Es un departamento obligado a casar intereses muy dis-

tintos y muchas veces encontrados;  por ello es un puesto 

que obliga a tener templanza y empatía por su doble alma 

auditora, valedora. Citando a Sun Tzu “Incumbe al general 

ser sereno, impenetrable, imparcial y dueño de sí”.

Intentamos por ello, que las cosas estén predefinidas, de 

modo que las reglas que nos marquemos sean conocidas 

por todos.

Si tuviera que cambiar algo, serían las épocas de recep-

ciones que se concentran entre noviembre y diciembre. En 

estos periodos la actividad es incesante, todo es urgente y 

elaborar una auditoría negativa a veces supone un roce con 

los responsables de los servicios. En este sentido es una 

actividad que desgasta.

¿En qué proyectos estás involucrado?
Estamos inmersos desde hace algo más de tres años en la 

implantación de procesos ITIL. Si bien no ha sido un camino 

de rosas, en términos globales, ha resultado una labor muy 

positiva. 

En este mismo marco estamos también involucrados en un 

proyecto para mejorar la transparencia en las relaciones 

con los equipos de desarrollo.Además de la herramienta de 

ticketing de las casa, hemos liderado la puesta en marcha 

de una aplicación de control de versiones en el marco de la 

gestión de la entrega de modo que incorpora un workflow.  

De esta forma cualquiera en la organización puede ver 

cuándo y cuantas veces  se pide una subida de un servicio, 

cuando se audita, cuando se compila, cuando se despliega, 

cuando se informa…. Es decir, dar luz sobre algo que su-

frimos durante algún tiempo al estar al albur de peticiones 

continuas de cambio de los equipos de desarrollo. Esto nos 

está permitiendo obtener métricas, racionalizar las peticio-

nes y de ahí se podrá pasar a SLA’s claros entre las diversas 

empresas que participan ya sean de desarrollo, la del grupo 

de calidad, de grupos de explotación o de integración.

En definitiva, participamos en aquellos grupos de la casa en 

los que podemos generar valor gracias a la gran colabora-

ción entre los distintos funcionarios de las diversas áreas.



   boletic | 67

ASTIC

Javier García Mancebo
Técnico Superior de Proyecto Informático.
Subdirección General de Sistemas de Información 
y Comunicaciones para la Seguridad
Secretaría de Estado de Seguridad
Ministerio del Interior
C/ López Santos 4. 28230 Las Rozas, Madrid.

¿Podrías describir brevemente tu 
puesto de trabajo?
Mi tarea se distribuye principalmente en 

dos ámbitos: por un lado, la coordina-

ción y dirección de proyectos y aplica-

ciones informáticas para las Fuerzas y 

Cuerpos de Seguridad del Estado, inclu-

yendo todas las fases desde la concepción hasta la entrega 

final al usuario. Por otro lado, estoy encargado de coordinar 

y gestionar la participación del Ministerio en proyectos de 

I+D, principalmente a nivel europeo dentro del 7º Programa 

Marco de la Comisión Europea.

¿Qué destacarías de tu puesto de trabajo? 
¿Qué cambiarías?
El hecho de dirigir los proyectos de principio a fin partici-

pando en todas las fases aporta una gran visibilidad y cono-

cimiento sobre muchos aspectos: legislación, contratación, 

obtención de necesidades de usuarios, el propio desarrollo 

informático, etc.

En cuanto a la participación en proyectos de I+D, esta tarea 

me está permitiendo conocer el funcionamiento interno 

de varios programas europeos, en concreto aquellos del 

ámbito de la innovación; en el futuro estos programas y la 

colaboración con la Comisión Europea tendrán cada vez 

mayor relevancia.

El trabajo diario y la colaboración constante con las Fuerzas 

y Cuerpos de Seguridad es lo más característico de mi 

puesto de trabajo y, en mi opinión, una gran oportunidad 

para ver desde dentro un sector de la administración muy 

interesante y a menudo desconocido.

Es precisamente en este contexto donde pueden surgir 

algunas dificultades, ya que las Fuerzas y Cuerpos de Segu-

ridad son organizaciones grandes y complejas, y a veces es 

difícil que los intereses, iniciativas y prioridades de todos 

los departamentos coincidan plenamente. Por este motivo 

es imprescindible una buena coordinación y cooperación 

entre todos.

¿Qué proyectos estás llevando?
Actualmente, soy el responsable de coordinar dos aplica-

ciones informáticas, una de ellas para el Centro Nacional 

de Protección de Infraestructuras Críticas y otra para la Se-

cretaría de Estado de Seguridad en el ámbito de la coope-

ración policial. En el ámbito de la I+D, además de organizar 

y gestionar la participación de otras áreas del Ministerio, 

participo en representación del Ministerio de forma directa 

en un proyecto europeo de I+D, cuyo objetivo es mejorar la 

gestión de la innovación en materia de seguridad,

Carlos García Martínez
Técnico Superior de Proyecto Informático
Proyectos de Telecomunicaciones y Protección de la Infor-
mación
Subdirección General de Informática, 
Comunicaciones y Redes
Ministerio de Asuntos Exteriores y Cooperación
Plaza de la Provincia, 1. Madrid

¿Podrías describir brevemente tu 
puesto de trabajo? 
Soy responsable de la red internacional 

de comunicación de datos del Ministerio 

de Asuntos Exteriores y Cooperación, 

que conecta los servicios centrales en 

Madrid y todas las embajadas, consu-

lados generales y otras representaciones de España en 

el exterior. También coordino proyectos encaminados a 

modernizar y mejorar los servicios de telecomunicaciones 

del MAEC, tanto de voz como de datos.

¿Qué destacarías de tu puesto de trabajo? 
¿Qué cambiarías? 
Mi actividad implica gestionar servicios con usuarios repar-

tidos en más de 200 sedes en más de 100 países de todo el 

mundo, lo que convierte cualquier proyecto, por pequeño 

que parezca, en un verdadero reto. Esto hace que mi trabajo 

me resulte muy interesante y nada monótono, permitiéndo-

me aprender algo nuevo prácticamente a diario.

En cuanto a lo que cambiaría, me gustaría que en el Minis-

terio se utilizasen las TIC con más profusión, y el volumen 

de papel que se maneja disminuyera considerablemente. En 

este aspecto, los TIC tenemos todavía bastante trabajo por 

delante. »
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¿Qué proyectos estás llevando? 
Como he dicho, este puesto es cualquier cosa menos monó-

tono, y continuamente surgen nuevos proyectos, así que es 

imposible enumerarlos todos. El proyecto más importante 

que estoy llevando en este momento es la implantación 

de un sistema de telefonía IP para las representaciones de 

España en el exterior, que permitirá un importante ahorro 

en llamadas telefónicas. Otro proyecto en curso es el de 

evolución de la red internacional de datos, que busca mejo-

rar las prestaciones en las sedes con enlaces de acceso más 

limitados. Quiero también mencionar el proyecto encamina-

do a compartir recursos con otros organismos que cuentan 

con personal en el exterior, permitiéndoles conectarse con 

sus respectivos servicios centrales utilizando la red inter-

nacional del MAEC: está en sus inicios, pero tiene un gran 

potencial, y con la ayuda de otros ministerios, como el de 

Empleo y Seguridad Social y el de Justicia, está arrancando 

y convirtiéndose en una realidad.

Santiago Holgado Díaz
Jefe de área de administración electrónica
Agencia Estatal de Seguridad Aérea
Avda. General Perón, 40. Madrid

¿Podrías describir brevemente tu 
puesto de trabajo? 
Mi trabajo consiste en planificar y su-

pervisar los desarrollos que se realizan 

dentro de la Agencia, a partir de las 

necesidades de las distintas unidades y 

de las directrices de la Coordinadora de 

Sistemas de Información, coordinando a los distintos jefes 

de servicio que llevan la dirección de los proyectos.

¿Qué destacarías de tu puesto de trabajo? 
¿Qué cambiarías? 
Respecto a mi trabajo, destaco la variedad de proyectos que 

se gestionan. La Agencia lleva pocos años en funcionamien-

to, y se han llevado a cabo proyectos muy interesantes en 

este tiempo, pero aún hay mucho por hacer. El sector aéreo 

además supone afrontar cambios de manera continua, y 

la visibilidad de lo que hacemos va más allá de nuestras 

fronteras. Ahora bien, el tamaño de la Agencia condiciona 

bastante la capacidad y el ritmo al que se pueden hacer las 

cosas. Pero sobre todo debo destacar a mis compañeros, 

que aunque sean un número reducido comparado con otros 

organismos, son gente muy valiosa que con su esfuerzo 

están logrando sacar mucho adelante.

¿Qué proyectos estás llevando? 
Tenemos varias líneas de trabajo abiertas. En materia de 

acciones horizontales, cabe destacar los proyectos que 

estamos iniciando para disponer de una gestión documen-

tal centralizada, así como para unificar el tratamiento de la 

firma electrónica y ampliar su uso en los procesos internos. 

Respecto a las líneas de negocio, los mayores esfuerzos van 

orientados a mejorar los procesos de inspección, donde he-

mos desarrollado un sistema en movilidad mediante el cual 

los inspectores pueden introducir los datos de la inspección 

durante la realización de la misma; la emisión de licencias 

y certificados en formato electrónico para acabar con las 

tradicionales licencias en cartón, junto con la posibilidad de 

que los ciudadanos soliciten la renovación por Internet; y la 

elaboración de sistemas de análisis para la evaluación de la 

seguridad a partir de diversos indicadores.

Sergio López García
Ingeniero de Sistemas
Dirección Económico-Financiera y de Control de Gestión
Secretaría General
Agencia de Informática y Comunicaciones de la Comuni-
dad de Madrid
C/ Embajadores, 181. Madrid

¿Podrías describir brevemente tu 
puesto de trabajo?
Dentro del ámbito del Control de Ges-

tión, el objetivo principal de mi puesto 

es el de realizar el seguimiento de los 

principales contratos de la Agencia, co-

laborando con sus gestores pero siendo 

independiente de ellos tanto en las reuniones y comités 

de seguimiento como en la realización de los informes de 

gestión.

¿Qué destacarías de tu puesto de trabajo? 
¿Qué cambiarías?
Para mí este puesto es un cambio importante, ya que hasta 

ahora mi carrera se había desarrollado en un ámbito de ges-

tión técnica (primero en Desarrollo, luego en Comunicacio-

nes). Por el entorno restrictivo actual, mi trabajo está muy 
dirigido al seguimiento económico, aunque intento llegar a 

más alcance cuando es posible.
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¿Qué proyectos estás llevando?
Aunque idealmente el ámbito sería global, estoy centrado 

en el seguimiento de los contratos de mayor impacto eco-

nómico de ICM: los de comunicaciones (voz y datos) y los 

de modernización de sistemas corporativos (económico-

financiero, recursos humanos y educación).

Laura Mateo Quero
Jefa de Servicio de Portales y Plataformas 
de Firma Electrónica
Área de Innovación Tecnológica
Subdirección General de Nuevas Tecnologías de la Justicia 
(SGNTJ)
Ministerio de Justicia
C/ Luis Cabrera, 9. Madrid

¿Podrías describirnos brevemente tu 
puesto de trabajo?
Mi trabajo se desarrolla en el Área de 

Innovación Tecnológica de la SGNTJ y 

consiste en la gestión, coordinación y 

seguimiento del desarrollo y despliegue 

tanto de portales como de plataformas 

de firma electrónica en el ámbito de la Administración de 

Justicia, dirigiendo para ello un equipo de trabajo formado 

por personal funcionario y externo.

¿Qué destacarías de tu puesto de trabajo? ¿Qué cambia-
rías?
Destacaría la diversidad y el dinamismo de los trabajos que 

se realizan en la Subdirección, así como el compromiso 

y profesionalidad de todos los compañeros. Cada día se 

afrontan exigencias nuevas, lo que permite el crecimiento 

tanto a nivel profesional, por la variedad de los proyectos 

que se llevan a cabo, como a nivel personal, por la res-

ponsabilidad que supone el saber que tu trabajo tiene una 

repercusión directa en la Modernización de la Justicia.

Si bien, el intenso ritmo de trabajo hace que no siempre 

se pueda profundizar en los aspectos técnicos tanto como 

gustaría. 

¿Qué proyectos estás llevando?
Por un lado, dirijo, superviso y coordino la realización y 

desarrollo de los trabajos necesarios para la puesta en 

producción del Portal de la Administración de Justicia. El 

objetivo es proporcionar, en el ámbito de la Administración 

de Justicia, un espacio único que posibilite tanto el acerca-

miento de la justicia al ciudadano como la creación de un 

escritorio de trabajo para los distintos actores del sistema 

judicial (Secretarios Judiciales, Funcionarios Judiciales, 

Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses, Insti-

tutos de Medicina Legal, etc..).

Por otro lado, soy responsable de la evolución y adaptación 

de las Plataformas de Firma Electrónica a las peculiarida-

des intrínsecas de la Administración de Justicia. El objetivo 

es la evolución y personalización de los Servicios de Firma 

Electrónica de la SGNTJ, de la Infraestructura PKI de Certifi-

cación y de la plataforma de Portafirmas Electrónico.

Guadalupe Muñoz Martín
Experta Nacional Destacada 
DG CONNECT (Directorate General for Communications 
Networks, Content and Technology)
Comisión Europea
Avenue Beaulieu, 25. Bruselas

Actualmente desarrollo mi labor 

profesional como “Experta Nacional 

Destacada” en la Comisión Europea. 

Esta es una figura que permite a las 

Administraciones Públicas de los 

estados miembros de la Unión Europea 

tener presencia en las instituciones de la 

Unión desplazando algunos de sus funcionarios a dichas 

instituciones. En concreto, pertenezco a DG CONNECT 

(Directorate General for Communications Networks, 

Content and Technology), anteriormente DG INFSO.

Las tareas que realizo son muy variadas, pero pueden re-

sumirse en que debo contribuir al desarrollo de las estrate-

gias y políticas de DG CONNECT, y más específicamente, a 

aquellas relacionadas con los objetivos de la Agenda Digital 

para Europa y del programa Horizon 2020.

Algunos de los temas asignados a la unidad a la pertenezco 

son: Internet of Things (IoT), comunicaciones Machine-to-

Machine (M2M), Smart Cities, Software Defined Networks 

(SDN) o apoyo a la European Cloud Strategy. Infraestructu-

ras de telecomunicaciones en general, y entre ellas satcoms 

(satélites), lo que implica cooperación y coordinación con la 

ESA (European Space Agency)

Mi destino original es la Dirección General de Seguros y 

Fondos de Pensiones (del actual Ministerio de Economía 

y Competitividad), como Jefa del Servicio Informático de »
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Análisis de Inspección. 

Allí, mis tareas principales consistían en la gestión y super-

visión tanto del equipo de desarrollo, como del de “business 

intelligence”, ambos de soporte a las tareas de inspección 

de seguros y fondos de pensiones.

También, y como parte de mi trabajo, pertenecía al Comité 

“IT and Data” (ITDC) del Supervisor de Seguros Europeo 

(European Insurance and Occupational Pensions Authority, 

EIOPA) en Frankfurt, con frecuentes viajes a dicha ciudad 

para la coordinación de la estrategia TIC de dicho supervi-

sor.

María Pilar Payo Ollero
Técnico Superior de Proyecto Informático
Responsable de la Unidad de Puesto de Usuario
Subdirección General de Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones.
Instituto Nacional de Estadística
Paseo de la Castellana 183, Madrid.

¿Podrías describir brevemente tu 
puesto de trabajo?
En la Unidad de Puesto de Usuario, de 

reciente creación en la Subdirección 

Adjunta de Sistemas, mi trabajo consiste 

en analizar y establecer lo que será 

el software de base y las aplicaciones 

estándares para los usuarios del Instituto. La evolución 

organizativa y tecnológica del INE no ha seguido un camino 

único y nos encontramos con diversidad de herramientas y 

software de base que tratamos de normalizar. La introduc-

ción de metodologías y herramientas ITIL permitirán una 

gestión más ordenada y ágil de los servicios proporciona-

dos al usuario.

¿Qué destacarías de tu puesto de trabajo? 
¿Qué cambiarías?
Destacaría el reto de dotar a todo el Instituto de una 

infraestructura tecnológica común y adecuada. También 

la visión global que se obtiene en cuanto a los recursos 

software y hardware utilizados en todo el INE y la experien-

cia que aporta la selección de herramientas modernas y 

su posterior implantación en todo el territorio nacional en 

una organización suficientemente grande (5000 puestos) y 

compleja, en coordinación con las unidades informáticas de 

las 52 Delegaciones Provinciales del INE.

Cambiaría la falta de más recursos especializados y la 

resistencia al cambio de parte del personal en un entorno 

de trabajo muy estático. 

¿Qué proyectos estás llevando?
Llevamos varios proyectos todos ellos orientados a ofrecer 

una mejor prestación de los servicios informáticos. El pri-

mer proyecto fue continuar con la implantación del Centro 

de Servicios al Usuario iniciado por Santiago Camacho. A 

partir de la herramienta de Help Desk seleccionada, basada 

en software libre, se configuró y adaptó a las necesidades 

del INE.

El segundo proyecto, en colaboración con la Unidad de 

Seguridad, ha sido el despliegue e implantación de la 

herramienta de gestión y control del antivirus corporativo. 

Hemos pasado de un entorno no gestionado a otro que 

unifica la gestión de la seguridad en los equipos.

Actualmente estamos con un proyecto de implantación 

de mejores prácticas ITIL: gestión de activos, gestión de 

cambios, operación del servicio y apoyo en herramientas de 

soporte, peticiones de servicio y cuadros de mando.

Y también destacar el proyecto de virtualización de escri-

torios para perfiles específicos de usuario como son los 

puestos de entrevistadores del INE, los puestos de forma-

ción, los puestos de secretaría etc....

Francisco Javier Rodríguez Aparicio

Coordinador de Informática N27.
Dirección General del Instituto Geográfico Nacional (IGN)
Ministerio de Fomento 
C/ General Ibáñez de Ibero, nº 3. Madrid

Estoy en un puesto muy versátil, de 

Coordinador de una unidad/área que da 

servicio transversal a toda la Dirección 

General del IGN, donde se tocan en 

mayor o menor medida aspectos tanto 

de sistemas (servidores, backup, bases 

de datos…) como de desarrollo (general-

mente proyectos horizontales para todo el IGN) y de 

comunicaciones WAN, fijas y móviles, y tanto de voz como 

de datos, incluyendo negociación con operadores y la 

elaboración de pliegos para el concurso de comunicaciones 

del Ministerio de Fomento. También llevamos de forma 
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centralizada toda la contratación TIC del IGN, tanto HW 

como SW y Servicios.

Para prestar el servicio que damos a todo el IGN, cuento 

con un equipo de unas 10 personas entre personal fun-

cionario y laboral, junto con varias asistencias técnicas 

externas. 

Destacaría la diversidad de tecnologías (almacenamiento 

masivo, aplicaciones web, diferentes servidores de mapas, 

bases de datos, comunicaciones, tecnologías de backup, 

etc.) necesarias para el funcionamiento de todos los proyec-

tos que se desarrollan en el IGN, incluyendo la colaboración 

entre el personal interno y el de las diferentes empresas 

contratadas para asistencias técnicas. Además de la diver-

sidad tecnológica, resulta interesante, por la propia esencia 

y naturaleza del “negocio” del IGN, los elevados volúmenes 

de información manejados (próximos al petabyte) y que, 

según distintas categorizaciones, requieren en muchos 

casos una disponibilidad elevada y una velocidad de acceso 

importante, lo cual tiene implicaciones muy importantes a 

nivel de recursos técnicos, humanos y económicos.

Miguel Sallent Sánchez
Técnico Superior de Proyectos Informáticos
Dirección General de Industria y de la Pequeña y Mediana 
Empresa
Ministerio de Industria, Energía y Turismo.	  
Paseo de la Castellana 160. Madrid

¿Podrías describir brevemente tu 
puesto de trabajo?
Mis funciones están relacionadas con el 

desarrollo de aplicaciones, incluyendo 

el análisis de requisitos, la preparación 

de pliegos de prescripciones técnicas, 

coordinación del desarrollo, supervisión 

de aplicaciones implantadas, etc.

¿Qué destacarías de tu puesto de trabajo? 
¿Qué cambiarías?
Este puesto me ha permitido constatar cómo la adminis-

tración electrónica ya es una realidad que ha cambiado por 

completo la forma de trabajar. También me ha hecho ser 

consciente de la importancia de perfiles como el nuestro, 

con formación y capacidad de comprender tanto el lenguaje 

técnico como el administrativo, que en muchas ocasiones 

tenemos que mediar entre los funcionarios gestores y los 

desarrolladores para que puedan entenderse. Y por último, 

destacaría la gran implicación de todo el departamento 

para ofrecer un servicio de calidad tanto a los ciudadanos 

como a los gestores. Echo en falta más recursos humanos 

y económicos para poder abordar todos los proyectos que 

nos gustaría.

	
¿Qué proyectos estás llevando?
El principal proyecto en el que trabajo es el sistema de 

gestión de programas de ayudas, un sistema que permite la 

tramitación electrónica de los expedientes de subvenciones. 

Actualmente casi todos los expedientes que gestionamos 

se tramitan íntegramente de forma electrónica, incluso 

en la relación con los ciudadanos, lo que permite acortar 

enormemente los tiempos de tramitación. Además, permite 

ofrecer informes y estadísticas de gran valor tanto para el 

equipo directivo como para los funcionarios gestores. Tam-

bién participo en el análisis y definición de los requisitos de 

seguridad de los sistemas de información de la Dirección 

General.

Pilar Sancho Molins
Jefe de Servicio de Gestión de Proveedores
Subdirección de Nuevas Tecnologías de la Justicia
Ministerio de Justicia
C/ Luis Cabrera, 9. Madrid

Soy responsable de la Oficina de Gestión 

de Proveedores que se creó en la 

Subdirección al tiempo de mi incorpora-

ción. La Gestión de Proveedores, dentro 

de la SGNTJ, cubre tres áreas que son el 

Soporte a la Elaboración y Ejecución del 

Plan Anual de Contratación, el Soporte a 

la Realización de los Expedientes y el Seguimiento del 

Desempeño de los Proveedores.

Las tres áreas están muy interrelacionadas pero, a la vez, 

tienen características e interlocutores muy distintos, lo 

que hace que el trabajo sea muy diverso e interesante. Con 

el Plan de Contratación se da soporte a la Subdirección, 

alineando el presupuesto con los planes estratégicos TIC 

y facilitando la elaboración de escenarios presupuestarios 

y estrategias de contratación. En el Soporte a Expedientes 

se definen criterios homogéneos para la contratación y 

se trabaja con las distintas Áreas de la Subdirección en la 

elaboración de los Pliegos y Encomiendas, así como con los »
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Proveedores. Por último, cerrando el ciclo, el Seguimiento 

del Desempeño de Proveedores nos permite controlar, de 

forma estándar. la ejecución de los contratos según los pa-

rámetros económicos y de niveles de servicio establecidos 

en la contratación, así como evaluar la ideonidad de dichos 

parámetros para futuros pliegos. 

Aunque lógicamente lo más importante son los resultados 

que el trabajo del equipo de Gestión de Proveedores ha 

logrado para la Subdirección, uno de los aspectos que me 

ha resultado más gratificante ha sido la propia creación del 

equipo y sus procedimientos de trabajo, así como contem-

plar cómo la 

Gestión de Proveedores ha ido evolucionando y creciendo 

en actividades y personas para dar servicio a todos los 

aspectos antes mencionados. 

Luis Miguel Vega Fidalgo
Técnico Superior de Informática
Gerencia de Informática de la Seguridad Social
Ministerio de Empleo y Seguridad Social
C/ Albasanz, 23. Madrid

¿Podrías describir brevemente tu 
puesto de trabajo?
Gestiono una unidad en la que nos 

encargamos de desarrollar infraestructu-

ras de software para la interconexión de 

sistemas informáticos de la Seguridad 

Social.

Contamos con una heterogeneidad muy importante de tec-

nologías, y es fundamental garantizar la interoperabilidad 

entre todas ellas.

¿Qué destacarías de tu puesto de trabajo? 
¿Qué cambiarías?
Destaco la profesionalidad de los equipos de trabajo, tanto 

el mío propio como el de otras unidades. La organización y 

estabilidad de procesos con los que cuenta la GISS hacen 

que la calidad del trabajo que se realiza sea muy alta. Qui-

zás, como contrapartida, este hecho proporciona una cierta 

falta de agilidad en la operativa diaria.

¿Qué proyectos estás llevando?
Actualmente, me responsabilizo de EESSI, un proyecto 

clave para el intercambio de datos de Seguridad Social 

entre los estados de la Unión Europea, que permitirá un 

aumento de la eficiencia en los procedimientos de gestión. 

Asimismo, gestiono el CRM del INSS para la atención al 

ciudadano, me encargo del despliegue y normalización de 

plataformas SOA, y coordino la implantación del Esquema 

Nacional de Interoperabilidad.

M. José Vizoso Villares
Técnico Superior de Proyectos Informáticos
Centro Corporativo de Obtención y Mantenimiento de 
Sistemas de Información
Subdirección de Tecnologías de la Información y Comuni-
caciones
Ministerio de Defensa
C/ Arturo Soria, 289. Madrid

¿Podrías describir brevemente tu 
puesto de trabajo?
Mi trabajo consiste en la dirección 

técnica de proyectos de desarrollo, im-

plantación y mantenimiento de sistemas 

de información, realizados por provee-

dores externos. También participo en la 

elaboración de Pliegos de Prescripciones Técnicas para la 

contratación de nuevos proyectos.

¿Qué destacarías de tu puesto de trabajo? 
¿Qué cambiarías?
Destacaría la visión general de las soluciones, tanto desde 

el punto de vista técnico como funcional,  además de 

ofrecerme la posibilidad de trabajar en la interconexión de 

sistemas entre distintas Administraciones Públicas, en un 

ámbito de gestión de datos especialmente protegidos, lo 

que me ha permitido conocer los retos que suponen este 

tipo de proyectos.

Más que cambiar algo, en el momento de ajuste presupues-

tario que estamos viviendo, creo que es muy necesario 

hacer un esfuerzo importante para mantener el conocimien-

to dentro de las organizaciones a las que pertenecemos, 

aunque, en muchas ocasiones, no sea sencillo, por no 

disponer de personal suficiente para ello.

¿Qué proyectos estás llevando?
Todos los proyectos que están relacionados con los 

sistemas de información sanitarios. Actualmente, esta-

mos implantando un nuevo sistema en los Hospitales de 

Defensa, que permite la gestión tanto clínica como adminis-
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trativa. También estamos trabajando en la interconexión de 

este sistema con los sistemas sanitarios de la Comunidad 

de Madrid y la Comunidad Autónoma de Aragón. De esta 

forma, se cubren las necesidades derivadas de la firma de 

los convenios de colaboración con el Ministerio de Defensa, 

según los cuales parte de los pacientes de ambas Comuni-

dades, son atendidos en la red de hospitales del Ministerio.

						    

Con la nueva Junta Directiva comienza 
otra etapa de Boletic, revista que gracias al 
trabajo realizado por compañeros de Juntas 
anteriores, ya está a punto de cumplir sus 
20 años y es una cabecera de referencia en 
el sector. 

En estos nuevos tiempos, queremos 
contar, aún más, con todos los socios. Por 
ello, te invitamos a que nos envíes tus 
sugerencias sobre los temas que te gustaría 
se abordaran en próximos números, así 
como a participar coordinando alguno de los 
monográficos.

Os anunciaremos por diversas vías los 
temas que se irán tratando en cada número, 
de modo que podáis colaborar.  ¡Vuestra 
participación es muy importante!

También queremos introducir una sección 
de ocio y cultura realizada por los socios. 
Para ello, os animamos a que nos remitáis 
artículos sobre temas que consideréis 
interesantes para todos.

Y si tienes información sobre convocatorias 
formativas que puedan interesarnos a todos, 
¡no dudes en enviárnoslas!, las difundiremos 
desde estas páginas. 
Puedes hacerlo a través del buzón: 
boletic@astic.es

¡Muchas gracias por tu colaboración!

Buzón 
de sugerencias
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Madrid, 25 de Julio de 2012
Las últimas medidas del Gobierno son 

un nuevo recorte de las condiciones 

en las que los funcionarios públicos 

desempeñamos nuestra labor. No sólo 

afecta a nuestros sueldos, también se 

reducen drásticamente las partidas 

presupuestarias necesarias para dar 

un servicio público de calidad a los 

ciudadanos. Las Tecnologías de la 

Información y las Comunicaciones son 

la respuesta a la sostenibilidad de los 

servicios públicos. Los profesionales 

de la Administración que nos ocupa-

mos de implantarlas y gestionar las 

Tecnologías de la Información y las 

Comunicaciones, conjuntamente con 

el resto de nuestros compañeros en el 

servicio público, podemos y sabemos 

aportar soluciones a los retos con los 

que se enfrenta nuestro país.

Los funcionarios de los Cuerpos 

Superiores adscritos a unidades para 

el desarrollo de Sistemas y Tecnolo-

gías de la Información y las Comuni-

caciones de la Administración, somos 

responsables de la calidad y buen 

funcionamiento de las aplicaciones 

e infraestructuras tecnológicas que 

soportan sus procesos internos y de 

la relación de aquella con la sociedad 

a través de Internet. Más del 50% de 

los trámites de los ciudadanos y del 

80% de los que realizan las empresas 

con la Administración del Estado se 

desarrollan por medios electrónicos. 

Todo ello soportado con menos del 

4% del total del presupuesto de la 

Administración.

Los profesionales de las Tecnolo-

gías de la Información y las Comuni-

caciones de la Administración vemos 

con preocupación cómo, un paquete 

de reformas tras otro, no incluye 

medida alguna que aproveche las 

capacidades de la tecnología para 

transformar la Administración. Con 

tan sólo un estudio y el rediseño de los 

más de dos mil procedimientos admi-

nistrativos de la Administración Gene-

ral del Estado, donde se aprovechara 

todo el potencial de la tecnología para 

eliminación de trámites y reducción 

de plazos, nuestro país y el sector 

público se ahorrarían cantidades muy 

superiores a los recortes anunciados. 

La aplicación de la tecnología en la 

Administración es un factor multipli-

cador de la productividad del sector 

público estimado en más de un 40%.

Además de recortarse nuestras 

retribuciones, a lo largo de este año, 

y sin contar con las últimas medidas, 

también se ha reducido en algunas 

unidades más de un 20% los pre-

supuestos necesarios para realizar 

nuestro trabajo. Esta reducción no 

sólo impacta en la eficiencia y calidad 

de la Administración, también tiene 

un efecto inhibidor sobre el sector 

tecnológico del país, dependiente en 

un 25% de nuestros proyectos, y que 

debería liderar la salida del actual 

escenario de ralentización económica 

y el cambio del modelo productivo. 

Es necesaria una apuesta decidida 

por las infraestructuras comunes de 

Administración Electrónica por parte 

de los Gobiernos Central y Autonómi-

cos, que acompañada de una consoli-

dación de activos y servicios, aminore 

el impacto sobre los servicios públicos 

de esta reducción presupuestaria.

El Gobierno, tanto el actual como el 

inmediatamente anterior, han desper-

diciado en tres ocasiones la oportu-

nidad de incluir entre sus acciones 

de reforma la principal medida que 

ayudaría a aprovechar el potencial de 

la tecnología: La creación de la figura 

Comunicado de Junta Directiva de ASTIC 
tras la publicación del Real Decreto-Ley 20/2012
Tecnologías de la Información para la 
sostenibilidad del servicio público
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del CIO, máximo responsable en la 

Administración de las Tecnologías 

de la Información y Comunicaciones, 

con competencias para su gestión 

integral, tal y como ya existe en países 

de nuestro entorno. Con ello, se 

evitarían duplicidades y se crearían 

las sinergias necesarias para optimi-

zar, en  hasta el 25%, el presupuesto 

en Tecnologías de la Información, 

manteniendo, e incluso mejorando, 

los servicios. 

Las Tecnologías de la Información 

constituyen la principal palanca trans-

formadora del servicio público, siendo 

las infraestructuras e instrumentos 

esenciales para la creación, el inter-

cambio y la difusión del conocimiento, 

a la vez que el elemento catalizador 

de nuestra capacidad innovadora. Sin 

tecnología no puede existir una Admi-

nistración moderna, eficaz y eficiente, 

que entregue el máximo valor a los 

ciudadanos a cambio de cada uno de 

los euros que paga en impuestos. El 

Gobierno no debe olvidar el potencial 

de las Tecnologías de la Información y 

las Comunicaciones para diseñar las 

reformas que, de verdad, darían soste-

nibilidad al sector público más allá de 

los recortes coyunturales.

Acerca de ASTIC
ASTIC es la Asociación Profesional 

del Cuerpo Superior de Sistemas y 

Tecnologías de la Información y las 

Comunicaciones de la Administra-

ción del Estado. Sus miembros son 

profesionales que dirigen y gestionan 

las Unidades y proyectos relativos a 

los Sistemas de Información y Comu-

nicaciones de las Administraciones 

Públicas. Entre sus objetivos, ASTIC 

persigue la mejora de los servicios 

públicos prestados a los ciudadanos y 

de la Sociedad Española en general, a 

través del buen uso de la Tecnología.  

http://www.astic.es    

	

	 El factor multiplicador de las TIC en la productividad del sector público 
	 se estima en más de un 40%.

	 El sector privado TIC depende en un 25% de la inversión pública.

	 La figura del CIO en la Administración optimizaría en hasta un 25% la
	 inversión en TIC. 
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Manifiesto de FEDECA
Por un servicio público de calidad

L
a Junta de Gobierno de FEDECA 

(Federación de Asociaciones de 

Cuerpos Superiores de la Admi-

nistración Civil del Estado) ha aproba-

do y propone a la Asamblea General 

adoptar el siguiente MANIFIESTO:

Las últimas medidas adoptadas por 

el Gobierno han supuesto un nuevo, 

reiterado e injustificado recorte a los 

sueldos, a las condiciones de trabajo 

de los funcionarios públicos y lo que 

es más grave, se ha atentado a nues-

tra dignidad como servidores públicos 

por el mero hecho de haber obtenido 

un puesto de trabajo bajo un proce-

dimiento de selección basado en los 

principios de mérito y capacidad.

En menos de dos años, además de 

los ajustes que afectan a toda la ciu-

dadanía de quienes somos servidores 

– subida del IRPF, subidas sucesivas 

del IVA... -, hemos sufrido además: 

dos recortes salariales, una congela-

ción, una suspensión de la aportación 

al plan de pensiones, la paralización 

de la oferta de empleo público, la 

eliminación de la tasa de reposición o 

la supresión de la aportación comple-

mentaria en los casos de incapacidad 

temporal. Todas estas medidas se 

han venido justificando socialmente 

mediante una campaña de despresti-

gio que afecta a todos los cuerpos de 

funcionarios de carrera sin existir una 

política pública adecuada de gestión 

de los recursos humanos de la Admi-

nistración.

ESTO ES INSOPORTABLE.

Tenemos que ver cómo cada día 

se nos utiliza ante la opinión pública 

como el chivo expiatorio de los des-

manes y de los fracasos de la política. 

Se nos expone públicamente por 

medio de declaraciones a los medios 

de comunicación de nuestros máxi-

mos responsables: como empleados a 

quienes hay que aumentar el horario 

porque trabajamos poco; empleados 

que hay que evaluar porque nadie nos 

controla; que nos dedicamos al “cafe-

lito” porque no nos gusta trabajar; que 

nos creemos que por superar una opo-

sición tenemos un trabajo para toda la 

vida. Tales afirmaciones solo pueden 

provenir de los que no conocen la Fun-

ción Pública, sin entender que somos 

servidores públicos independientes, 

no servidores políticos. Lo más lamen-

table es que estas expresiones y ma-

nifestaciones, han sido realizadas por 

los máximos responsables políticos de 

la función pública.

A estos constantes ataques FEDE-

CA ha respondido:

1º.- PROPONIENDO LA REFORMA DE 

LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS.

Eliminar duplicidades competencia-

les. Promover la calidad y la trans-

parencia de las Administraciones. 

Proponer un Código de Buen Gobierno 

y Buenas Prácticas. Desarrollar el 

Estatuto Básico del Empleado Público. 

Reclamar que los altos cargos de la 

Administración sean ocupados por 

funcionarios cualificados, preparados 

y conscientes de su responsabilidad.

2º.- PROPONIENDO LA MEJORA DE 

LAS CONDICIONES DE TRABAJO DE 

LOS EMPLEADOS PÚBLICOS.

Regular la carrera profesional vertical 

y horizontal. Regular adecuadamente 

la conciliación de la vida familiar y 

laboral. Garantizar el funcionamiento 

racional y solvente de la Mutualidad 

General de Funcionarios Civiles del 

Estado.

3º.- PROPONIENDO MEDIDAS PARA 

AVANZAR EN EL OBJETIVO DE 

ALCANZAR LA CONFIANZA DE LOS 

CIUDADANOS EN LA ADMINISTRA-

CIÓN.

Impulsar una Ley de Igualdad de 

Derechos de todos los españoles ante 

cualquier Administración Pública 

que incluya un Catálogo de servicios 

esenciales que garantice la igual-

dad de todos. Aprobar una Carta de 

Transparencia con el Ciudadano que 

le permita conocer el destino de sus 

impuestos. Modernizar el régimen de 

responsabilidad patrimonial de las 

Administraciones Públicas. Crear la 

Oficina de Mediación y Garantías que 

permita tener conocimiento de las 

quejas de los ciudadanos.

4º.- PROPONIENDO FORTALECER LA 

COOPERACIÓN ENTRE ADMINISTRA-

CIONES.

Suprimir entidades duplicadas e inne-

cesarias. Garantizar que la igualdad 

en derechos y en deberes de todos 

los españoles sea real y efectiva al 

margen de su lugar de residencia 

creando los Programas de calidad en 

los servicios públicos.

5º.- PROPONIENDO MEDIDAS DE 

RACIONALIDAD ECONÓMICA.

Revisar de manera integral el modelo 

de financiación territorial. Impo-

ner estudios previos de viabilidad 
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económica en los convenios con las 

Comunidades Autónomas y Corpora-

ciones Locales. Regular sanciones a 

las Administraciones territoriales que 

incumplan los objetivos de estabili-

dad.

Revisar el sistema de subvenciones y 

ayudas públicas. Controlar la externa-

lización de servicios en las Adminis-

traciones públicas.

6º.- PROPONIENDO REFORMAS EN 

LA SEGURIDAD SOCIAL.

Garantizar la unidad de caja. Eliminar 

discriminaciones en las pensiones por 

razón de residencia. Aplicar el marco 

del Pacto de Toledo y su comisión de 

seguimiento. Fomentar la lucha contra 

el fraude a la Seguridad Social.

7º.- PROPONIENDO EN LAS INFRAES-

TRUCTURAS.

Que el criterio técnico sea el esencial 

en la definición de las infraestruc-

turas y su localización. Regular de 

manera específica las inversiones en 

obras públicas. Elaborar un plan de 

conservación y mantenimiento de las 

infraestructuras existentes.

8º.- PROPONIENDO EN EL ÁMBITO 

TRIBUTARIO.

Incrementar los medios materiales 

y humanos para la lucha contra el 

fraude. Coordinar las Agencias Tribu-

tarias estatal, autonómicas y locales. 

Reforzar los Tribunales Económico 

Administrativos. Especializar Tribu-

nales de Justicia en materia de fraude 

fiscal. Eliminar los regímenes retribu-

tivos privilegiados

9º.- RENUNCIANDO A LAS SUBVEN-

CIONES

Manteniendo nuestra actividad solo 

con cargo a las cuotas de los afiliados.

10º.- RENUNCIANDO A LOS LIBERA-

DOS SINDICALES.

11º.- RENUNCIANDO HASTA AHORA 

AL EJERCICIO DEL DERECHO DE 

HUELGA

Ante medidas anteriores que afecta-

ban a nuestros derechos porque por 

encima de los políticos están siempre 

los ciudadanos a quienes servimos. 

Frente a estas actuaciones, la res-

puesta obtenida por el actual Gobier-

no ha sido:

1º.- Congelación salarial

2º.- Una nueva reducción salarial que 

en dos años ya es superior al 15 por 

ciento.

3º.- Eliminación de la oferta de em-

pleo público

4º.- Eliminación de la tasa de reposi-

ción.

5º.- Eliminación de la aportación al 

plan de pensiones

6º.- Un ofensivo borrador de resolu-

ción del tiempo de trabajo que desco-

noce absolutamente el funcionamien-

to de las Administraciones Públicas.

7º.- Eliminación de derechos en caso 

de incapacidad temporal.

8º.- Manteniendo el elevadísimo nú-

mero de empleados políticos.

Y además, una continua serie de 

declaraciones públicas de nuestros 

máximos responsables que han DE-

NIGRADO AL FUNCIONARIO preten-

diendo enfrentarle con el ciudadano al 

que sirve.

Por estas razones FEDECA adopta 

las siguientes decisiones:

1º.- EXIGIMOS que por parte del 

Gobierno se acuerde la realización 

de una campaña pública que permita 

mostrar a los ciudadanos lo que es 

un funcionario, la necesidad de su 

existencia, la dignidad de su función Y 

CESEN LAS DECLARACIONES VEJA-

TORIAS Y OFENSIVAS, en otro caso, 

adoptaremos las acciones oportunas.

2º.- EXIGIMOS que con la misma 

celeridad con la que se aprueban nor-

mas que recortan nuestros derechos 

se proceda a desarrollar el Estatuto 

Básico del Empleado Público.

3º.- EXIGIMOS que se proceda a 

ejecutar una gestión profesional y no 

política de la función pública.

4º.- EXIGIMOS que al mismo tiempo 

que se aprueba el sistema de evalua-

ción en el desempeño se haga público 

el sistema de evaluación de los altos 

cargos, miembros del Gobierno y todo 

su personal asesor.

5º.- EXIGIMOS medidas que permitan 

adecuar la composición de las mesas 

de negociación a la auténtica repre-

sentatividad sindical.

6º.- EXIGIMOS que se planifique la 

recuperación del poder adquisitivo 

perdido por los funcionarios públicos 

del 23 por ciento en los últimos 8 

años y que no se nos compense con la 

aportación a ningún plan de pensiones 

la pérdida retributiva padecida.

7º.- EXIGIMOS que los puestos de 

director general y asimilados, altos 

directivos y eventuales, solo se des-

empeñen por funcionarios públicos 

poniendo fin a la costosa proliferación 

de cargos políticos y personal “de 

confianza” en el sector público.

Por todo lo anterior, EXIGIMOS es-

tar presentes e intervenir en la adop-

ción de las anteriores medidas porque 

FEDECA sí sabe y puede hacerlo y 

porque hemos perdido la confianza en 

aquéllos que deberían hacerlo en el 

ejercicio de sus funciones.

DESDE HOY Y DE MANERA INME-

DIATA ANUNCIAMOS:

1º.- Que IMPUGNAREMOS la reduc-

ción salarial anunciada por inútil al fin 

que persigue.

2º.- Que SEGUIREMOS las conductas, 

actuaciones o declaraciones que me-

noscaben la dignidad de los funcio-

narios y a la función pública dando la 

adecuada respuesta.

NO TOLERAREMOS MÁS AGRESIO-

NES.    
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En el marco de un desayuno de trabajo 
organizado por la Fundación ASTIC, EMC 
presentó su alianza con las empresas 
fabricantes de tecnología —Cisco, Siemens e 
IECI— cuyo objetivo es facilitar el acceso a los 
nuevos modelos de virtualización orientados 
a la consolidación de servicios y la reducción 
de costes, adaptados a la nueva estructura 
administrativa de la Administración General del 
Estado.

P
ara dar detalles sobre esta 

unión, Joaquín Potel, Director de 

Grandes Cuentas de EMC, abrió 

el encuentro explicando que “este es el 

momento ideal para debatir las nuevas 

formas de colaboración entre la AGE 

y las empresas”. Planteó “un modelo 

de evolución basado en la federación 

de servicios y de Data Centers, que 

pudiera abarcar la compartición de 

los servicios básicos, las identidades, 

la seguridad, el back-up, etc., con-

templando un marco muy amplio de 

posibilidades que permite, desde una 

serie de Data Centers conectados en 

distinto grado, hasta aquellos que 

conforman un único entorno adminis-

trativo de TI”. Entre ambos extremos 

“existe una serie de opciones y de 

oportunidades para obtener reduccio-

nes de costes, sinergias, facilidades 

en el desarrollo de proyectos y otras 

ventajas que, de forma aislada, no 

serían factibles”.

Los diversos movimientos hacia la 

consolidación y la virtualización que 

se vienen sucediendo en la adminis-

tración, “allanan mucho el camino 

hacia futuros modelos, y permiten 

madurar los procesos de toma de 

decisiones que llevarán a su implan-

tación. En este camino, ya iniciado, 

se puede considerar la existencia 

de una primera fase, la cual vendría 

determinada por una federación de or-

ganizaciones de TI y de Data-Centers 

que se desarrollaría en función de las 

circunstancias concretas de cada or-

ganización, como la tecnología, y otras 

limitaciones”. Por medio de tecnolo-

gías de federación “podemos compar-

tir pools de recursos entre distintos 

Data-Centers y balancear recursos 

entre los mismos. Estos modelos 

son fácilmente exportables, ya que la 

tecnología permite dar el salto hacia la 

virtualización de forma inmediata sin 

necesidad de nuevas arquitecturas. De 

este modo, se racionalizan los activos, 

se alcanza una alta disponibilidad 

geográfica, y se pueden reutilizar y 

aprovechar mejor tecnologías hete-

rogéneas. Adicionalmente, se pueden 

desacoplar usuarios o servicios de las 

infraestructuras sin ningún problema, 

gracias al dinamismo del modelo”.

En una segunda fase “se estable-

cería un catálogo de servicios com-

partidos: más allá de la virtualización 

y la centralización de servicios será 
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necesario planificar la disponibilidad 

de éstos, estandarizarlos, seleccionar 

cuáles perdurarán dentro del modelo 

primando aquéllos que aporten una 

mayor racionalización, e implantar un 

servicio compartido de backup entre 

Data-Centers”.

La tercera fase “nos lleva a un mode-

lo puro de nube: se definen servicios y 

se implementa su federación, resol-

viendo los problemas derivados de la 

infraestructura. Al mismo tiempo, se es-

tablece el proveedor de servicios com-

partidos, sujeto a SLAs y sometido a un 

sistema de precios por consumos, y se 

comienza a trabajar como una red de 

servicios conectados. Se puede abordar 

un outsourcing selectivo, sin necesidad 

de replantearse el modelo organizativo. 

EMC, por ejemplo, está virtualizada en 

un 85%, lo cual implica un cambio de 

mentalidad” explicó Potel. 

En el futuro, se impondrán modelos 

de infraestructura convergentes donde 

se integrarán procesos, datos y comu-

nicaciones de forma muy eficiente, 

con una infraestructura que permita 

soportar esa tres capas como única, y 

contemplando a la organización como 

un único pool de datos y de recursos, 

según avanzó el propio directivo.

La alianza entre EMC, Cisco, Indra e 

IECI ofrece, según el Director de Gran-

des Cuentas de EMC, “una aportación 

conjunta de solución única: Cisco une 

la red con el Data-Center, superando 

los problemas derivados de mover un 

servicio desde un servidor a otro, al 

existir una plataforma única de ges-

tión, sin agujeros de seguridad”.

A la vez, “EMC es un agente 

importante en la transición desde el 

Data-Center físico al virtual, pero al no 

ser una empresa consultora, necesita 

socios en la capa de servicios que 

puedan ofrecer la mejor de las tecno-

logías. Para ello, facilita la formación 

de profesionales, comparte las buenas 

prácticas, contribuye a la definición 

de arquitecturas y, en definitiva, 

trabaja para generar ventajas para sus 

clientes”.

En opinión de Miriam Blázquez de 

Indra, la administración va a con-

vertirse “en el gran impulsor de la 

tecnología cloud en España, y servirá 

de modelo para su expansión.  Si bien 

cada vez hay más competidores como 

proveedores de servicios en la nube, 

Indra “tiene una nube privada a dispo-

sición de sus clientes, y un centro de 

servicios compartidos, que ofrece la 

virtualización de puestos sometidos a 

una  tarifa del tipo puesto/mes, y que 

minimiza las inversiones de entrada 

de los clientes. También se ofrecen »
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aplicaciones en la nube customizadas 

para cada cliente”. La transformación 

a la nube “no es sólo una cuestión de 

infraestructura, de hecho, el nivel de 

adopción del cloud lo determinan las 

aplicaciones, más concretamente, la 

función de negocio que soporta cada 

una de ellas, y su necesidad de mayo-

res o menores adaptaciones previas a 

su migración”.

Respondiendo a José Ramón 

García, de la Biblioteca Nacional, que 

se interesó por conocer más deta-

lles sobre el papel de las empresas 

españolas en la alianza presentada en 

el evento, sobre todo cuando dos de 

ellas pudieran ser competidoras, como 

Indra e IECI, Miriam Blázquez explicó 

que “dos empresas integradoras, por 

su condición de españolas, tienen to-

davía mayor interés por colaborar con 

la Administración de su país, para la 

que, de hecho, desarrollan proyectos 

bajo la fórmula de UTE, con inde-

pendencia de que puedan competir 

en otros ámbitos”. Epifanio Delgado, 

de IECI abundó en que “concurrimos 

juntos en concursos públicos, si bien 

en otros ámbitos los clientes pueden 

decantarse por una de las dos com-

pañías, pero lo importante a tener en 

cuenta es que la Administración, con 

esta fórmula, se beneficia del trabajo 

conjunto de ambas empresas”.

Del Amo insistió en conocer las 

diferencias entre el cloud  y la conso-

lidación clásica, así como en cómo se 

abordarían los aspectos legales/nor-

mativos de la misma.

A lo que Joaquin Potel le respondió 

que “el cloud reitera muchos aspectos 

tradicionalmente contemplados en  TI 

(consolidación, virtualización…), al 

tiempo que los trivializa, abordándo-

los por una fracción de su coste y en 

menor tiempo. En fases avanzadas, 

permite contratar o subcontratar 

“picos” de infraestructura según las 

necesidades, pero también facilita 

contratos más estables en el tiempo, 

siempre según las necesidades de 

cada organización”.

En cuanto al marco legal, “la 

industria debe adaptarse a la norma-

tiva, y eso juega a favor de los socios 

españoles de la alianza”, si bien, en su 

opinión “el actual marco ya permite a 

la Administración saltar a la nube”.

El Plan de Mejora de la AGE, tal 

y como recordó Francisco Javier 

Matarrubia del Departamento de 

Informática Tributaria,  “habla de con-

solidación de CPDs para 2015, lo que 

supone un trabajo importante para 

fijar las infraestructuras a consolidar 

y establecer el catálogo de servicios”. 

¿Cómo avanzar en este proceso de 

consolidación y qué aportaciones pue-

de hacer la industria al nuevo modelo? 

Preguntó el directivo.

Miriam Blázquez sacó a colación 

la UTE de IECI e Indra con la que 

concurren en Cataluña ofreciendo 

“una respuesta conjunta y netamente 

española en un proceso durísimo, pero 

beneficioso, para todos”, exportable, 

según la directiva, a nivel nacional. 

Por su parte, Jesús Galindo de CISCO, 

añadió que la Generalitat basa su pro-

yecto principalmente en “la reducción 

de costes y en la transformación de 

los servicios, pero también quieren 

desarrollar el tejido TIC catalán, para 

lo que ha solicitado alianzas de las 

grandes compañías con empresas 

del sector catalanas con el fin de que 

éstas últimas experimenten mejoras 

competitivas”. A la vez, “desean faci-

litar la internacionalización de estas 

empresas, aprovechando la experien-

cia de la ejecución de un concurso de 

la magnitud y envergadura como el 

que aborda Cataluña”.

La labor previa a todo proceso 

de transformación hacia la nube, 

en opinión de Angel Luis Sánchez 

La alianza entre 
EMC, Cisco, Indra e 
IECI ofrece, según 
el Director de 
Grandes Cuentas 
de EMC, “una 
aportación conjunta 
de solución única” 
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del SERMAS, “debe centrarse en la 

concreción de un catálogo de servicios 

unificado, lo que requiere gobernar el 

proceso y tomar decisiones que las 

tecnologías por sí solas no toman, ya 

que de lo que finalmente se trata es de 

cambiar el modelo de negocio”. Al hilo 

de su afirmación, Jesús Galindo seña-

ló que “se trata de, paulatinamente, ir 

cubriendo etapas lógicas, que no im-

plican cambios drásticos que puedan 

perturbar a la organización. Es el caso 

de la obtención de sinergias mediante 

la compartición de la infraestructura, 

como típico primer paso”.

Por su parte, Esteban Cueva, del 

Ministerio de Defensa añadió que 

“para afrontar procesos largos en el 

tiempo hace falta disponer de una 

estabilidad presupuestaria en plazos 

amplios que en pocos casos se puede 

garantizar” a lo que le respondió Jesús 

Galindo que las empresas sólidas 

“están en condiciones de afrontar 

inversiones importantes, y con ello, 

ofrecen proyectos que se puedan 

autofinanciar. El cliente paga merced 

a los ahorros que genera la propia 

puesta en marcha del proyecto”. Sin 

embargo, “en modelos más orientados 

al outsourcing, las empresas necesi-

tan plazos amplios que les permitan 

obtener los retornos proporcionales a 

la inversión acometida”.

En opinión de Joaquín Potel son 

dos apartados los que suelen bloquear 

el desarrollo de nuevos proyectos con 

la administración: en primer lugar, 

“la poca flexibilidad de los mecanis-

mos de contratación, y en segundo 

término, las rigideces presupuestarias 

que no permiten disponer de partidas 

comprometidas en gastos concretos 

que serían susceptibles de eliminarse 

mediante la inversión adecuada”.

Ante esta afirmación, Tomás de Lu-

cas, del Ministerio de Educación, pre-

guntó sobre el tipo de administración 

ideal para las empresas presentes.

En opinión de Miriam Blázquez de 

Indra, el modelo actual “muestra sín-

tomas de agotamiento, y las empresas 

desean seguir favoreciendo la evolu-

ción tecnológica de la Administración, 

cuyos proyectos frecuentemente 

constituyen verdaderos casos de éxito 

que las empresas utilizan como carta 

de presentación en su esfuerzo por 

expandirse internacionalmente”.

La Administración, según el 

Director de Grandes Cuentas de EMC 

“debe, ante todo, ser eficiente a través 

del uso de las tecnologías, que tienen 

que dejar de ser consideradas como 

un mero coste por parte de muchas 

instancias políticas”. Pero, “vemos un 

mayor problema en la falta de agilidad 

y flexibilidad, que en las carencias 

presupuestarias”

Por último, Antonio Arozarena, del 

Instituto Geográfico Nacional seña-

ló que en su organismo se produce 

anualmente 80 Tb. de información 

trascendental para distintas admi-

nistraciones y para, al menos, siete 

ministerios. A la vez preguntó si “po-

dría darse alguna forma de acuerdo 

entre las empresas y los organismos 

públicos que permitiera a ambas 

partes extraer beneficios a través de la 

explotación de dicha información”.

Los representantes de Indra e IECI-

SA manifestaron que, en su opinión, 

si podría encontrarse fórmulas pero 

“no siempre confluyen las prioridades 

entre las empresas y los organismos”.     
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El último desayuno antes del verano “Autopista 
hacia el cloud: una opción rápida y segura” 
contó con la participación de las empresas F5 
y Bull que presentaron sus modelos de trabajo 
en la nube. Para abrirlo, Francisco Antón, 
expresidente de ASTIC presentó a los asistentes 
al nuevo presidente de la asociación Emilio 
García y a su vicepresidenta Ana Bajo, así 
como a los representantes de las dos empresas 
colaboradoras: por parte de Bull José Manuel 
Medina, Responsable de Desarrollo de Negocio 
y por parte de F5 Raúl Flórez, Director de 
Preventa en España de F5 y Javier Fernández, 
Director Comercial para la AAPP.

I
nició el debate José Manuel Medina, expo-

niendo su punto de vista sobre “la transfor-

mación del negocio y de las TI que implica 

el cloud, ya que conlleva una transición de lo 

que se consideraba centros de coste hacia 

centros orientados a servicios”. Según éste, 

la ruta hacia el cloud pasa “por la racionali-

zación y virtualización de  la estructura de TI 

(servicios, almacenamiento, redes) y la con-

solidación de toda la infraestructura hasta al-

canzar una situación que podría denominar-

se “virtualización avanzada”. A partir de este 

punto, “se lleva a cabo un estudio profundo 

de los distintos procesos y se determina un 

catálogo fundamental de servicios que pro-
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pone una arquitectura de referencia 

que nos lleva a implementar una nube 

privada que desplegada sucesivamen-

te, junto a una pública, nos dirigiría a 

otra híbrida”.

Para implementar todo este pro-

ceso “se requiere involucrar a toda la 

organización: el proceso de negocio se 

analiza de forma continua y se efectúa 

un análisis sobre los servicios con el 

fin de determinar cuáles son traslada-

bles a la cloud de forma rentable, para 

lo cual resulta imprescindible determi-

nar unos SLAs adecuados”. También 

es necesario “diseñar un cuadro de 

mandos que incluya los aspectos clave 

del proyecto: financiero, clientes, pro-

cesos, etc. El catálogo de servicios y el 

de TI tienen que estar perfectamente 

alineados” señaló el directivo de Bull.

Desde el punto de vista de los 

costes, “se pasa a una facturación por 

uso”. Y, en lo que respecta a la segu-

ridad, “los datos deben cumplir con 

todas las regulaciones legales espe-

cíficas e incorporar  los mecanismos 

adecuados en cuanto a autenticación 

de usuarios, protección perimetral, 

privacidad y demás aspectos”, conclu-

yó Medina.

Por su parte, Javier Fernández, al 

comenzar su intervención se refirió a 

un estudio de IDC en el que se afirma 

que “el 88% de las empresas prevén 

pasar  a trabajar mediante servicios en 

la nube, el 70% consideran la seguri-

dad como parte crítica del cloud, y el 

68% entienden que el factor funda-

mental es la disponibilidad”. Al hilo 

de esta cita, explicó como F5 “facilita 

la transición del entorno privado a 

servicio Cloud, a través de su tecno-

logía basada en la inteligencia de red, 

al tiempo que garantiza un 100% de 
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disponibilidad en entornos privados 

o públicos”. Su propuesta fue “una 

migración de servicios hacia la nube 

basada en 5 fases: En primer lugar, 

iniciar un proceso de convergencia 

de servicios, con consolidación en la 

propia plataforma de F5, alcanzando 

un estadio intermedio entre consoli-

dación y agregación consistente en 

disponer de la capacidad de montar y 

desmontar servicios de forma rápida 

según la demanda”.

A continuación, “acometer la au-

tomatización de los centros de datos 

y la externalización de servicios y 

procesos, afianzando los que requie-

ran mejoras subiéndolos al nivel del 

balanceador”. 

Por otro lado, “se abordan los pro-

yectos de crecimiento bajo demanda 

desplegando máquinas virtuales que 

proporcionan servicios ajustados a las 

necesidades de tráfico”.

Fernández apuntó además, que 

“existe la posibilidad de distraer la 

aplicación o el servicio en función del 

contexto, sobre todo en soluciones de 

movilidad, lo cual está cada vez más 

demandado. Es necesario identificar al 

usuario y su disponibilidad, llevando 

su demanda hacia el mejor recurso 

disponible”.

El punto más crítico reside “en la 

automatización: la orquestación de los 

accesos y las políticas que la deter-

minan se apoyan en herramientas de 

gestión de F5 que, a su vez, se integran 

en otras herramientas del mercado”.

En la fase de cloud pura, F5 

“apuesta por el modelo híbrido, en 

el que existen servidores internos 

donde operamos las aplicaciones más 

delicadas en cuanto a gestión o segu-

ridad, mientras que las cloud públicas 

reúnen los servicios menos críticos”. 

La seguridad “es un factor crítico, que 

debe contemplar la encriptación de 

datos, la autenticación de usuarios y el 

establecimiento de filtros de seguri-

dad para usuarios y operadores”.

A la vez, Raúl Flores insistió en que 

“la infraestructura debe ser capaz 

de crecer en función de la demanda 

de servicios, la comunicación entre 

centros debe ser acelerada y el acceso 

debe ser automático y transparente 

para el usuario. Debe efectuarse a 

través de un único perfil, el cual ha 

de estar construido de forma que, 

en cada momento, pueda acceder al 

recurso más adecuado”.

El almacenamiento a través de 

cloud híbrida, prosiguió Flores, “se 

lleva a cabo de forma que en la parte 

local residan los datos más accedidos, 

y en la pública, información menos de-

mandada. El usuario no debe percibir 

si un fichero está dentro o fuera, debe 

acceder a un directorio virtual con 

independencia de la ubicación física 

del fichero. F5 recupera los ficheros 

y gestiona las políticas de almacena-

miento de los mismos”.
Francisco Antón abrió la ronda de 

preguntas señalando que “las opciones 

de externalización son muy amplias: 

desde aquélla que únicamente afecta 

al correo hasta los modelos de nube hí-

brida”, pero, ¿qué factores determinan 

las mejoras de eficiencia? Preguntó a 

las empresas participantes.

El Director de Preventa en España 

de F5 respondió que su compañía 

propone “un modelo híbrido que, 

sobre todo, da lugar a importantes 

ahorros en infraestructura, ya que no 

es necesario disponer de un CPD de 

respaldo. El coste de almacenamiento 

en este modelo corre por cuenta de un 

tercero”.

En el actual entorno de restricción 

presupuestaria, José Ramón García de 

la Biblioteca Nacional valoró positi-

vamente las propuestas de F5, a la 

vez que se interesó por conocer “el 

factor diferenciador a de F5 respecto 

La vicepresidenta 
de ASTIC incidió 
en el apartado 
de costes y 
seguridad, dado 
que “existe una 
fuerte relación 
entre ambos 
factores”
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de otros proveedores de servicios en 

la nube”.

Un hecho diferencial de vital 

importancia, según Flores es “que la 

empresa mantiene acuerdos con las 

principales empresas especializadas 

en este tipo de entorno, y tiene capa-

cidad para integrar sus herramientas 

con cualquier tipo de solución externa 

a F5”. En este sentido, “la compañía 

dispone de un nuevo programa orien-

tado a licenciar máquinas tipo cloud 

orientado a la obtención de reduc-

ciones de coste. Pero, con todo, es la 

adaptabilidad el principal elemento 

diferencial respecto a la competencia, 

junto con la capacidad de modificar 

el comportamiento estándar de las 

aplicaciones según las necesidades de 

cada momento”.

Desde el punto de vista de Javier de 

Andrés, del Congreso de los Diputa-

dos, la versatilidad “debe ser el aspec-

to fundamental de cualquier proceso 

de migración, junto con el mante-

nimiento de una adecuada relación 

entre potencia y coste”. ¿Conviene 

agotar las posibilidades de la virtua-

lización del escritorio antes de entrar 

en el cloud computing? preguntó.

Es cierto que la capacidad dispo-

nible en cada momento es un aspecto 

fundamental del cloud, asintió Flores, 

pero “existen muchas formas de abor-

dar la migración al cloud y la virtuali-

zación del escritorio puede mantener-

se como tal o prestarse como servicio 

en la nube, pero la decisión dependerá 

de las necesidades y posibilidades de 

cada organización”.

La vicepresidenta de ASTIC incidió 

en el apartado de costes y seguridad, 

dado que “existe una fuerte relación 

entre ambos factores” preguntando 

sobre “las garantías de seguridad que 

existen en el modelo propuesto por 

F5”.

José Manuel Medina, de Bull le 

respondió que “los SLAs se fijan como 

resultado de una interacción entre las 

empresas del sector y una administra-

ción que acumula gran experiencia al 

respecto. El propio estudio de migra-

ción, requiere de un profundo estudio 

previo. Sobre la seguridad de cada 

tipo de dato, las empresas asumen su 

responsabilidad, y lo hacen porque 

tienen capacidad suficiente para ello”.

Y Javier Fernández, de F5 que 

“los contratos dependen del tipo de 

entorno, del tipo de empresa y del tipo 

de nube. Es el cliente quien decide 

qué servicios se pueden externali-

zar, normalmente en función de una 

política de seguridad, y el que debe 

fijar el nivel de servicio necesario con 

el proveedor, teniendo en cuenta que 

éste no desvelará nunca el tipo de 

infraestructura y medios en que basa 

su servicio”.   

En el actual entorno de 
restricción presupuestaria, José 
Ramón García de la Biblioteca 
Nacional valoró positivamente 
las propuestas de F5
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